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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	11-11249-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Julio Alberto Bustos Valderrama
	05-09-11
	REVOCATORIA Y NULIDAD DE TITULOS DEL IDA

-Artículos 101 y 102 del Reglamento para la selección y asignación de solicitantes de Tierras del Instituto de Desarrollo Agrario.

Las normas crean un procedimiento administrativo de revocatoria y nulidad de título de propiedad. 



	11-11315-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rosa María Acosta Ramírez y otros

Asociación de Trabajadoras Domésticas y otros
	07-09-11
	POLITICAS MIGRATORIAS

-Artículos 18, 31, 33, 89, 96, 209, 125, 252, 253, 254, 255, 256 y 257 Ley de Migración y Extranjería.

Se indica que la Convención sobre la Protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares, adoptada por la ONU en resolución 45-158 del 18-12-1990, que aún no ha sido ratificada por Costa Rica y reconoce mayores derechos que las normas impugnadas, las cuales hacen muy difícil y costosos los gastos para residencia de extranjeros y las políticas sobre reunificación familiar. 



	11-11326-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Francisco Chacón González y otros
	07-09-11
	INTEGRACION DE SUBCOMISIÓN LEGISLATIVA

-Se impugna la integración de la subcomisión que analizará y rendirá criterio sobre presupuesto ordinario y extraordinario de la República para el ejercicio económico del 2012, aprobado por la Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos Hacendarios, sesión extraordinaria número 32 del 05-09-11.

Se acusa que el número de diputados en la fracción legislativa no es equivalente al porcentaje de escaños obtenidos en la Asamblea Legislativa. 

 

	11-11337-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Andrés Carrillo Campos
	07-09-11
	SANCION POR USO DE CHALECO RETRORREFLECTIVO

-Artículos 133 b) y 104 d) de la Ley de Tránsito

Las normas regulan lo relativo a la sanción y uso del chaleco retrorreflectivo para motocicletas, motobicicletas y otros, que a juicio del recurrente la multa es sumamente alta. 



	11-11366-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Juan Carlos Obando Umaña
	07-09-11
	BENEFICIO DE LIBERTAD CONDICIONAL

-Transitorios I y III de la Ley de Creación del Recurso de Apelación de la Sentencia en Materia Penal. Número 8937.

-Artículo 60 del Código Penal, término “delincuente primario”

-Artículo 39 del Código Penal, término “reincidente”

Para conceder el beneficio de libertad condicional se requiere ser “delincuente primario”, lo cual no puede ser aplicado mecánicamente, en caso de las condenas de días multa o de privación de libertad.



	11-11367-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Ana Patricia Guillén Campos
	07-09-11
	REGLAS PARA EL OTORGAMIENTO DE PASAPORTE DIPLOMATICO Y OTROS BENEFICIOS

-Artículo 1 inciso 15) y 2 inciso 1) de la Ley Reguladora del Otorgamiento de Pasaportes Diplomáticos y de Servicio. No. 7411

-Artículo 5 del Reglamento de Traslado y Menaje de Casa y Pasajes de funcionarios acreditados en el Servicio Exterior.

Las normas no disponen el traslado de menaje de casa y pasaporte diplomático para los convivientes de hecho.



	11-11374-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Dennis Rodriguez Cadena
	08-09-11
	LIMITACIONES PARA EL EJERCICIO DEL NOTARIADO PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD

-Artículo 4 inciso 8 del Código Notarial. Ley número 7764

La norma señala que se impide el ejercicio del notariado a las personas con limitaciones físicas o mentales que las inhabiliten para el ejercicio del notariado, salvo que demuestren mediante prueba extendida por la medicatura forense, su aptitud para desempeñar esta función. A juicio del recurrente la norma es violatoria de los derechos de las personas con discapacidad. 



	11-11375-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Dennis Rodriguez Cadena
	08-09-11
	EDUCACION TECNICA PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD

-Artículo 54 del Decreto Ejecutivo numero 26831. Publicado en La Gaceta del 20 de abril de 1998. Reglamento a la Ley de Igualdad de Oportunidades para las personas con Discapacidad. 

La norma señala que el Instituto Nacional de Aprendizaje y demás centros públicos y privados de formación técnica y profesional, aplicarán adecuaciones a los requisitos de ingreso y a las pruebas de admisión, de acuerdo a las necesidades de los aspirantes con discapacidad que así lo soliciten. Señala que esto no es del todo cumplido por esta institución. 



	11-11398-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Juan Ernesto Cruz Azofeifa y otros
	08-09-11
	 PROPAGANDA MOVIL

-Artículo 103 de la Ley número 8696 del 17 de diciembre del 2008.

Señala que la actividad de perifoneo o pregoneo, que aún cuando tiene un trámite exclusivo ante el Consejo de Transporte Público, no toma en cuenta al Ministerio de Salud y a los Gobiernos locales. Asegura además que es violatoria del derecho a la salud. 



	11-11448-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rodolfo Rojas Báez
	09-09-11
	NOMBRAMIENTO DE JEFATURAS EN LA CCSS

-Aprobación del Transitorio para el nombramiento en propiedad de Jefaturas Administrativas de la Caja Costarricense de Seguro Social. Publicado en La Gaceta 135 del 13 julio del 2011. Acuerdo de Junta Directiva en sesión 8514 del 23-06-11. 

Acusa que el transitorio pretende nombrar en propiedad a las personas que actualmente ocupan puestos de jefatura en forma directa, sin concurso previo. 



	11-11512-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Diego Artiñano Ferris

Electrodomésticos MABECA S.A.
	09-09-11
	SANCIONES IMPUESTAS POR LA COMISIÓN NACIONAL DEL CONSUMIDOR

-Artículo 28 de la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor. Ley 7472 del 20-12-1994.

La parte de la norma que se impugna señala que en el caso de las infracciones mencionadas en los incisos del e) al h) de este artículo que, a juicio de la Comisión para promover la competencia, revistan gravedad particular, esta Comisión puede imponer como sanción una multa equivalente al diez por ciento (10%) de las ventas anuales obtenidas por el infractor durante el ejercicio fiscal anterior o una hasta por el diez por ciento (10%) del valor de los activos del infractor. De esas dos multas se impondrá la que resulte más alta. Señala que esta parte de la norma establece sanciones muy onerosas para las empresas y además, falta al principio de tipicidad administrativa. 

	11-11588-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Juan André Slon Carvajal
	13-09-11
	CONSTITUCIÓN DEL TRIBUNAL DE HONOR DEL COLEGIO DE PSICOLOGOS

-Artículo 39 de la Ley Orgánica del Colegio Profesional de Psicólogos de Costa Rica, número 6144 del 10-11-1977. Publicada en la Gaceta número 8 del 11-01-1978.

La norma señala que “El Tribunal de Honor estará formado por el Presidente y Secretario de la Junta Directiva y tres miembros más, sorteados por la Asamblea General Ordinaria de una nómina de diez miembros del Colegio elaborada por ella”. No está de acuerdo con que sean los miembros del Tribunal de Honor, que también son parte de la Junta Directiva, quienes sancionen y hasta expulsen un asociado, pues forman parte de dos instancias decisorias. 



	11-11552-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Sailem Garro Piera
	12-09-11
	PENSION POR VIUDEZ EN EL PODER JUDICIAL

-Resolución 0080-UJP-11 del 23-03-2011 de la Sección Administración de Personal del Departamento de Gestión Humana, del Poder Judicial, basada en el artículo 237 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, número 8 del 29 de noviembre de 1937.

Se acusa que le fue eliminada pensión a viuda de ex funcionario judicial en 1992 por nuevas nupcias, en el año 2003 solicitó que se le volviera a reconocer en virtud de haber quedado viuda nuevamente, pero se le negó, a pesar de que el artículo 237 de la Ley Orgánica del Poder Judicial fue declarada inconstitucional. 



	11-11751-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Ana Lorena Brenes Esquivel

Procuradora General de la República


	19-09-11
	CONSULTA OBLIGATORIA AL TSE EN CASOS DE NATURALIZACIONES

-Artículo 14 párrafo 2) de la Ley de Opciones y Naturalizaciones, número 1155 del 29 de abril de 1950.

-Artículos 50 y 64 frases finales de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones y Registro Civil. No. 3504 del 10-05-1965.

El Tribunal Supremo de Elecciones solicita la interposición de esta acción, en tanto las normas impugnadas establecen la consulta obligatoria al TSE en el caso de naturalizaciones, que podría ser un obstáculo irrazonable para obtener justicia administrativa pronta y cumplida. Además, las competencias exclusivas y excluyentes del Tribunal son electorales propiamente.

 



	11-11777-0007-CO
Consulta Judicial


	Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia
	19-09-11
	IDENTIDAD DE VICTIMAS Y TESTIGOS
-Solicita que se aclare y determine si de conformidad con los artículos 39 y 41 de la Constitución Política; 8.1 y 8.2 de la Convención Americana de Derechos Humanos y los artículos 204, 204  bis, 248, 282, 285, 286, 293, 304, 318, 319, 324, 330, 351 del Código Procesal Penal y las sentencias 17907-10 y 18698-10 de la Sala Constitucional, es posible mantener en la fase de juicio oral y pública la protección procesal de la identidad nominal y características físicas individualizantes de las víctimas o testigos, protegidas en fases previas del proceso. Se interpreta como parte de los datos indispensables la dirección domiciliar, números telefónicos, nombre y rasgos físicos del declarante. 



	11-11826-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Víctor Julio Méndez Quirós
	20-09-11
	CADUCIDAD DE LA PENSIÓN POR NUEVAS NUPCIAS
-Artículo 6 de la Ley número 148 del 23-08-1943, unificado por el número 7302 del 15-07-1992 y sus reformas.

La norma impugnada señala que se puede declarar caduco el beneficio jubilatorio del viudo pensionado por nuevas nupcias.



	11-11857-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Yuribeth Méndez Castro
	20-09-11
	PORTEO
-Artículo 323 del Código de Comercio. Adicionado por el artículo 1 de la Ley 8955 del 03 de junio del 2011. Publicado en La Gaceta del 07 de julio del 2011.

Acusa que la norma impide la actividad del porteo, pues no se permite el transporte en vehículos automotores particulares. 



	11-12006-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Geini Gutiérrez Navas
	23-09-11
	SANCIONES CONTRA MIEMBROS DE JUNTAS DIRECTIVAS DE ASOCIACIONES DE DESARROLLO INTEGRAL
-Artículo 42 del Decreto Ejecutivo número 26935-G del 20 de abril de 1998. Publicado en La Gaceta número 97 del 21 de mayo de 1998.

La norma señala que perderá la condición de miembro de la Junta Directiva de la Asociación de Desarrollo Integral, quien falte a tres sesiones ordinarias o extraordinarias o por la comisión de actos graves, imputables al directivo, que perjudique la marcha o el prestigio de la Asociación. La suspensión debe ser acordada en la Asamblea General y si el caso es urgente, se le suspende y luego se convoca a la Asamblea General. 



	11-12021-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Adriana Vergara González
	24-09-11
	IMPOSICION DE MULTAS MEDIANTE CAMARAS
-Se impugna el cobro de multas de tránsito, mediante el sistema de cámaras que impone el COSEVI, en donde el dueño del vehículo responde penalmente. En el caso concreto se acusa que el dueño del vehículo murió. 



	11-12089-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Enid Gamboa Robles
	27-09-11
	MORATORIA DE EXPLOTACIÓN DE HIDROCARBUROS
-Decreto Ejecutivo número 36693-MINAET del 01-08-2011. Publicado en La Gaceta número 159 del 19-08-11.

La norma establece la moratoria a la explotación de hidrocarburos, lo que a juicio de la recurrente inhibe y restringe el quehacer profesional de los agremiados al Colegio de Geólogos de Costa Rica.



	11-12112-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Giovanni Alexis Sancho Rodríguez
	27-09-11
	SANCIONES A NOTARIOS
-Artículos 15 y 19 del Código Notarial. 

Las normas señalan que los notarios públicos son responsables por el incumplimiento de sus obligaciones y deberes profesionales, así como por la violación de las leyes y sus reglamentos. Esta responsabilidad puede ser disciplinaria, civil o penal y que las mismas, no son excluyentes entre sí. Los notarios pueden ser sancionados en distintos campos en forma independiente, simultánea o sucesiva, a excepción de los casos que deban excluirse en virtud de la fuerza de cosa juzgada de las sentencias judiciales. 



	11-12114-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Rodney Montalban Rivera
	27-09-11
	SE ELIMINA PENSIÓN A VIUDOS O VIUDAS POR NUEVAS NUPCIAS
-Artículo 3 del Reglamento del Fondo de Jubilaciones y Pensiones Complementarias del ICE. 

La norma señala que el beneficio de pensión complementaria constituido por ese fondo, se eliminará en caso de matrimonio de la viuda o viudo.



	11-12198-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Gerardo E. Jiménez Vásquez
	29-09-11
	NOMBRAMIENTO DE COMISIONES DE FESTEJOS POPULARES
-Decreto Ejecutivo 36777. Publicado en La Gaceta número 181 del 21-09-2011.

Se acusa que el decreto impungado, no contó para su aprobación con la participación de diferentes sectores sociales, como municipalidades, sector empresarial, organizaciones sociales comunales, entre otros. Ahora la organización de estos eventos son otorgados a otras personas.



	11-12199-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Miltón Ruíz Guzmán
	29-09-11
	PENSIONADOS QUE NO PUEDEN LABORAR EN LA ADMINISTRACIÓN PUBLICA
-Artículo 2 párrafo segundo y 22 del Reglamento del Régimen de Pensiones y Jubilaciones de la Caja Costarricense del Seguro Social. 

La Dirección de Administración de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social, interpretó que con base en los artículos impugnados, las personas pensionadas no pueden trabajar en el sector público.



	11-12230-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Suey Tamelin Bojorge Menrod
	29-09-11
	EFECTOS DE LA DESERCIÓN
-Artículo 217 párrafo 4) del Código Procesal Civil. 

La norma impugnada señala que la resolución en la que se deniegue la deserción no tendrá más recurso que el de la revocatoria; aquella en la que se declare con lugar será apelable dentro de tercero día.



	11-12259-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Raúl Muñoz Alvarez
	30-09-11
	SANCIONES O INFRACCIONES IMPUESTAS  MEDIANTE EL SISTEMA DE CAMARAS
-Artículos 84 y 150 de la Ley de Tránsito

-Considerandos I y II y artículos 3, 5, 11, 12, 16 y 18 del Decreto Ejecutivo 36724-MOPT

El decreto regula lo relativo al establecimiento de partes o infracciones por medio del sistema de cámaras en distintas partes de las carreteras nacionales. Se cuestiona la notificación masiva e impersonal sin datos del infractor, se alega la falta al debido proceso, el cambio de límites de velocidad, falta de demarcación y rotulación en las carreteras, multas elevadas y desproporcionadas, la sanción de conducta temeraria contra el conductor del vehículo, es un método de recaudación estatal agresivo, que lesiona los derechos de los propietarios registrales que no conducen el vehículo en el momento de que la falta es cometida. 



	11-12290-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Danilo Gutiérrez Dall’Anese
	30-09-11
	PARTES IMPERSONALES A LA PLACA DEL VEHÍCULO ESTABLECIDOS POR EL SISTEMA DE CAMARAS
-Artículos 150 y 150 bis, 131 A-1, 83 inciso c), 108 inciso a), Conducción temeraria b) de la Ley de Tránsito.

Se acusa que el monto de la multa es desproporcional e irracional y asegura que en países desarrollados, la multa es menos de la cuarta parte de la que se impone en Costa Rica. Afirma que sin fundamento ni estudios técnicos, se cambió el límite de velocidad de 90 kph A 60 kph.




	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	11-010300-0007-CO

Voto 2011-011964
	02-09-11
	A las nueve horas con treinta y dos minutos. Consulta Legislativa Preceptiva de Constitucionalidad. Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente al Proyecto de  "Aprobación de la Adhesión de la República de Costa Rica al Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana", expediente legislativo número 18.002. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que no se observan vicios esenciales de constitucionalidad en el trámite legislativo del proyecto de ley de "Aprobación de la Adhesión  de la República de Costa Rica al Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana", tramitado bajo el expediente legislativo número 18.002, y en cuanto al fondo no infringe el Derecho de la Constitución. Comuníquese este pronunciamiento al Directorio de la Asamblea Legislativa.-

	11-007745-0007-CO

Voto 2011-012090
	07-09-11
	A las dieciséis horas con treinta y cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad. Alberto Chacón Novoa contra Decreto Acuerdo de Junta INCOPESCA ADJIP 138/2008. Se rechaza de plano la Acción.-



	11-009057-0007-CO

Voto 2011-012091
	07-09-11
	A las dieciséis horas con treinta y seis minutos. Acción de inconstitucionalidad. Mbroweer S.R.L., Rodolfo Madrigal Cavallini contra Artículo 21 Reglamento a la Ley del Impuesto General sobre las Ventas. Se rechaza de plano la Acción.-



	11-010962-0007-CO

Voto 2011-012092
	07-09-11
	A las dieciséis horas con treinta y siete minutos. Acción Inconstitucionalidad. E.C. Arquitectura y Urbanismo S.A., Edgar Cárdenas Díaz contra Actos Subjetivos de la Junta Directiva del Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos de Costa Rica. Se rechaza de plano la Acción.-



	11-005643-0007-CO

Voto 2011-012108
	07-09-11
	A las diecisiete horas con dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Guillermo Alvarado Álvarez a favor de Samaria Álvarez Montero en contra del Artículo 242 del Código de Familia. Acumúlese esta acción a la que en el expediente número 11-008971-0007-CO se tramita ante esta Sala.-



	11-010189-0007-CO

Voto 2011-012104
	07-09-11
	A las dieciséis horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. ERICK ULATE QUESADA y GILBERTO CAMPOS CRUZ, en su condición de representantes legales de la Asociación Consumidores de Costa Rica en contra de los acuerdos de Junta Directiva de la ARESEP 003-15-2010 de la sesión 015-2010 del 15 de abril de 2010, publicado en el Diario Oficial La Gaceta No. 84 del 3 de mayor de 2010; 010-020-2010 de la sesión 020-2010 del 20 de julio de 2010, publicado en el Diario Oficial La Gaceta No. 151 del 5 de agosto de 2010; 002-039-2010 de la sesión extraordinaria 039-2010 del 4 de octubre de 2010, publicado en el Diario Oficial La Gaceta No. 203 del 20 de octubre de 2010; artículo 3 de la sesión 021-2011 del 30 de marzo de 2011 y los artículos 33, 34 1.D), 1 E), 1 F), 1 H), 1 N), 2 D); artículo 35, 36, 1 F), 1 G), 1 H), 1 J), 1 O), 2 D); artículo 37, 38, 1 C), 1 E), 1 F), 1 G), 1 H), 1 L), 1 M) 1.N), 1.O), 1.U), 2 D) del Reglamento Interno de Organización y Funciones de la ARESEP y sus Órganos Desconcentrados y Acuerdos Conexos. Se rechaza por el fondo la acción. (Este voto fue anulado por sentencia 12517-11 y se ordena dar curso a la acción)


	11-010346-0007-CO

Voto 2011-011965
	07-09-11
	A las catorce horas con treinta minutos. Consulta Legislativa Preceptiva de Constitucionalidad. Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente al Proyecto de “Aprobación del Segundo Protocolo al Tratado Marco del Mercado Eléctrico de América Central”, que se tramita en el expediente legislativo No. 16.971. Se evacua la Consulta Preceptiva en el sentido que el Proyecto Denominado “aprobación del Segundo Protocolo al Tratado Marco del Mercado Eléctrico de América Central”, Tramitado en el expediente legislativo No. 16.971, no contiene vicios esenciales de procedimiento o disposición inconstitucionales. Los Magistrados Mora, Calzada y Jinesta Salvan el voto y estiman que si hay inconstitucionalidad por el fondo de los artículos 2º, párrafo in fine y 3º, del proyecto de ley consultado. Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa.-    



	11-010316-0007-CO

Voto 2011-011969
	07-09-11
	A las catorce horas con treinta y cuatro minutos. Consulta Legislativa Preceptiva de Constitucionalidad. Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente al Proyecto de «Aprobación de la Convención Interamericana sobre Asistencia Mutua en Materia Penal», que se tramita en el expediente legislativo número 17.126. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de Ley de Aprobación de la Convención Interamericana sobre Asistencia Mutua en Materia Penal, que se tramita en el expediente legislativo número 17.126, no resulta inconstitucional. Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa.-



	11-010794-0007-CO

Voto 2011-011970
	07-09-11
	A las catorce horas con treinta y cinco minutos. Consulta Preceptiva de Constitucionalidad. Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente al Proyecto de ley que se tramita en el expediente legislativo No. 17.621, denominado Aprobación del Acuerdo de asociación entre la República de Costa Rica y la República de Panamá. Se evacua esta consulta legislativa perceptiva referente al proyecto de Ley de Aprobación del Acuerdo de asociación en la República de Costa Rica y la República De Panamá, expediente No. 17.621, en el sentido de que no se advierten defectos en el procedimiento legislativo ni disposiciones contrarias a la Constitución Política.-



	11-010313-0007-CO

Voto 2011-012105
	07-09-11
	A las dieciséis horas con cincuenta minutos. Consulta Legislativa. Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente al Proyecto "Aprobación de la Convención Internacional para la Protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas", que se tramita en el expediente legislativo número 17.528. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que en el proyecto "Aprobación de la Convención Internacional para la Protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas", que se tramita en el expediente legislativo número 17.528, no se observan lesiones de fondo ni de procedimiento a las normas y principios constitucionales. Notifíquese.-


	11-004846-0007-CO

Voto 2011-012478
	14-09-11
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad. Ivonne Vásquez Esquivel contra Los Artículos 53 y, 54 inciso b)  de la Segunda Convención  Colectiva de Trabajo del Instituto Tecnológico de Costa Rica del 26 de enero de 1995. Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Calzada, Armijo y Jinesta salva el voto y rechazan de plano la Acción. El Magistrado Jinesta da razones separadas.-

	11-010633-0007-CO

Voto 2011-012479
	14-09-11
	A las catorce horas con cuarenta y seis minutos. Acción de inconstitucionalidad. Evangelina Pérez Morera contra el Articulo 20 Inciso del Reglamento de Invalidez, Vejes y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se rechaza de plano la acción.-

	11-011080-0007-CO

Voto 2011-012480
	14-09-11
	A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Acción de inconstitucionalidad. Álvaro Arias Gutiérrez contra el Articulo 5 del Reglamento de invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se rechaza de plano la Acción.-

	11-011065-0007-CO

Voto 2011-012481
	14-09-11
	A las catorce horas con cuarenta y ocho minutos. Acción de inconstitucionalidad. Manuel Ballestero Peralta contra el Párrafo Segundo del Articulo 48 de la Ley sobre Zona Marítimo Terrestre, Ley Numero 6043 de 02 de Marzo de 1977. Se rechaza de plano la acción.-

	11-008431-0007-CO

Voto 2011-012482
	14-09-11
	A las catorce horas con cuarenta y nueve minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Edgar Alvarado Luna, Juan Carlos Sánchez Benavides y Adriana Chacón Catalán, en su condición de miembros del Tribunal de Trabajo del Primer Circuito Judicial de Cartago en lo referente al inciso b) del artículo 6 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se evacua la presente consulta judicial de constitucionalidad, en el sentido de que el inciso b) del articulo 6 del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social, no es inconstitucional.-

	11-004697-0007-CO

Voto 2011-012505
	14-09-11
	A las quince horas con doce minutos. Acción de inconstitucionalidad. Carlos Stradi Granados, Mayid Halaba Fauaz, Sindicato de Ingenieros y Profesionales del Instituto Costarricense de Electricidad y Afines contra articulo 64 de la Ley 7593. Se rechaza por el fondo la acción.-

	11-010790-0007-CO

Voto 2011-012515
	14-09-11
	A las quince horas con veintidós minutos. Consulta Legislativa Preceptiva de Constitucionalidad. Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente al proyecto de “Aprobación de las Modificaciones al Convenio que establece la Organización Latinoamericana de Energía (OLADE), adoptadas durante la XXXVIII Reunión de Ministros, en Medellín, Colombia, el 30 de noviembre de dos mil siete”, que se tramita en el expediente legislativo número 17.585. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que en el proyecto “Aprobación de las Modificaciones al Convenio que establece la Organización Latinoamericana de Energía (OLADE), adoptadas durante la XXXVIII Reunión de Ministros, en Medellín, Colombia, el 30 Noviembre de dos mil siete”, que se tramita en el expediente legislativo numero 17.585, no se observan lesiones de fondo ni de Procedimiento a las normas y principios constitucionales.-

	11-010347-0007-CO

Voto 2011-012516
	14-09-11
	A las quince horas con veintitrés minutos. Consulta Legislativa Preceptiva de Constitucionalidad. Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente al Proyecto de "APROBACIÓN DEL PROTOCOLO POR EL QUE SE ENMIENDA EL ACUERDO SOBRE LOS ADPIC", expediente legislativo número 16.947, Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de "APROBACIÓN DEL PROTOCOLO POR EL QUE SE ENMIENDA EL ACUERDO SOBRE LOS ADPIC", que se tramita en el expediente legislativo número 16.947, no resulta inconstitucional.

	11-010189-0007-CO

Voto 2011-012517
	14-09-11
	A las quince horas con veinticuatro minutos. Acción de inconstitucionalidad. Asociación Consumidores de Costa Rica, Erik Ulate Quesada contra Acuerdos de la Junta Directiva de la Aresep 003-15-2010 de la Sesión 015-2010 del 15 de Abril de 2010, 010-020-2010 de la Sesión 020-2010 de 20 de Julio de 2010, 002-039-2010 de la Sesión Extraordinaria 039-2010 del 4 de Octubre de 2010, y otros. Se anula la sentencia No. 2011-12104 de las dieciséis horas cuarenta y nueve minutos del siete de setiembre de dos mil once, y se ordena dar curso a la acción.-

	11-009752-0007-CO

Voto 2011-012518
	14-09-11
	A las quince horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rafael Ángel Fallas Fallas en contra del INCISO G) DEL ARTICULO 136 DE LA LEY DE TRANSITO 7331. Se deniega el trámite a esta acción.-

	11-010600-0007-CO

Voto 2011-012611
	21-09-11
	A las catorce horas con treinta minutos. Consulta Legislativa Facultativa de Constitucionalidad. Danilo Cubero Corrales, Damaris Quintana Porras, Ernesto Chavarría Ruiz, Manuel Hernández Rivera, María de los Ángeles Alfaro Murillo, Adonai Enríquez Guevara, Patricia Pérez Hegg, Mireya Zamora Alvarado, Justo Orozco Álvarez, Walter Céspedes Salazar, Claudio Monge Pereira y Luis Alberto Rojas Valerio en lo referente al Proyecto de "Impuesto a Personas Jurídicas", expediente legislativo número 16.306. Se evacua la consulta en el sentido de que el proyecto de aprobación de la "Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas" que se tramita en el expediente legislativo número 16.306, de la siguiente manera: a) no ha lugar a evacuar la consulta en cuanto a la violación a los principios de razonabilidad y proporcionalidad; b) no ha lugar respecto de la incoherencia señalada en el proyecto; y c) en cuanto a la capacidad contributiva no presenta vicios de constitucionalidad en lo consultado por el fondo. Los Magistrados Calzada, Armijo y Jinesta salvan el voto y evacuan la Consulta Legislativa en el sentido que el Proyecto Legislativo No. 16.306 "Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas" es inconstitucional" 

	11-005029-0007-CO

Voto 2011-012612
	21-09-11
	A las catorce horas con treinta y un minutos. Acción de inconstitucionalidad. MARTIN ARROYO CARMONA, en su condición de Presidente con facultades de apoderado sin límite de suma de SODA, BAR Y RESTAURANTE TRES ESQUINAS S.A., con cédula de persona jurídica 3-101-451098, contra el artículo 42 de la Ley de Licores N°10 del 7 de 1936. Se rechaza por el fondo la acción. El Magistrado Cruz Castro salva el voto y resuelve darle curso a la acción.

	11-009832-0007-CO

Voto 2011-012634
	21-09-11
	A las catorce horas con cincuenta y tres minutos. Acción de inconstitucionalidad. ALBERTO EDUARDO JIMÉNEZ ULLOA, en su condición de Presidente de la Sociedad denominada BODEGAS DEL ESTE S.A., contra los artículos 107, 108 y 109 del Reglamento Interno de Contratación Administrativa del Instituto Costarricense de Electricidad, emitido según acuerdo del Consejo Directivo en el artículo 5 inciso a), de la sesión 5931 del 2 de diciembre de 2010, publicado en La Gaceta No. 6 del 10 de enero de 2011; el artículo 41 del Decreto Ejecutivo No. 35148-MINAET que es el Reglamento al Título II de la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector Telecomunicaciones, Ley 8660; y el artículo 47 del Decreto Ejecutivo No. 33411-H del 27 de setiembre de 2006 que es el Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, No. 7494, por ser contrarios a lo dispuesto en los artículos 7, 33, 39, 41, 45, 48, 49 y 74 de la Constitución Política. Se rechaza de plano la acción.-

	11-010479-0007-CO

Voto 2011-012635
	21-09-11
	A las catorce horas con cincuenta y cuatro minutos. Acción de inconstitucionalidad. Fernando Fennell Montoya en contra la Ley de Apertura de la Casación Penal, número 8503 del veintiocho de abril del dos mil seis. Se rechaza de plano la acción.-  

	11-011398-0007-CO

Voto 2011-012636
	21-09-11
	A las catorce horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad.  JUAN ERNESTO CRUZ AZOFEIFA, RAFAEL GUIDO BRENES ACUÑA, LUIS EDUARDO BRENES ACUÑA, VIRGINIA SALAZAR FONSECA, LUIS EDUARDO VILLALOBOS OCAMPO y JORGE RAMÍREZ CALDERÓN en contra del artículo 103 de la Ley No. 7331 reformado por Ley No. 8696, por violación del artículo 21 de la Constitución Política. Se rechaza de plano la acción.-

	11-010242-0007-CO

Voto 2011-012637
	21-09-11
	A las catorce horas con cincuenta y seis minutos. Acción de inconstitucionalidad. Víctor Manuel Corrales Castro en contra del artículo 4 de la Ley de Propina. Se rechaza por el fondo la acción en relación con la alegada inconstitucionalidad por omisión. En lo demás, se rechaza de plano.

	10-015027-0007-CO

Voto 2011-012646
	21-09-11
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Arturo López Salas, en su condición de Representante Legal de VJ Inversiones, respecto de la sentencia de la Sala Constitucional número N°2011-09398 de las catorce horas y treinta y dos minutos del veinte de julio del dos mil once. No ha lugar a la gestión formulada.-



	10-011628-0007-CO

Voto 2011-012657
	21-09-11
	A las quince horas con dieciséis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Juan Carlos Varela Muñoz en contra de los artículos 130 inciso d) y 80 párrafos 3) y 4) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y sus reformas. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anula el inciso a) del artículo 71 bis de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y sus reformas, únicamente en cuanto señala que se descontará la totalidad de los puntos al conductor por la comisión de la conducta prevista en el artículo 130 inciso d) de la misma Ley.   En lo demás, se declara sin lugar la acción. Los Magistrados Calzada, Jinesta y Castillo salvan el voto y declaran sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial y al Consejo de Seguridad Vial. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-

	11-010227-0007-CO

Voto 2011-012658
	21-09-11
	A las quince horas con treinta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Manrique Constela Umaña, Representante Legal de Polymer S.A. en contra de la Directriz N° 20-03 del 10-06-2003 denominado “Tratamiento Fiscal de los Precios de Transferencia según el valor normal de Mercado” emitida por la Dirección General de Tributación Directa. Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la que bajo expediente número 10-17768-0007-CO  se tramita ante esta Sala.-

	08-009215-0007-CO

Voto 2011-012975
	23-09-11
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. ASOCIACION DE DESARROLLO INTEGRAL DE LA RESERVA INDIGENA DE TERRABA en contra de los artículos 1, 4 y 8 del Decreto Ejecutivo número 34312-MP-MINAE del 6 de febrero del 2008.-, por estimarlos contrarios a los artículos 45 de la Constitución Política y el artículo 14 del Convenio 169 de la OIT. Se declara sin lugar la acción respecto de los artículos 1 y 4 del Decreto Ejecutivo número 34312. Por mayoría, se interpreta conforme a la Constitución el numeral 8 del Decreto Ejecutivo número 34312, siempre y cuando la consulta establecida en el artículo 4 de ese Decreto se realice en el plazo improrrogable de 6 meses contado a partir de la notificación de este pronunciamiento. Los Magistrados Calzada, Jinesta y Cruz salvan el voto y declaran parcialmente con lugar la acción de inconstitucionalidad, únicamente, contra el artículo 8° del Decreto Ejecutivo No. 34312-MP-MINAE, en cuanto la delimitación del Proyecto Hidroeléctrico El Diquís comprende puntos de la Reserva Indígena de Térraba de Buenos Aires de Puntarenas y no le fue consultado a la comunidad indígena. El Magistrado Cruz pone nota.-

	09-011979-0007-CO

Voto 2011-013036
	27-09-11
	A las quince horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. BANCA PROMÉRICA S.A., en contra del inciso a) del artículo 15 de la Ley de Impuestos Municipales de Heredia, No. 7247 de 24 de julio de 1991. No ha lugar a la gestión formulada.-



	11-010973-0007-CO

Voto 2011-013233
	27-09-11
	A las dieciocho horas con cuarenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Alexander López Camacho, Juan Luis López Camacho contra artículo 133 inciso H) artículo 71 Bis inciso E ambos de la Ley de Tránsito. Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la que bajo expediente número 10-008059-0007-C0 se tramita ante esta Sala.

	11-009764-0007-CO

Voto 2011-013236
	27-09-11
	A las dieciocho horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- José Manuel Ortiz Durman contra artículo 71 Bis inciso D) En relación con el artículo 132 inciso ñ) de la Ley de Tránsito. Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la que bajo expediente número 10-14213-0007-CO se tramita ante esta Sala.

	11-005757-0007-CO

Voto 2011-013260
	27-09-11
	A las diecinueve horas con catorce minutos. Consulta Judicial Facultativa. Tribunal Penal Juvenil del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente a la resolución número 71-2011, de las trece horas con treinta minutos' del once de mayo de dos mil once, que se dictó dentro de la causa penal juvenil número 10-001809-0623-PJ, seguida contra una persona menor de edad cuyo nombre corresponde a las siglas J.B.P., por el presunto delito de tentativa de robo agravado y la contravención de lesiones levísimas, cometidos en perjuicio del menor de edad  J.L.Q.L., en la que también se ventila un presunto delito de daños y otro de agresión con arma, en perjuicio de Yasdany Polek Quesada Lemaitre, quien es mayor de edad; en relación con el artículo 36 del Código Procesal Penal. Intervienen la Procuradora General de la República, Ana Lorena Brenes Esquivel, la Directora de la Defensa Pública, Marta Iris Muñoz Cascante, y los Fiscales Coordinadores Penales Juveniles, Ingrid Guth Ruiz y Omar Jiménez Madrigal. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que es constitucionalmente válido el procedimiento de conciliación en la jurisdicción penal juvenil, cuando tanto el ofendido o víctima, como el imputado, son menores de edad. Se interpreta que la disposición del párrafo siete del artículo 36 del Código Procesal Penal, de no aprobar la conciliación en los delitos cometidos en perjuicio de las personas menores de edad, rige para los procesos penales en que los imputados son mayores de edad. Asimismo, serán aplicables a los procesos de la jurisdicción penal juvenil, las reglas de conciliación que establece el referido artículo 36, en cuanto sean compatibles con el orden jurídico especial, procesal y sustantivo, que rige a esa jurisdicción. Esta interpretación regirá hacia el futuro y solo afectará a las causas que se encuentren pendientes de resolución en la jurisdicción penal juvenil. Publíquese esta sentencia íntegramente en el Boletín Judicial y reséñesela en el diario oficial La Gaceta.-

	11-010793-0007-CO

Voto 2011-013261
	27-09-11
	A las diecinueve horas con quince minutos. Consulta Legislativa Preceptiva de Constitucionalidad. Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente al Proyecto de “Aprobación del canje de notas y su anexo sobre el Acuerdo entre el Gobierno de la República Francesa y el Gobierno de la República de Costa Rica para el Intercambio de Información Referente a Asuntos Tributarios” que se tramita en el expediente legislativo No. 18.043. Se evacua esta consulta legislativa preceptiva de constitucionalidad en el sentido de que con motivo del trámite del proyecto de ley de Aprobación del canje de notas y su anexo sobre el Acuerdo entre el Gobierno de la República Francesa y el Gobierno de la República de Costa Rica para el Intercambio de Información referente a Asuntos Tributarios,  expediente legislativo No. 18.043, no se ha producido ningún vicio sustancial de forma ni de fondo.-


	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	11-007738-0007-CO


	Edwin Alpízar Vaglio y otros, en contr del Decreto Ejecutivo N° 35883-MINAET del 5 de abril de 2010, publicado en La Gaceta N° 88 del 7 de mayo de 2010.
Resolución 16:08 del 12 de agosto del 2011

Boletín judicial 172, 173, 174 del 07, 08 y 09 de setiembre del 2011.

	 APROVECHAMIENTO DE BOSQUES PRIVADOS

-Decreto Ejecutivo número 35883-MINAET del 05 de abril del 2010. Publicado en La Gaceta número 88 del 07 de mayo del 2010. 

Se acusa que el decreto impugnado crea a favor de los propietarios de bosques, un derecho a talar árboles, realizar aprovechamiento forestal con base en inventarios forestales, y cambiar el uso de suelo, hasta en un 10% o más de sus bosques, desnaturalizando disposiciones contenidas en el artículo 19 de la Ley Forestal número 7575. 



	11-008441-0007-CO
	Antonio Montero Céspedes contra el Decreto Ejecutivo No. 35368 MAG-S-MINAET. Publicado en La Gaceta número 147 del 30-07-2009.

Resolución de las 12:57 horas del 18 de agosto del 2011
Boletín judicial 172, 173, 174 del 07, 08 y 09 de setiembre del 2011.

	REGLAMENTO PARA QUEMAS AGRICOLAS CONTROLADAS

El decreto impugnado autoriza a los Ingenios Azucareros y a las Haciendas para arar, rastrear y hacer quemas de caña, perjudicando con ello la provincia de Guanacaste (especialmente las ciudades de Filadelfia y Carrillo), por la cantidad de hollín y polvo que cae sobre la ciudad,  contaminando el agua, los alimentos y así, perjudicando el ambiente y la salud pública.



	11-8342-007-CO
	Gerardo Oviedo Espinoza contra el artículo 26 de la Ley 7476 del 3 de febrero de 1995, Ley contra el hostigamiento sexual en el empleo y la docencia del 3 de febrero de 1995, por considerar que dicha norma infringe los principios de debido proceso, representación popular, autonomía municipal, derecho de defensa y derecho a impugnar el fallo sancionatorio.  

Resolución de las 10:05 horas del 01 de setiembre del 2011

Boletín judicial 180, 181, 182 del 20, 21 y 22 de setiembre del 2011.

	SANCIONES PARA PERSONAS ELECTAS POPULARMENTE

Como primer aspecto, aduce el accionante que el artículo 26 de la Ley de Hostigamiento establece un procedimiento que no otorga las garantías suficientes que conforman el debido proceso establecido en los artículos 39 y 41 de la Constitución Política y 8 de la Convención Americana de Derechos Humanos, en tanto se otorga la competencia para conocer de las denuncias por acoso sexual al Concejo Municipal, un órgano de naturaleza política que no reúne los requisitos de imparcialidad para que investigue, determine el tipo de sanción que corresponde aplicar y sancione a los alcaldes con las consecuencias previstas, que van desde una amonestación a una cancelación de las credenciales.  La competencia sancionatoria que el artículo 26 inciso b) de la Ley de Hostigamiento otorga al Concejo Municipal abre la posibilidad de utilizar este tipo de denuncias para destituir alcaldes, no para sancionar los supuestos hechos denunciados, sino como represalia por los conflictos políticos que cotidianamente ocurren en el seno de una Municipalidad.  Como segundo aspecto se alega la violación al derecho de defensa.  Refiere el accionante que la falta de imparcialidad que caracteriza al Concejo Municipal, por su naturaleza política, en relación con su competencia para investigar y juzgar las denuncias contra los alcaldes por supuestos actos de hostigamiento sexual, en la práctica se traduce en indefensión para quienes son sometidos a este tipo de procesos, ya que se está a expensas de los intereses político-partidistas que se encuentran representados tanto en el Concejo Municipal como en la Comisión Investigadora, que es a su vez integrada por miembros del Concejo. Como tercer alegato se señala la violación al derecho a recurrir el fallo sancionatorio.  El procedimiento establecido en el artículo que se impugna también resulta violatorio del derecho a recurrir el fallo ante una segunda instancia, independiente e imparcial.  La norma impugnada no prevé la posibilidad de recurrir la decisión que tome el Concejo y, mucho menos, la decisión que tome el Tribunal Supremo de Elecciones, si ésta se refiere a pérdida de credenciales.  Señala el accionante que la norma cuestionada violenta el derecho a recurrir el fallo ante una instancia superior, ya que la legislación costarricense no prevé para los procesos por supuestos actos de hostigamiento sexual, un recurso ante alguna autoridad superior con competencia para realizar una revisión integral del fallo que se impugna, lo cual causa una absoluta indefensión a las personas procesadas bajo dicha modalidad, ya que no se tendría posibilidad de recurrir ningún fallo que se dicte.  Como último punto, se acusa violación del principio democrático de representación popular y de la autonomía municipal, en cuanto se prevé un mecanismo sin garantías para lograr la destitución de los alcaldes y otros funcionarios de elección popular.  La promulgación del Código Municipal en el año 1998, que estableció la elección directa de los alcaldes, tuvo como uno de sus objetivos eliminar la posibilidad de que los Concejos Municipales destituyeran a funcionarios -entonces ejecutivos municipales- no afines a sus intereses o afinidades políticas.  La reforma que se realizó en el año 2010 a la Ley contra el Hostigamiento Sexual, vuelve a crear un mecanismo no idóneo para investigar y juzgar actuaciones de los alcaldes, el cual violenta el debido proceso y deja a estos funcionarios a merced de los intereses políticos representados en el Concejo Municipal, violando así el principio de representación popular y la autonomía municipal.

	11-7321-007-CO
	Arturo Ortiz Sánchez contra los artículos 3, 6, 7 y 8 de la Ley Indígena N° 6172 y los Decretos Ejecutivos N° 29956-G, y N° 25296, Reserva Indígena Bribrí de Cocles en Reserva Indígena Bribrí de Këköldi (Cocles).

Resolución de las 12:15 horas del 30 de agosto del 2011

Boletín judicial 180, 181, 182 del 20, 21 y 22 de setiembre del 2011.

	MODIFICACION DE LIMITES DE RESERVA INDIGENA

Refiere que las normas cuestionadas son violatorias de los principios de proporcionalidad y razonabilidad de las actuaciones legislativas, del principio de reserva de ley, del derecho a la propiedad y de la libertad de empresa, y la normativa internacional como el Convenio Laboral Internacional de la OIT N° 169 Pueblos Indígenas y Tribales, aprobado por la ley N° 7316 de 3 de noviembre de 1992 y la Declaración Universal de Derechos Humanos. La Procuraduría General de la República ha sostenido la tesis de que las reservas indígenas sólo pueden crearse mediante ley, por existir precisamente reserva legal en esta materia. Expone que luego de la entrada en vigencia de la Ley Indígena, el Poder Ejecutivo, recurriendo a la potestad reglamentaria otorgada por la Constitución Política, ha creado varias reservas indígenas vía decreto ejecutivo, como el caso de Reserva Indígena Guaymí de Osa, creada mediante decreto N° 16310-G del 16 de mayo de 1985.  Considera el accionante que al crearse una reserva indígena por vía de un decreto, se establecen limitaciones a la propiedad privada, a la libertad de empresa y al derecho a ser indemnizado por tal situación, en virtud de ello aprecia el  quebranto del principio de reserva de ley, y el segundo párrafo del artículo 45 constitucional, al  limitar los derechos de los propietarios de la población no indígena, por cuanto en su opinión, el Poder Ejecutivo no tiene competencia para dictar un decreto en aras de proteger a una comunidad que también sufre menoscabos de sus derechos y libertades, sin proceder con la expropiación, previa e inmediata, y su posterior indemnización. 

	11-7388-007-CO
	Artavia González contra los artículos 34 inciso c) de la Ley de Control Interno; 25 inciso c), 59, 63, 64 y 66 del Reglamento de Procedimientos Administrativos de la Contraloría General de la República (R-CO-16-2007 de las trece horas del veintitrés de marzo del dos mil siete, publicado en La Gaceta número 76 del veinte de abril del dos mil siete) y 5, 6, 9, 15.III de la Directriz para la Operación del Sistema de Registro de Sanciones de la Hacienda Pública. 

Resolución de las 11:20 horas del 02 de setiembre del 2011-09-05

Boletín judicial 180, 181, 182 del 20, 21 y 22 de setiembre del 2011.

	SANCIONES A PERSONAS SUJETAS A CONTROL Y FISCALIZACIÓN DE LA HACIENDA PUBLICA

Refiere el accionante que el artículo 34 inciso c) de la Ley de Control Interno es contrario al principio de igualdad y derecho al trabajo, en cuanto prohíbe al auditor, subauditor y a los demás funcionarios de la auditoría interna, ejercer profesiones liberales fuera del cargo. Aduce que una prohibición se justifica por un motivo propio e intrínseco de la actividad de que se trate, entendida como las labores directamente relacionadas con la profesión u oficio a que se refiere. Señala que no debe existir limitación ni prohibición para ejercer otras profesiones liberales, excepto que se diera una incompatibilidad. El inciso c) de la Ley de Control Interno tiene una prohibición específica y propia, aplicable solamente a los contadores públicos autorizados, en razón exclusiva de su profesión -pues solo ellos pueden ser nombrados auditores o subauditores de entes u órganos públicos-. Diferencia en forma negativa y discriminatoria a los contadores públicos autorizados, en relación con los profesionales de cualquier otra disciplina o rama del conocimiento que se denomine como profesión liberal.  En cuanto al Reglamento de Procedimientos Administrativos de la Contraloría General de la República, aduce que el mismo contiene varias normas que en su criterio son inconstitucionales, unas en su aplicación práctica y otras en su letra y espíritu. En cuanto al artículo 25 sostiene que resulta claramente inconstitucional, pues la facultad para poder crear y dictar medidas cautelares, que afectan derechos reales inscritos en registros públicos, solamente se puede hacer en virtud de una ley formal emitida por la Asamblea Legislativa y no a través de un reglamento. Afirma que el artículo 59 es inconstitucional al permitir que un acto sea ejecutado en todos sus efectos, desde el momento mismo en que se dicta, o sea, con apenas la condición de “firme” pero no “definitivo”,  lo cual violenta el principio de acceso a la justicia garantizado en el artículo 41 de la Constitución Política y sustrae de la función jurisdiccional propia de los tribunales de justicia adscritos al Poder Judicial, la potestad de definir cualquier conflicto o diferendo con carácter definitivo, tal y como lo regula el artículo 152 de la Constitución.  El inciso 2) del artículo 59 del Reglamento resulta inconstitucional por cuanto se crea un título ejecutivo vía decreto, lo cual jurídicamente es contrario al ordenamiento jurídico, dado que el artículo 438 inciso 6) del Código Procesal Civil dispone que son títulos ejecutivos, los que esa norma indica y toda clase de documentos que por leyes especiales tengan fuerza ejecutiva. Es decir, que la condición de título ejecutivo es reserva de ley y no puede crearse ni otorgarse tal fuerza ejecutiva por medio de un reglamento interno de la Administración, aunque se trate de la propia Contraloría General de la República. Por ello, señala que también esa norma violenta el principio de reserva de ley, contemplado en los artículos 121 inciso 1) y 11 de la Constitución Política, que regulan el principio de legalidad. El inciso 3) del artículo 59 hace referencia a un registro de sanciones que es creado en el mismo reglamento. El numeral 63 del Reglamento también es inconstitucional en cuanto señala que la Contraloría General de la República contará con un registro de sanciones donde se consigne la responsabilidad administrativa o civil por infracción al ordenamiento de control y fiscalización superiores de la Hacienda Pública, de igual modo los artículos 64 y 66 que disponen que de previo al nombramiento para ejercer un cargo de la Hacienda Pública, deberá consultarse al registro de sanciones a fin de valorar la idoneidad de la persona o la existencia de una prohibición de ingreso o reingreso a dicho cargo. De manera que se crea un registro de sanciones a cargo de la misma Contraloría General de la República, Órgano que tiene un total y absoluto control sobre dicho registro, que además obliga a todas las instituciones y órganos públicos que deseen hacer nombramientos de personal a consultar dicho registro de sanciones, para que obviamente, en caso de aparecer alguien en ese registro, no lo nombren, por considerarse que no es una persona idónea para ocupar cargos públicos. Por último, alega la inconstitucionalidad de la resolución R-CO-45-2007 publicada en La Gaceta 201 el 19 de octubre del 2007, “Directriz para la operación del sistema de registro de la Hacienda Pública”. Refiere que dicha Directriz es producto o una reglamentación adicional a lo dispuesto en el artículo 63 del Reglamento de Procedimientos Administrativos de la Contraloría General de la República R-CO-16, cuya inconstitucionalidad se alegó.

	11-8971-007-CO
	Lidia Mercedes Sánchez Franco contra los artículos 242 del código de familia y el inciso ch) del artículo 572 del Código Civil.

Resolución de las 10:50 horas del 29 de agosto del 2011

Boletín judicial 181, 182, 183 del 21, 22 y 23 de setiembre del 2011.

	UNION DE HECHO

Las normas se impugnan específicamente contra la frase del artículo 242 del Código de Familia en tanto indica, "…que posean aptitud legal para contraer matrimonio…", y en el caso del artículo 572 inciso ch) del Código Civil: "…con aptitud legal para contraer matrimonio…", para efectos de pensión en caso de fallecimiento del conviviente, toda vez que con ello se lesiona el derecho de protección a la familia. Estima que la interpretación dada a las normas impugnadas resulta contraria a las disposiciones legales de rango superior contenidas en la Constitución Política, así como en la Declaración Universal de Derechos Humanos. Sostiene que la negativa de reconocer su derecho se funda exclusivamente en el matrimonio de su ex-compañero que aparece inscrito en el Registro, sin reparar que ese matrimonio era inexistente, como lo demuestran las circunstancias de que todas las demás condiciones contenidas en las normas impugnadas, se hayan dado plenamente en su caso. 



	06-8338-007-CO
	Contralora General de la República contra el artículo 161 Párrafo penúltimo de la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Nacional de Seguros. I.N.S.

Resolución de las 9:04 horas del 24 de agosto del 2011

Boletín judicial 181, 182, 183 del 21, 22 y 23 de setiembre del 2011.

	CONVENCIÓN COLECTIVA DEL INS

La norma se impugna en cuanto establece que para el pago de auxilio de cesantía y preaviso se tomará en cuenta todas las sumas pagadas al extrabajador que correspondan a sueldos, al importe de póliza de vida diferida, las vacaciones compensadas y las vacaciones no disfrutadas, auxilios o beneficios incluidos en el contrato de trabajo, o en los reglamentos y prácticas del Instituto, como contribuciones patronales para el Régimen de Seguros de Renta Vitalicia, pago de Estudios, aguinaldo proporcional y otros; lo cual constituye  una modificación en  el procedimiento legalmente establecido para el cálculo de cesantía, pues incluye otros rubros como la compensación de vacaciones y las vacaciones no disfrutadas dentro del cálculo de cesantía. Además, ese método de cálculo de cesantía aumenta de forma injustificada, irrazonable y desproporcionada,  el monto final a liquidar, provocando con ello  no solo una afectación a los fondos públicos, sino también una violación al principio de igualdad para el resto de los empleados del sector público, que no reciben el mismo trato. 



	11-3730-007-CO
	José María Villalta Flores Estrada contra los artículos 9, 10, 11, 12, 15, 17, 20 y 29 del Decreto Ejecutivo N° 35884-MINAET, “Reglamento de Perforación del Subsuelo para la Exploración y Aprovechamiento de Aguas Subterráneas”, el Decreto Ejecutivo N° 35882-MINAET, “Reglamento de Registro de Pozos sin número y Habilitar el Trámite de Concesión de Aguas Subterráneas” y el artículo 3 del Decreto Ejecutivo N° 35870-S-MINAET “Reglamento de Concesiones de Agua Marina para Desalinización”.
Resolución de las 14:41 horas del 23 de agosto del 2011

Boletín judicial 181, 182, 183 del 21, 22 y 23 de setiembre del 2011.

	PERFORACIÓN DE POZOS

-Artículos 9, 10, 11, 12, 15, 17, 20 y 29 del Decreto Ejecutivo No. 35884 -MINAET, "Reglamento de Perforación del Subsuelo para la Exploración y

Aprovechamiento de Aguas Subterráneas. Publicado en La Gaceta número 88 del 07 de mayo del 2010. 

-Decreto Ejecutivo número 35882-MINAET."Reglamento de Registro de Pozos sin Número y Habilitar el Tramite de Concesión de Aguas Subterráneas. Publicado en La Gaceta número 88 del 07 de mayo del 2010.

-Artículo 3 del Decreto Ejecutivo No. 35870-S-MINAET "Reglamento de Concesiones de Agua Marina para Desalinización. Publicado en La Gaceta número 69 del 12 de abril del 2010.

Se cuestiona que las normas impugnadas permitan la perforación de pozos y la realización de aprovechamientos sobre las aguas subterráneas de dominio público, prescindiendo de los estudios técnicos que, de acuerdo con la ley y nuestra jurisprudencia constitucional debe realizar el Servicio Nacional de Riego y Avenamiento (SENARA), desconociendo su criterio vinculante, aplicando el silencio positivo e, incluso, eliminando el requisito de viabilidad ambiental en el caso de pozos perforados ilegalmente. 



	11-9987-0007-CO

	Patricia Mercedes Chacón Muñoz en contra del artículo 131 inciso ch) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 de 13 de abril de 1993 y sus reformas.

Resolución de las 14:40 horas del 07 de setiembre del 2011

Boletín judicial 185, 186, 187 del 27, 28 y 29 de setiembre del 2011.

	MULTAS EN MATERIA DE TRANSITO
Artículo 131 de la Ley de Tránsito
Se acusa que el monto de las multas que impone la ley no es razonable, ni proporcional con la realidad de muchos trabajadores. 
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	170
	05 de setiembre del 2011


	Sentencia 2011-03076
Expediente 10-004048-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Juan Camilo Saldarriaga Jiménez y Matías Villagra Morales en contra del Artículo 173 del Estatuto Orgánico de la Universidad de Costa Rica. Se  declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional el artículo 173 del Estatuto Orgánico de la Universidad de Costa Rica.- Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Notifíquese.-


	171
	06 de setiembre del 2011


	Sentencia 2010-21258
Expediente 09-009306-0007-CO. A las catorce horas. Acción de Inconstitucionalidad. Gilberto Monge Pizarro en contra de la Reforma Integral Efectuada al Reglamento de Zonificación del Plan Regulador del Cantón de Mora. Únicamente en Relación con la Zona Protectora Cerros de Escazú. Se declara CON LUGAR la acción.  En consecuencia se anulan por inconstitucionales los artículos 4.3 y 10 del Reglamento de Zonificación del Plan Regulador de Mora, publicado en La Gaceta No. 173 del 10 de septiembre de 2001. En cuanto al artículo 13 del Reglamento de Zonificación de 1993, no resulta inconstitucional si después de su publicación en el Diario La Gaceta no se aplica a Áreas Silvestres Protegidas. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Sin embargo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada no afecta las construcciones plenamente terminadas o las iniciadas y que cuenten con las respectivas licencias de construcción comenzadas antes del primer aviso del 17 de agosto de 2009. Hasta tanto la Municipalidad y el Ministerio de Energía, Ambiente y Telecomunicaciones no hayan promulgado la respectiva normativa, únicamente se deben admitir trabajos de remodelación o mantenimiento sobre las áreas previamente construidas. Comuníquese este pronunciamiento al Poder Ejecutivo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto únicamente en cuanto al dimensionamiento de esta sentencia.-


	172
	07 de setiembre del 2011


	Sentencia 2011-06401
Expediente 09-016911-0007-CO. A las quince horas con veinticinco minutos. Consulta judicial facultativa. JUZGADO DE FAMILIA DE HEREDIA en lo referente a la resolución de las 14:30 horas de 6 de noviembre de 2009, dictada dentro del proceso de investigación de paternidad y reembolso de gastos de embarazo y maternidad de K.V.V.Z. contra A.B.S.C., tramitado en el expediente No. 09-000069-0364-FA, del artículo 96, párrafo primero, del Código de Familia. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que la frase del artículo 96, párrafo primero del Código de Familia que dice: durante los doce meses posteriores al nacimiento, resulta inconstitucional en los términos expuestos en el considerando VI de esta sentencia. Esta declaratoria de inconstitucionalidad tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma todo sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe, relaciones o situaciones jurídicas consolidadas por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa jugada material. Por lo anterior debe entenderse que el órgano jurisdiccional estará habilitado para condenar al padre, incluso, a rembolsar a la madre aquellos gastos de maternidad del hijo o de la hija, debidamente acreditados, posteriores a los doce meses del nacimiento siempre que no estén cubiertos por la prescripción decenal a tenor de lo dispuesto en el mismo artículo 96 del Código de Familia. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Comuníquese al Directorio de la Asamblea Legislativa, al Juzgado Consultante y a la Procuraduría General de la República.-


	172
	07 de setiembre del 2011


	Sentencia 2009-13605
Expediente 09-002366-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rodrigo Rosales Arce en contra del Artículo 80 del Reglamento a la Ley de Loterías. Se declara con lugar la acción. Se anula por inconstitucional la frase "y dentro del plazo de sesenta días naturales" del artículo 80 del Reglamento a la Ley de Loterías,  Decreto Ejecutivo Nº 28529-MTSS-MP del 14 de marzo del 2000.  Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la disposición anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de esta sentencia en el sentido que la inconstitucionalidad declarada no afecta los premios que ya hubiesen caducado o prescrito en aplicación del mencionado plazo de sesenta días naturales, con anterioridad a la primera publicación efectuada en el Boletín Judicial número 54 del 18 de marzo del 2009, del aviso a que se refiere el párrafo segundo, del artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Comuníquese a la Junta de Protección Social.- 

El Magistrado Jinesta salva el voto y declara sin lugar la acción.- 

Vargas, Abdelnour y Salazar consignan nota.-


	172
	07 de setiembre del 2011


	Sentencia 2010-15060
Expediente 08-007986-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Gladys Elizabeth Trigueros Umaña, Hernán Enrique Quesada Alvarado en contra del Artículo 58 del Estatuto de la Asociación de Educadores Pensionados, conocida como ADEP. Se declara CON LUGAR la acción de inconstitucionalidad. En consecuencia, se anula por inconstitucional el artículo 58 del Estatuto de la Asociación de Educadores Pensionados (ADEP). Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia del acto anulado, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese esta resolución a la Procuraduría General de la República y a los accionantes. Comuníquese a la Asamblea de la Asociación de Educadores Pensionados (ADEP).- Los Magistrados Armijo, Cruz y Castillo salvan el voto y declaran sin lugar la acción.-


	172
	07 de setiembre del 2011


	Sentencia 2011-04780
Expediente 10-004048-0007-CO. A las catorce horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Juan Carlos Saldarriaga y María Villagra Morales en contra del Artículo 173 del Estatuto Orgánico de la Universidad de Costa Rica. Se acoge la gestión de aclaración planteada y se dispone que la declaración de inconstitucionalidad y eliminación del ordenamiento jurídico no es de la totalidad del texto del artículo 173 del Estatuto Orgánico de la Universidad de Costa Rica, sino exclusivamente de la palabra "costarricense" contenida en la parte final de dicha norma, la que, en consecuencia, debe leerse así: "Para ejercer la representación estudiantil de cualquier orden será requisito indispensable ser estudiante regular y no ser funcionario universitario." Notifíquese.-


	181
	21 de setiembre del 2011


	Sentencia 2010-09340
Expediente 04-003249-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rodolfo Saborío Valverde en contra del Código Electoral. Artículo 60. Por unanimidad se declara CON lugar la acción en cuanto al inciso a) del párrafo primero del artículo 60 del Código Electoral, Ley 1536 del 10 de diciembre de 1952. Así mismo, por conexidad se anula el inciso a) del artículo 67 del Código Electoral, Ley 8765 del 19 de agosto de 2009, cuyo texto dice: "Una asamblea distrital en cada distrito administrativo, formada por los electores de cada distrito afiliados al partido". En cuanto a los demás extremos, se declara sin lugar la acción. Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto al estimar la inconstitucionalidad de la frase que contiene el inciso a) del párrafo primero del artículo 60 del Código Electoral, Ley 1536 del 10 de diciembre de 1952, en la que se establece: "la Asamblea de Cantón estará constituida por cinco delegados de cada distrito, por las respectivas Asambleas de Distrito. La Asamblea de Provincia estará integrada por cinco delegados de cada cantón electos por las respectivas asambleas cantonales". De igual forma, por conexidad se declara la inconstitucionalidad del inciso b) y c) del artículo 67 del Código Electoral, Ley 8765 del 19 de agosto de 2009, cuyo texto establece: inciso b) "Una asamblea cantonal en cada cantón constituida por cinco delegados de cada distrito, electos por las respectivas asambleas de distrito", inciso c) "Una asamblea provincial en cada provincia integrada por cinco delegados de cada una de las asambleas cantonales de la respectiva provincia". De conformidad con lo dispuesto en el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada surge efectos a partir de la publicación íntegra de esta sentencia. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Comuníquese este pronunciamiento al Presidente de la Asamblea Legislativa y al Tribunal Supremo de Elecciones.  Notifíquese.-


	181
	21 de setiembre del 2011


	Sentencia 2011-06802
Expediente 10-012968-0007-CO. A las quince horas con veinticuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Ana Gabriela Salazar Borbón en contra del artículo 71 inciso 5), último párrafo de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional. La norma dispone: “5) Para participar en remates judiciales no es necesaria la presencia de gerentes o apoderados judiciales del Banco, pudiendo hacerlo -aparte de sus personeros- los abogados, a quienes se les haya encargado la dirección profesional del asunto de que se trate, siempre y cuando en los autos aparezca autorización expresa en ese sentido. Si el respectivo personero o abogado director no estuvieren presentes, la subasta no se llevará a cabo.”. Se declara con lugar la acción planteada y en consecuencia se anula por inconstitucional la oración "Si el respectivo personero o abogado director no estuvieren presentes, la subasta no se llevará a cabo" que está contenida en el inciso 5) del artículo 71 de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional, número 1664 del veintiséis de setiembre de mil novecientos cincuenta y tres y sus reformas.-  Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese esta sentencia a los Poderes Legislativo y Ejecutivo.- Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta  y publíquese íntegramente en el Boletín  Judicial. Notifíquese.-


	181
	21 de setiembre del 2011


	Sentencia 2011-09762
Expediente 09-015886-0007-CO. A las quince horas con diez minutos. Acción de Inconstitucionalidad. ELSA ELENA NUÑEZ CESPEDES en contra del inciso 10) del Artículo 4, del Reglamento para recibir tratamiento de Radioterapia con Acelerador Lineal, dictado por la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, en el artículo 12 de la Sesión 7593, del 28 de abril del 2005. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad. Se anula el inciso 10) del artículo 4 del Reglamento para recibir Tratamiento de Radioterapia con Acelerador Lineal de la Caja Costarricense de Seguro Social, aprobado en la sesión de la Junta Directiva No. 7953 de 28 de abril de 2005. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-


	181
	21 de setiembre del 2011


	Sentencia 2009-14289
Expediente 08-004934-0007-CO. A las quince horas con veinte minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Juan Cristóbal Figueroa Landi en contra del Artículo IV Párrafo I y II, Artículo VII Inciso h) y los Transitorios II y III del Decreto Ejecutivo N° 34295-MINAE. Se adiciona el Voto No. 2009-13073 de las catorce horas treinta y un minutos del diecinueve de agosto de dos mil nueve, en el siguiente sentido: "Notifíquese al Presidente de la República y al Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones".-


	181
	21 de setiembre del 2011


	Sentencia 2009-13073
Expediente 08-004934-0007-CO. A las catorce horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Juan Cristóbal Figueroa Landi en contra del Artículo IV Párrafo I y II, Artículo VII Inciso H) y los Transitorios II y III del Decreto Ejecutivo N°34295-MINAE. Por unanimidad se declara inconstitucional la frase del artículo IV del "Manual para la clasificación de tierras dedicadas a la conservación de los recursos naturales dentro de la zona marítimo terrestre en Costa Rica" (Decreto Ejecutivo No. 34295 de 29 de enero de 2008) que indica lo siguiente: "IV.- (...) Si presentada la respectiva solicitud no fuere rechazada por la oficina ante la que se presentó dentro de los treinta días naturales siguientes, se tendrá por producido el silencio positivo en los términos de los artículos 330 y 331 de la Ley General de la Administración Pública (...)". Por unanimidad se declara sin lugar la acción en contra de los transitorios III y IV. Por mayoría, se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad, contra el inciso h) del artículo VII, artículo IX, inciso g) del artículo X, artículo XI y el Transitorio I  y, al interpretarse conforme a la Constitución, contra las frases "(...) y a profesionales privados debidamente acreditados por los Colegios Profesionales respectivos (...)" y "(...) y los que se proponen en los Planes Reguladores (...)", contenidas, respectivamente, en los artículos IV, párrafo primero, y Transitorio II. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta.

Los Magistrados Vargas Benavides, Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto y acogen parcialmente la acción, anulan por inconstitucionales las frases "...y a profesionales privados debidamente acreditados por los Colegios Profesionales respectivos..." del párrafo 1° y todo el párrafo 2° ambos del artículo IV.  En lo que se refiere al numeral VII epígrafe h) en la frase que  indica "(...) Este requisito será cumplido por los interesados públicos y/o privados debidamente acreditados quienes certificarán bajo fé pública la información consignada en los mapas y formarán parte de los documentos que deben entregarse para la revisión y aprobación del Plan Regulador Costero ante el Instituto Costarricense de Turismo y el INVU. (...)" Declaran además la inconstitucionalidad de la totalidad de los artículos IX, XI, los Transitorios I y II. Declaran además inconstitucional por conexidad lo dispuesto por el inciso g) del artículo X.-


	186
	28 de setiembre del 2011


	Sentencia 2011-11743
Expediente 10-015387-0007-CO. A las quince horas con dieciocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jimy Álvarez García contra Artículo Sexto del Decreto Ejecutivo Numero 24131-H-PLAN y el oficio PHR-790-2008 del 27/11/08 suscrito por el Líder del Proceso de Recursos Humanos del Instituto Costarricense de Turismo. Se declara con lugar interlocutoriamente la acción.  En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase "Prohibición del Ejercicio Liberal de la Profesión" del artículo 6 del Decreto Ejecutivo Nº 24131-H-PLAN del 17 de marzo de 1995.  Asimismo, se anula el oficio PRH-0790-2008 del 27 de noviembre de 2008 suscrito por el Líder del Proceso de Recursos Humanos del Instituto Costarricense de Turismo y su Analista.  De conformidad con lo dispuesto en los artículos 91 y 93 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, esta sentencia es declarativa y retroactiva a la fecha de vigencia de las disposiciones impugnadas, salvo en perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe o respecto de aquellas relaciones o situaciones jurídicas que se hubiesen consolidado por prescripción o caducidad, en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material o por consumación de los hechos cuando fueren material o técnicamente irreversibles.  Comuníquese este pronunciamiento al Poder Ejecutivo y al Instituto Costarricense de Turismo.  Reséñese en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese, íntegramente, en el Boletín Judicial. Notifíquese.-
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AMBIENTE 

13096-11. ESTUDIOS HIDROGEOLÓGICOS. SE CUESTIONA CONSTRUCCION DE POZO REALIZADO POR ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADOS Y LA MUNICIPALIDAD DE FLORES. El recurrente solicita la intervención de este Tribunal Constitucional a fin de brindar protección al recurso hídrico. Cuestiona que la construcción del pozo que está realizando el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados en conjunto con la Municipalidad de Flores, podría comprometer el recurso hídrico de toda la comunidad, por cuanto, según su dicho, existen criterios que demuestran que no hay suficiente agua en la localidad. De otra parte, en escritos posteriores, el recurrente acusó que las obras cuestionadas no cuentan con un Estudio de Impacto Ambiental. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a la Alcaldesa y Presidenta del Concejo, ambas de la Municipalidad de Flores, así como al Presidente Ejecutivo y Subgerente, ambos del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que, DE MANERA INMEDIATA, suspendan las labores de perforación y armado del pozo ubicado en el Distrito de Llorente de Flores en la Urbanización siglo XXI, hasta tanto se cuente con los estudios hidrogeológicos necesarios que permitan descartar cualquier amenaza al recurso hídrico y al suministro del preciado líquido para el resto de habitantes de la zona de influencia del acuífero. Dichos estudios deberán realizarse dentro del plazo de TRES MESES contado a partir de la notificación de la presente sentencia, de cuyo avance y resultado deberán mantener informado a este Tribunal Constitucional. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
13152-11. RIO. EXTRACCION DE MATERIALES DEL RIO GUATUSO. El recurrente considera que la extracción de materiales del río Guatuso ejecutada por los recurridos pone en peligro a las personas que habitan en sus cercanías.  En este caso, analizada la prueba, se concluye que no se están ejecutando obras que pongan en peligro a vecinos  de las comunidades de El Huaso y El Llano. Por el contrario, los trabajos persiguen manejar adecuadamente los caudales y tránsito del río Guatuso y la quebrada Reyes, a fin de evitar inundaciones. Asimismo, está en marcha la edificación de un puente, cuya necesidad se estableció en la sentencia de este Tribunal #2010-4989. Con las obras no se ha modificado los cauces fluviales dichos, ni hay indicio alguno que implique riesgo para vidas humanas. Adicionalmente, fueron autorizadas y se encuentran bajo la supervisión de las instancias administrativas competentes. Se declara sin lugar el recurso. SL
12704-11.  TORRE TELEFONIA CELULAR.  PERSONAS ADULTAS MAYORES INCONFORMES CON INSTALACION DE TORRE CONTIGUO A SU VIVIENDA.  Los recurrentes  manifiestan, que los  recurridos facilitaron a la empresa Claro C.R. Telecomunicaciones un terreno que se ubica al lado de su vivienda para que instale una torre de telefonía celular y esto les ha ocasionado varias molestias debido al exceso de ruido y polvo que las obras generan. Explica que por ser personas de la tercera edad han sufrido trastornos en su salud como consecuencia de esas molestias.   Esta Sala resolvió, que las molestias que la instalación de una torre de transmisión de telefonía celular le puedan ocasionar a los accionantes,  no es un asunto que deba discutirse en esta Jurisdicción, pues no supone, al menos de forma directa, violación a derecho fundamental alguno, y por lo tanto,  es ajeno al ámbito de su competencia. Por ello, deberá el recurrente plantear sus disconformidades o reclamos ante las autoridades recurridas o en la vía jurisdiccional competente, vías en las cuales podrá, en forma amplia, discutir el fondo del asunto y hacer valer sus pretensiones. En consecuencia, el recurso es inadmisible y así se declara.   Se rechaza de plano el recurso.   RP
12745-11. TORRE TELEFONIA CELULAR. INCONFORMIDAD CON LA EMPRESA CLARO S.A. POR LA CONSTRUCCION DE TORRE. El  recurrente interpone su recurso de amparo contra un sujeto de derecho privado, bajo el argumento de que pretende la construcción de una torre de telecomunicaciones cerca de su domicilio. Lo anterior, sin tomar en cuenta los problemas en salud que ello puede provocar. En su criterio, esta Sala le debe brindar la ayuda necesaria, con el fin de que su derecho a la salud y medio ambiente no sean violentados.   Este Tribunal, en varias oportunidades, ha conocido a fondo sobre el tema planteado y en ninguno de los casos se han demostrado efectos nocivos para la salud, como consecuencia de la instalación de torres celulares y por el contrario su presencia garantiza la posibilidad de brindar un servicio de telecomunicaciones más eficiente. Por ello, deberá la parte recurrente plantear su inconformidad o reclamo ante la vía de legalidad competente, a efecto de que se resuelva lo pertinente.    Se rechaza por el fondo el recurso.   RF
12816-11. CONTAMINACION. RETARDO EXCESIVO EN SOLUCIONAR PROBLEMA DE FILTRACION DE AGUAS NEGRAS DE PROPIEDAD VECINA.   La recurrente, considera que la inacción del Ministerio de Salud de hacer cumplir la orden sanitaria emitida desde diciembre del 2010 para que su vecina solucione un problema de filtración de aguas negras, violenta sus derechos fundamentales, pues debe soportar malos olores, entre otros problemas.            Se declara CON LUGAR el recurso, en consecuencia se ordena al Director a.i del Área Rectora de Salud de Coronado del Ministerio de Salud, utilizar todas las potestades que el ordenamiento jurídico le permita a efectos de que se ejecute de inmediato la orden sanitaria n°CS-ARS-C-RS-DN183-10-002P-2011 del 08 de setiembre del 2011 y se resguarde el derecho a gozar de un ambiente sano de la amparada. CL

12853-11. CONTAMINACION. FALTA DE ALCANTARILLADO DE AGUAS PLUVIALES PROVOCA PROBLEMAS DE SALUD EN COMUNIDAD.  El recurrente manifiesta que los vecinos de Cañada del Sur del distrito de San Sebastián están sufriendo graves problemas de salud, a consecuencia de la contaminación que produce el estancamiento de aguas por la falta de cunetas y alcantarillado pluvial en la zona, lo que produce que se proliferen una gran cantidad de enfermedades en la comunidad. Señala que esta misma situación provoca además dificultades en cuanto al acceso a las viviendas de los vecinos de la localidad, especialmente en el caso de adultos mayores y personas con algún grado de discapacidad, por cuanto, existen grandes zanjas en plena vía pública que impiden el poder cruzar las calles. Además solicita que se fumigue la zona en virtud de los criaderos de dengue que existen.  Se  declara  parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la Municipalidad del Cantón Central de San José. Se ordena al Presidente del Concejo y Alcaldesa de la Municipalidad del Cantón Central de San Jose, cumplir lo ordenado por la Directora del Área Rectora de Salud de Sureste Metropolitana en el oficio número CS-ARS-SEM-0635-2011 del 22 de agosto de 2011. En cuanto al Ministerio de Salud, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

12854-11. HUMENDAL.  TRABAJOS DE EMPRESA SIN PERMISO MUNICIPAL DAÑA HUMEDAL EN LIMON.   El recurrente manifiesta que desde   el  30 de mayo de  2011,  la Municipalidad  de Limón previno  al representante legal  de  la empresa accionada sobre varios incumplimientos  de  su representada,   entre  los  cuales  se encuentra  la viabilidad ambiental,   debido  a  que, presuntamente,   las  obras  de  construcción  estarían invadiendo  áreas de un humedal  de yolillo y construyendo en áreas no autorizadas, sin que se haya cumplido la orden ni se haya arreglado la situación. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente contra la Municipalidad del Cantón Central de Limón, por lesión al derecho constitucional al buen funcionamiento de los servicios públicos.  Se ordena al Alcalde, Presidente del Concejo, Jefa de la Unidad Técnica y Estudio y Jefa del Departamento de Rentas, todos de la Municipalidad del Cantón Central de Limón, ejercer el deber de fiscalización sobre el cumplimiento de la orden de  clausura número 5767 del 21 de junio de 2011. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
12906-11. CENTRO PSIQUIATRICO. LOCAL NO REUNE CONDICIONES HIGIENICO-SANITARIAS PARA ATENCION DE PERSONAS PRIVADAS DE LIBERTAD.  El accionante manifiesta que el Hospital Nacional Psiquiátrico acondicionará un edificio industrial  en la Uruca para ofrecer tratamiento a pacientes que tienen alguna medida de prevención o de seguridad. El edificio escogido se encuentra en las inmediaciones de la Dirección General de Migración y Extranjería en la Uruca. Afirma que el lugar no cuenta con los permisos ambientales, municipales y sanitarios necesarios para la operación de ese nuevo centro médico.  En este caso, con vista de los informes de las autoridades recurridas, se tiene debidamente acreditado que  los personeros de la Caja Costarricense de Seguro Social han realizado las gestiones necesarias para la puesta en funcionamiento del “Centro de Atención para personas con enfermedades mentales en conflictos con la ley”. Nótese que se han firmado los contratos requeridos- previa autorización de la Contraloría General de la República. Se cuenta con los permisos de funcionamiento otorgados tanto por la Municipalidad de San José, el Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, y el Ministerio de Salud, quienes han realizado las evaluaciones necesarias para determinar la viabilidad del proyecto en la zona dispuesta. En consecuencia, lo procedente es declarar sin lugar el recurso. SL

12216-11 CORTA DE ÁRBOLES. PONE EN PELIGRO EL RECURSO HIDROGEOLOGICO DE SAN ISIDRO DE HEREDIA. El recurrente  manifiesta,  que en Santa Cecilia de Concepción de San Isidro de Heredia, se está realizando la tala de miles de árboles de ciprés en la finca propiedad de la sociedad RONIDA S.A., ubicada a unos 3 kilómetros al norte del centro del distrito de San José (conocido como San Josecito) del citado cantón.   Indica que ya la Comisión Nacional de Emergencias estableció la vulnerabilidad y los problemas de derrumbes hacia el norte del cantón, y que los distritos de Concepción junto con el norte del distrito de San José son los más vulnerables. Explica que con la tala se provocará la impermeabilización del suelo y la consecuente disminución de la recarga de los mantos acuíferos.  Alega que el MINAET en el 2010, por medio del Área de Conservación de la Cordillera Volcánica Central, decidió no permitir que se realizara ninguna actividad de tala, aún de ciprés u otros árboles no nativos, en fincas localizadas en la zona inalienable, en cumplimiento de la Ley 65 de 1888 y del voto 2008-12109 de la Sala Constitucional, ello hasta que la Procuraduría General de la República no se pronunciara sobre la validez de los reclamos sobre la titularidad o propiedad de terrenos.  Menciona que no obstante lo anterior, el citado ministerio cambió de criterio y está permitiendo que se arrasen en la zona inalienable. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL 

12242-11 CONTAMINACIÓN SONICA.   EXCESO DE RUIDO EN TEMPLO RELIGIOSO E INCUMPLIMIENTO DE LEY 7600.  El recurrente manifiesta que  en Calle 12, Avenidas 14 y 18, específicamente 150 metros al Sur de la Iglesia de los Ángeles, en San José, se ubica un inmueble, que es utilizado como Iglesia, donde se realizan cultos que generan mucho ruido y perturban el orden y la salud de los vecinos. Señala que la situación descrita fue expuesta ante el Ministerio de Salud, por cuanto el local incumple con las disposiciones sanitarias establecidas en la Ley 7600. No obstante, a la fecha de interposición de este recurso no se ha realizado gestión alguna para solventar el problema.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Ministra y a la Directora del Área Rectora de Salud Hospital- Mata Redonda, ambas del Ministerio de Salud, tomar  las medidas necesarias y correspondientes a efectos de que se corrijan las deficiencias sanitarias detectadas y en ningún momento el ruido producido - en la Iglesia Milagros de Fe, ubicada en Barrio Los Ángeles, San José -, sobrepase los niveles de sonido permitidos. Esto, en el plazo de QUINCE DÍAS, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, debiendo informar el resultado de esas diligencias a la Sala. CL

012255-11.   CONTAMINACIÓN SONICA.  EXCESO DE RUIDO POR USO DE  KARAOKE EN BAR.   El recurrente manifiesta que en Tejar de El Guarco, a partir del 2009 empezó a funcionar el "Bar Santis", momento a partir del cual inició el deterioro de la calidad de vida de su persona y de su familia. Acusa que por el ruido excesivo en dicho local comercial, comprobado por el Ministerio de Salud, se determinó denegarles los permisos para realizar actividades de karaoke o de espectáculos públicos, hasta que no se lleven a cabo las modificaciones estructurales necesarias. Alega que pese a la contaminación sónica  generada en dicho lugar, el Ministerio de Salud ni la Municipalidad de El Guarco, han clausurado el mismo.    Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud de El Guarco, y al Alcalde y Presidenta del Concejo Municipal de El Guarco, , lo siguiente: a) Proceder de inmediato, a realizar las mediciones sónicas suficientes, en los locales comerciales denominados Bar Santis, así como en las viviendas de los denunciantes, las cuales deberán realizarse en días y horas diferentes, a fin de determinar si los niveles de sonido emitidos por dichos locales cumplen los rangos permitidos por la ley; b) Realizar de inmediato una inspección en el local antes mencionado, para determinar si éste cuenta con un adecuado y efectivo sistema de confinamiento de ruidos y con los permisos necesarios; y c) En caso de constatar la existencia de alguna irregularidad, emitir y ejecutar las órdenes correspondientes, a fin de brindar una solución definitiva al problema. CL

12335-11    CONTAMINACIÓN AMBIENTAL. TERMINAL DE AUTOBUSES PARA TURRIALBA, QUE OPERA SIN PERMISO SANITARIO.   Los recurrentes indicaron que la Terminal de buses, en San José, que prestan el servicio San José Turrialba es  muy pequeña, por lo que, con frecuencia, los choferes estacionan los buses en la calle, con lo que obstaculizan el tránsito y los garajes de las casas. Además, también con frecuencia, los vehículos mantienen el motor encendido, con  la consecuente contaminación que producen. Además, de los buses, la terminal también propicia que se estacionen taxis que agravan el problema. Pese que enviaron una carta al Consejo de Transporte Público, no se ha solucionado el problema. En este caso es claro que tanto el Ministerio de Salud como el Consejo de Transporte Público actuaron con ocasión del amparo. Se declara con lugar el recurso. CL

12386-11 CONCESION MINERA.  DAÑO AMBIENTAL POR EXTRACCIÓN DE MATERIAL EN CAUCE DEL RIO CAÑAS AFECTA A ESCUELA DE CERROS EN PUNTARENAS. La recurrente manifiesta, que en el expediente administrativo número 4-2008 según R-M-038-2010 MINAET, se otorgó de manera arbitraria la concesión minera para la explotación de materiales en el cauce de dominio público del Río Cañas. Indica que se otorgado un permiso para instalar un quebrador contiguo a la Escuela de Cerros, en el cantón de Aguirre, Puntarenas, lo cual produce contaminación sónica, daño ambiental, perjuicio para los alumnos del centro educativo en mención, entre otros problemas. Considera violentados los derechos fundamentales de la tutelada  y los derechos de los menores, alumnos de la Escuela de Cerros. Se declara CON LUGAR el recurso. En consecuencia se anulan: la resolución Municipal de Ubicación 163-2010, expedida por la Municipalidad de Aguirre, en la que se dio por conforme la solicitud de Resolución de Ubicación para "centro de acopio, proceso (quebrado) de materiales y comercialización de materiales para la construcción y agregados",  en la propiedad con plano catastrado P-001812-1969, ubicado en Cerros, Distrito 01 Quepos, Cantón 06 Aguirre, Provincia 006 Puntarenas; la licencia municipal para el almacenamiento, procesamiento y comercialización de materiales de río, aprobada por el Concejo de Aguirre en la sesión ordinaria No.043-2010 celebrada el 28 de setiembre de 2010, Acuerdo número 10 del artículo 5°; la resolución N° 1602-2007-SETENA de 27 de julio de 2007, emitida por la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, la cual otorgó la Viabilidad Ambiental y se aprobó el Estudio de Impacto Ambiental, en la medida que tenga relación con la instalación del quebrado y centro de acopio de materiales de construcción, en el inmueble contiguo a la Escuela de Cerros; el Permiso Sanitario de Funcionamiento otorgado por el Área Rectora de Salud el 2 de setiembre de 2010, al negocio comercial denominado "El Tajo Río Cañas". CL
ASAMBLEA LEGISLATIVA
13261-11. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN TRIBUTARIA ENTER COSTA RICA Y FRANCIA. Consulta Legislativa Preceptiva de Constitucionalidad referente al Proyecto de “Aprobación del canje de notas y su anexo sobre el Acuerdo entre el Gobierno de la República Francesa y el Gobierno de la República de Costa Rica para el Intercambio de Información Referente a Asuntos Tributarios” que se tramita en el expediente legislativo No. 18.043. Se evacua esta consulta legislativa preceptiva de constitucionalidad en el sentido de que con motivo del trámite del proyecto de ley de Aprobación del canje de notas y su anexo sobre el Acuerdo entre el Gobierno de la República Francesa y el Gobierno de la República de Costa Rica para el Intercambio de Información referente a Asuntos Tributarios,  expediente legislativo No. 18.043, no se ha producido ningún vicio sustancial de forma ni de fondo. Evacuada

12611-11. LEYES. IMPUESTO A PERSONAS JURIDICAS. Consulta Legislativa Facultativa de Constitucionalidad referente al Proyecto de "Impuesto a Personas Jurídicas", expediente legislativo número 16.306. Se evacua la consulta en el sentido de que el proyecto de aprobación de la "Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas" que se tramita en el expediente legislativo número 16.306, de la siguiente manera: a) no ha lugar a evacuar la consulta en cuanto a la violación a los principios de razonabilidad y proporcionalidad; b) no ha lugar respecto de la incoherencia señalada en el proyecto; y c) en cuanto a la capacidad contributiva no presenta vicios de constitucionalidad en lo consultado por el fondo. Los Magistrados Calzada, Armijo y Jinesta salvan el voto y evacuan la Consulta Legislativa en el sentido que el Proyecto Legislativo No. 16.306 "Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas" es inconstitucional". Evacuada
12515-11. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. MODIFICACION AL CONVENIO DE ORGANIZACIÓN LATINOAMERICANA DE ENERGIA. Consulta Legislativa Preceptiva de Constitucionalidad referente al proyecto de “Aprobación de las Modificaciones al Convenio que establece la Organización Latinoamericana de Energía (OLADE), adoptadas durante la XXXVIII Reunión de Ministros, en Medellín, Colombia, el 30 de noviembre de dos mil siete”, que se tramita en el expediente legislativo número 17.585. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que en el proyecto “Aprobación de las Modificaciones al Convenio que establece la Organización Latinoamericana de Energía (OLADE), adoptadas durante la XXXVIII Reunión de Ministros, en Medellín, Colombia, el 30 Noviembre de dos mil siete”, que se tramita en el expediente legislativo numero 17.585, no se observan lesiones de fondo ni de Procedimiento a las normas y principios constitucionales. Evacuada
12516-11. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. ACUERDO SOBRE ADPIC. Consulta Legislativa Preceptiva de Constitucionalidad referente al Proyecto de "APROBACIÓN DEL PROTOCOLO POR EL QUE SE ENMIENDA EL ACUERDO SOBRE LOS ADPIC", expediente legislativo número 16.947, Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de "APROBACIÓN DEL PROTOCOLO POR EL QUE SE ENMIENDA EL ACUERDO SOBRE LOS ADPIC", que se tramita en el expediente legislativo número 16.947, no resulta inconstitucional. Evacuada
11964-11. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. INTEGRACION CINEMATOGRAFICA. Consulta Legislativa Preceptiva de Constitucionalidad referente al Proyecto de  "Aprobación de la Adhesión de la República de Costa Rica al Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana", expediente legislativo número 18.002. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que no se observan vicios esenciales de constitucionalidad en el trámite legislativo del proyecto de ley de "Aprobación de la Adhesión  de la República de Costa Rica al Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana", tramitado bajo el expediente legislativo número 18.002, y en cuanto al fondo no infringe el Derecho de la Constitución. Comuníquese este pronunciamiento al Directorio de la Asamblea Legislativa. Evacuada.
12105-11.   INTRUMENTOS INTERNACIONALES. DESAPARICIONES FORZADAS. Consulta Legislativa referente al Proyecto "Aprobación de la Convención Internacional para la Protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas", que se tramita en el expediente legislativo número 17.528. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que en el proyecto "Aprobación de la Convención Internacional para la Protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas", que se tramita en el expediente legislativo número 17.528, no se observan lesiones de fondo ni de procedimiento a las normas y principios constitucionales. Evacuada
11969-11. INSTRUMENTOS INTERNCIONALES. ASISTENCIA MUTUA EN MATERIA PENAL. Consulta Legislativa Preceptiva de Constitucionalidad referente al Proyecto de «Aprobación de la Convención Interamericana sobre Asistencia Mutua en Materia Penal», que se tramita en el expediente legislativo número 17.126. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de Ley de Aprobación de la Convención Interamericana sobre Asistencia Mutua en Materia Penal, que se tramita en el expediente legislativo número 17.126, no resulta inconstitucional. Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa. Evacuada
11965-11. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. TRATADO DEL MERCADO ELECTRICO DE AMERICA CENTRAL. Consulta Legislativa Preceptiva de Constitucionalidad referente al Proyecto de “Aprobación del Segundo Protocolo al Tratado Marco del Mercado Eléctrico de América Central”, que se tramita en el expediente legislativo No. 16.971. Se evacua la Consulta Preceptiva en el sentido que el Proyecto Denominado “aprobación del Segundo Protocolo al Tratado Marco del Mercado Eléctrico de América Central”, Tramitado en el expediente legislativo No. 16.971, no contiene vicios esenciales de procedimiento o disposición inconstitucionales. Los Magistrados Mora, Calzada y Jinesta Salvan el voto y estiman que si hay inconstitucionalidad por el fondo de los artículos 2º, párrafo in fine y 3º, del proyecto de ley consultado. Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa. Evacuada
11970-11. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. ACUERDO DE ASOCIACION ENTRE COSTA RICA Y PANAMA. Consulta Preceptiva de Constitucionalidad referente al Proyecto de ley que se tramita en el expediente legislativo No. 17.621, denominado Aprobación del Acuerdo de asociación entre la República de Costa Rica y la República de Panamá. Se evacua esta consulta legislativa perceptiva referente al proyecto de Ley de Aprobación del Acuerdo de asociación en la República de Costa Rica y la República De Panamá, expediente No. 17.621, en el sentido de que no se advierten defectos en el procedimiento legislativo ni disposiciones contrarias a la Constitución Política. Evacuada
COLEGIOS PROFESIONALES
12692-11. COLEGIO DE MEDICOS. DENEGATORIA DE RECONOCIMIENTO DE ESPECIALIDAD EN MEDICINA FAMILIAR.   La recurrente alega que es médico general desde el año 2000 y, como tal, está incorporada al Colegio de Médicos y Cirujanos de Costa Rica. Refiere que desde el mes de diciembre de 2009 labora para la Caja Costarricense de Seguro Social, como médico general, aunque, en 2010 el director del Hospital de Puntarenas la instó para que equiparara su Especialidad en Primer Grado de Medicina General Integral obtenida en Cuba, con la Especialidad de Medicina Familiar o Comunitaria. Señala que el Colegio recurrido le otorgó permiso para iniciar labores como especialista en Medicina Familiar, hasta tanto la oficina de Asuntos Académicos programara los exámenes técnicos prácticos requeridos para esos efectos; no obstante, posteriormente, el Colegio recurrido le entregó el oficio No. SJG-1115.06-11, por el que se deniega su gestión y se menciona que su título no es homologable al grado de especialista en medicina familiar. Indica la Sala que no corresponde a esta Jurisdicción, efectuar un juicio de valor para determinar si los estudios que cursó, encajan o no  dentro de las prescripciones que al respecto contiene la normativa de aplicación, y que estatuye los requisitos que deben ostentar los profesionales, no sólo en general, sino los especializados en primer grado en medicina general integral, con el temario que se imparte en Cuba, para ser considerados especialistas en Medicina Familiar. Tampoco le corresponde, determinar la razón por la cual en la normativa de aplicación se cambiaron los requisitos que permitieron que, en algún momento, otros profesionales en su misma condición, obtuvieran su deseada especialidad. Conforme lo dicho, se considera que ninguno de los derechos fundamentales que aduce la accionante, le fueron conculcados, toda vez que, a la amparada simplemente se le había concedido un permiso que, tras detectar que era improcedente en razón de nuevas normas dictadas al efecto, procedía ser retirado. Finalmente, es menester señalar además que, este Tribunal no puede ni debe sustituir las autoridades médicas especializadas en la interpretación y aplicación de las leyes o, atender quejas acerca de la manera en que ésta es interpretada. En consecuencia, deberá la recurrente plantear sus reclamos, quejas, solicitudes y gestiones, ante las instancias de legalidad ordinarias que correspondan, a fin que allí se resuelva conforme a Derecho. Se rechaza por el fondo el recurso.  RF
12250-11 INCORPORACIÓN. NEGATIVA A INCORPORAR PERSONA CON UN DIPLOMADO QUE NO FUE EMITIDO A NIVEL UNIVERSITARIO. El recurrente manifiesta que el 26 de julio de 2011, se dirigió a las oficinas centrales del colegio accionado, a fin de presentar los atestados académicos necesarios y demás documentos establecidos dentro de los requisitos de incorporación a ese Colegio Profesional.  Refiere que, se le negó ese procedimiento, con la justificación de que para poder incorporarse a ese Colegio Profesional a nivel de Diplomado, es necesario que el estudiante haya obtenido el título a nivel universitario. Esta Sala resolvió, que no le corresponde valorar el grado académico otorgado al petente, ni la naturaleza de la entidad educativa que los emitió, pues ello no constituye un asunto de derechos fundamentales que deba ser examinado en esta jurisdicción. La disconformidad del recurrente con lo resuelto por el Colegio de Profesionales en Ciencias Económicas a través de su Director Ejecutivo, respecto a que no cumple con los requisitos legalmente establecidos para incorporarse en el Colegio recurrido y vista la literalidad de los títulos aportados por el recurrente, es un asunto de mera legalidad que deberá ser discutido en la vía correspondiente, por no lesionar directamente derecho fundamental alguno.  Se declara sin lugar el recurso. SL

12217-11 PERMISOS. SE ACUSA QUE REGLAMENTO LIMITA A PSICOLOGOS  TRAMITE DE PERMISOS PARA PORTACION DE ARMAS.   La recurrente, profesional en psicología, considera que el Colegio Profesional recurrido ha violentado sus derechos fundamentales en vista de que: 1) Al exigir mediante un reglamento (Reglamento del Colegio Profesional de Psicólogos de Costa Rica para realizar evaluaciones de idoneidad mental para portar armas de fuego) sin sustento legal, que los psicólogos que deseen realizar evaluaciones de idoneidad mental deben realizar un curso previo para obtener la habilitación para hacerlo, le está limitando su derecho al trabajo. 2) Al llevar cerca de dos años sin impartir el curso anterior, también violenta su derecho al trabajo. 3) Al no haberle brindado respuesta alguna al escrito que presentó en dicho sentido el 13 de junio del 2011, violentó su derecho de pronta respuesta.     Esta Sala resolvió que, el reglamento en cuestión fue dictado en orden a las competencias legales establecidas para los Colegios Profesionales, no existe violación alguna al principio de reserva legal por el hecho de que dicho reglamento establezca ciertos requisitos a los profesionales en psicología que pretendan emitir certificados de idoneidad mental para la portación de armas de fuego. Dado que a la recurrente no se le está impidiendo dedicarse a diversas áreas de trabajo relacionadas con su profesión, ni tampoco se le esté impidiendo dedicarse a realizar las evaluaciones para portación de armas, sino que, únicamente se le está imponiendo ciertos requisitos a cumplir previo a ello, no se constata violación alguna al derecho al trabajo; y finalmente, dado que, la recurrente no acreditó que haya presentado escrito alguno ante el Colegio recurrido el 13 de junio del 2011, o que habiéndolo hecho no hubiera recibido respuesta alguna, no se constató violación alguna al derecho de pronta respuesta; se impone desestimar este recurso, tal como en efecto se hace.  Se declara SIN lugar el recurso.  SL

COMERCIO
12763-11. DEMOLICION. LOCAL EN PARQUE METROPOLITANO DE LA SABANA.  El recurrente acude a la Sala a reclamar los derechos que dice tener, respecto a la operación de un kiosco de ventas en el Parque Metropolitano La Sabana, toda vez que las autoridades del ICODER en aplicación retroactiva del artículo 2 del Reglamento de Uso y Explotación de Ventas en los Parques Recreativos e Instalaciones Deportivas del Instituto Costarricense del Deporte y la Recreación, aprobado en el 2010 y publicado en La Gaceta el 14 de abril  de 2011, le han amenazado con cancelar el permiso, demolieron parcialmente su local y le cortaron el servicio de agua. En este caso consta que la demolición que se acusa fue respecto de la ampliación –sin permiso- que el recurrente construyó en el kiosco que utiliza, y que previamente se conminó a hacerlo, otorgándole plazos desde la primera notificación que se le hizo por oficio UGI-084-03-2011 de 17 de marzo de 2011. Con respecto al servicio de agua potable, también se desvirtúa actuación arbitraria alguna en los hechos descritos, pues por el contrario, se indica que el recurrente nunca formalizó ese servicio para que él lo pagara, por lo que se encontraba usufructuando el agua en forma gratuita. De manera que del análisis del contraste de las argumentaciones expuestas por las partes, no solamente se descarta -por impertinente- la aplicación de la función del recurso de amparo, cual es la restitución del agraviado en el goce de los derechos que le han sido inculcados, en el tanto no se ha acreditado ello, sino,  tampoco puede pretender el recurrente utilizar esta jurisdicción para constituir o formalizar derecho alguno sobre el puesto de ventas que las autoridades denominan en precario.  Se declara SIN LUGAR el recurso. SL
12612-11. SANCIONES. CIERRE DE NEGOCIOS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 42 de la Ley de Licores N°10 del 7 de 1936. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción. El Magistrado Cruz Castro salva el voto y resuelve darle curso a la acción. RF
12474-11. CUOTAS OBRERO PATRONALES.  COBRO ADMINISTRATIVO AL CLUB SPORT CARTAGINES.   El recurrente, en su condición de representante de C.S. Cartaginés Deportiva S.A., acusa que la Caja Costarricense de Seguro Social les está trasladando el adeudo que mantiene la Asociación Club Sport Cartaginés con ésta, sin tomar en consideración que ambas personas jurídicas son diferentes. Explica que su representada se encuentra al día en el pago de las cuotas obrero-patronales, y que además, los cobros que se les quieren endilgar, están siendo objeto de conocimiento ante el Juzgado Civil de Mayor Cuantía de Cartago. Asimismo, acusa que el cobro que se les pretende hacer en sede administrativa, asciende a 84.023.746.00 colones, sin tomar en consideración que en sede judicial, sólo se ha reconocido la suma de 11.879.034.25 colones. Así las cosas, expone que esa instancia ya les ha remitido varias prevenciones motivadas de pago, con la advertencia que en caso que no procedan al cumplimiento de sus obligaciones, se cerrará el establecimiento.  En este caso, indica la Sala resolvió,  que los reclamos vertidos por el petente resultan ajenos al ámbito de competencia de esta jurisdicción. Debe tener en consideración el recurrente, que este Tribunal no figura como una instancia administrativa más, de manera que no le compete revisar si la actuación de la Caja Costarricense de Seguro Social, se encuentra o no ajustada a Derecho, ni tampoco, determinar si la obligación en disputa, debe ser asumida o no por la sociedad que representa, por tratarse lo anterior, de un tema de legalidad. En virtud de lo dicho, debe el recurrente ejercer los remedios legales que el ordenamiento jurídico le conceda, ya sea, apersonándose ante la autoridad judicial que conozca de los procesos de cobro, accionar en sede administrativa oponiéndose a la actuación de la Caja, e incluso, de estimarlo procedente, presentar las denuncias que correspondan ante las instancias penales pertinentes, lo anterior, a fin de hacer valer sus derechos. Se rechaza de plano el recurso. RP

CONTRATOS O LICITACIONES
12972-11. CONCESION PETROLERA.  RETARDO EN FIRMA CONTRATO PESE A QUE ADJUDICACION ESTA FIRME.  La parte recurrente manifiesta que el gobierno de Costa Rica promovió la licitación petrolera número 2, para la exploración y explotación de hidrocarburos, la cual fue adjudicada a la empresa amparada, quien ha cumplido todas sus obligaciones cartelarias. No obstante, el contrato de concesión no ha sido firmado pese a existir una adjudicación en firme, y por el contrario, por resolución número 1658-2011-SETENA de las diecisiete horas treinta minutos del ocho de junio de dos mil once, la autoridad recurrida le previno a la amparada la presentación de un estudio de impacto ambiental adicional antes de la firma del contrato. Señala la Sala que, la discusión sobre la procedencia o no de un nuevo estudio de impacto ambiental para la firma del contrato de interés de la amparada no es un problema de constitucionalidad, ni involucra los derechos que reclama el recurrente, sino un asunto de legalidad ordinaria.  Deberá discutir e impugnar la resolución en cuestión en la vía de legalidad correspondiente.  Se rechaza de plano el recurso.   RP

12739-11. LICITACION. SUSPENDEN CONTRATO UNILATERALMENTE SIN DAR OPORTUNIDAD DE DEFENDERSE.  El recurrente manifiesta que su representada resultó adjudicada en  una licitación efectuada por el Consejo Rector del Sistema de Banca para el Desarrollo, a fin de brindar el servicio de auditorias al Fideicomiso Nacional para el Desarrollo.  Sin embargo, por oficio número CR/CBD-1135-2011 del primero de septiembre de dos mil once, la Directora Ejecutiva del Consejo accionado le informó la decisión unilateral de la autoridad recurrida, de suspender en forma inmediata el contrato. En este caso se indica que la Sala resolvió no es un contralor de legalidad, ni una instancia más de impugnación, de modo que si considera que se ha prescindido ilegalmente de los servicios que ha venido prestando con base en el contrato suscrito y, por ende, éste ha sido violentado, debe presentar su reclamo en la vía de legalidad correspondiente. Asimismo, cabe indicar al recurrente que en este caso no se trata de la violación del debido proceso, del derecho de defensa, ni de ningún otro derecho fundamental -como se acusa- sino, como se dijo, de un posible incumplimiento contractual cuyo conocimiento y resolución corresponde al juez de legalidad. (En similar sentido, ver la sentencia número 2006-016493 de las ocho horas y cuarenta y siete minutos del diecisiete de noviembre del dos mil seis). Se rechaza de plano el recurso.  RP
12770-11. PERMISO DE TAXI. PLAZO PARA CUMPLIMIENTO DE REQUISITOS PARA SERVICIO ESPECIAL DE TAXIS.  El recurrente manifiesta que labora como porteador y que con la ley 8955 que regula un servicio especial estable de taxi y declara la eliminación del porteo de personas, se viola el derecho a ser partícipe en un proceso de licitación conforme al  artículo 182 Constitucional. Además,  el transitorio primero de  esa Ley establece una serie de requisitos que tienen que  ser presentados en el plazo de un mes a partir de la publicación de la Ley, pero expresamente señala que tienen que presentarse la totalidad  de estos requisitos,  so pena de que no se recibirá el resto, dejándolo como potencial oferente en un estado de indefensión. En este caso la Sala resolvió que respecto de lo alegado por el recurrente, en cuanto a que la Ley No. 8955, es de merito señalar lo indicado por esta Sala acerca de ese extremo en la sentencia No.  2011-004778 de las catorce horas treinta y un minutos del 13 de abril de 2011.  Así, en razón de que dicha normativa, como lo acota el Director Ejecutivo del Consejo de Transporte Público, lo que otorga es un permiso de operación del servicio especial establece de taxi y no una concesión, resulta improcedente realizar un proceso de licitación pública como lo pretende el recurrente. Por ello, es que no se configura la apuntada violación constitucional y en consecuencia, el amparo es improcedente en cuanto a ese extremo.  En cuanto al plazo de un mes otorgado en el transitorio primero de la Ley No. 8955, a fin de presentar los requisitos para optar por un permiso de operación del servicio especial, no infringe el derecho de defensa del recurrente. Se declara sin lugar el recurso. SL
DERECHO A LA EDUCACIÓN

13110-11.  CONDICIONES. SE ACUSAN MALAS CONDICIONES DE INFRAESTRUCTURA EN EL LICEO DE POCOSOL DE BUENOS AIRES. El recurrente reclama que el Liceo de Buenos Aires de Pocosol no cuenta con las condiciones mínimas para que se impartan lecciones. Afirma que la infraestructura de su planta física no está en las condiciones más adecuadas para desarrollar la labor educativa. Para empezar, su comedor escolar fue declarado insalubre por el Ministerio de Salud, el techo del Liceo se encuentra completamente dañado por la corrosión y su cielo  raso está en mal estado, plagado de goteras. Además, los servicios sanitarios están en pésimas condiciones, la planta donde se ubica la dirección Administrativa al igual que la Sala de Profesores solamente tiene una puerta y carece de salidas de emergencia, y a ello se suma que el personal que trabaja allí experimenta hacinamiento. Aunado a lo anterior, la bodega del colegio se encuentra también  en malas condiciones, dañada e insegura para guardar implementos, y los pasos cubiertos son de postes para cerca de finca y no funcionan completamente bien. El planché en el que se imparte educación física no está techado y ello atenta contra la salud de los alumnos. Explica que ya se han hecho  gestiones ante  el Ministerio  de  Educación  Pública,  pero alegan no tener presupuesto para afrontar estas necesidades. Del mismo modo, la Junta Administrativa del Liceo dice que el presupuesto  asignado no  le alcanza. En este caso, la Sala no desconoce la necesidad de educación de ciertas comunidades alejadas y las carencias en ese sentido, pero ello no implica que se vaya a permitir funcionar un centro educativo en tales condiciones violentando el derecho a la salud y el derecho a gozar de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado (véase sentencia número 2007-017719). Por ende, se impone declarar con lugar este recurso contra el Ministerio de Educación Pública y el Liceo de Buenos Aires de Pocosol. Asimismo, se constata que los representantes del Ministerio de Salud tampoco han sido diligentes en sus actuaciones, pues no le dieron el debido seguimiento a la orden sanitaria no. 096-2010. Se declara parcialmente con lugar el recurso, en consecuencia se ordena al Ministro de Educación Pública, a la Directora, y a la Presidenta de la Junta Administrativa, ambas del Liceo de Buenos Aires de Pocosol de San Carlos, que, en el ámbito de sus competencias, giren las instrucciones necesarias para que se cumpla con lo ordenado en la orden sanitaria no. 096-2010 del 15 de noviembre de 2010, según el plazo estipulado por el Ministerio de Salud. Asimismo se ordena a la Viceministra de Salud, ser vigilante y darle seguimiento a la orden sanitaria no. 096-2010. CL
13093-11. SANCION. IMPUESTA SIN DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que fue expulsado de un colegio privado sin debido proceso. En reiteradas ocasiones, este Tribunal ha señalado que si bien en los procedimientos seguidos contra los estudiantes para la imposición de sanciones, no resulta necesario cumplir con formalismos excesivos, como sucede en los procedimientos ordinarios, lo cierto es que deben respetarse elementos mínimos del debido proceso, tales como la posibilidad de plantear pruebas de descargo, analizar el expediente y contar con asesoría legal. En el presente asunto, el recurrente acusa violación a sus derechos fundamentales, pues afirma que se le impuso una suspensión de 30 días naturales, sin respetar los elementos del debido proceso. Asimismo, alega que dicha suspensión conlleva a que no pueda efectuar exámenes, ni presentar tareas, lo que le genera un perjuicio todavía mayor. Ahora bien, tras analizar los elementos aportados a los autos, y tomando en cuenta los últimos criterios emitidos por esta Sala con respecto a la imposición de sanciones dentro de los centros educativos (véanse las sentencias números 2011-6880 de las 11:46 del 27 de mayo de 2011 y 2011-8215 de las 10:03 del 24 de junio de 2011), se considera que en el caso concreto sí ha existido una violación a los derechos del tutelado, pues no consta que en el oficio que se remitiera a su padre el 31 de agosto de 2011, se le hubiera informado a éste sobre la posibilidad de acceder al expediente del procedimiento, o de contar con un abogado, elementos necesarios para garantizar el debido proceso. Asimismo, conviene indicar que de la lectura del documento de cita, se desprende que en él se señalan las fechas en que el amparado comenzaría a cumplir su sanción, sin que ni siquiera se hubiera otorgado a éste la posibilidad de ofrecer sus pruebas de descargo, situación que constituye un adelanto de criterio que lesiona el debido proceso. Finalmente, en lo que atañe a la imposibilidad del tutelado de presentar exámenes o tareas durante el lapso en que se encontraba suspendido, esta Sala estima que no ha existido tal vulneración, pues de las pruebas aportadas por el recurrido se denota que se informó al padre del menor, que éste contaba con la posibilidad de presentarse a realizar pruebas escritos,  recibir los contenidos vistos en clase y  efectuar consultas a los docentes, de ahí que se descarte el reclamo planteado sobre ese punto en el libelo de interposición. Se declara con lugar el recurso. Se anula la sanción impuesta al tutelado mediante oficios del 31 de agosto y  5 de septiembre de 2011, y se retrotrae el procedimiento con el fin de que se realice nuevamente el traslado de cargos, cumpliendo con las garantías establecidas por la Constitución Política. CL
12660-11. RECONOCIMIENTO DE TITULO.  INCONFORMIDAD CON PRUEBA ACADEMICA PARA RECONOCIMIENTO DE TITULO OBTENIDO EN EL EXTRANJERO. El recurrente manifiesta, que los amparados son doctores en medicina de la Escuela Latinoamericana de Medicina, centro de educación médica superior de La Habana, Cuba. Señala que los amparados se graduaron en el 2010 e iniciaron los trámites de reconocimiento y equiparación de su título ante el Consejo de Rectores y la Universidad de Costa Rica. No obstante, la Universidad de Costa Rica por medio de la resolución VD-R-8690-2011 convocó a los amparados a la realización de un examen especial según el artículo 17 del reglamento y con base en la resolución VD-R-8582-2010 -pese a que no fue sino hasta el 11 de julio de 2011 que se dejó sin efecto la resolución VD-R-8300-2008, que eximía a los postulantes de la carrera de medicina a realizar dicha prueba-. Alega que la universidad recurrida ha lesionado el artículo 34 constitucional, pues pretende aplicar de manera retroactiva la normativa vigente en perjuicio de los amparados, quienes habían iniciado el trámite de equiparación desde el mes de febrero del año en curso. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
12826-11.  EDUCACION ESPECIAL. FALTA DE PROFESOR DE ENSEÑANZA ESPECIAL IMPIDE CONTINUAR CON PROCESO EDUCATIVO.  Los recurrentes manifiestan, que La Escuela Eduardo Peralta Jiménez de Tucurrique cuenta con Código de Educación Especial-Retardo Mental, aula integrada con 20 estudiantes, de los cuales 12 pertenecen a la parte de retardo mental y 8 de discapacidad múltiple. Indica que en dicha institución, existe un reglamento vigente que indica que el aula integrada en retardo mental debe contar con un máximo de 12 estudiantes, sin embargo, por ser un servicio con diversidad de discapacidades, no les pueden negar la matrícula a los estudiantes con necesidades educativas especiales. Refiere que desde el año 2009 han solicitado un nuevo código, con la finalidad de poder distribuir a todos los estudiantes dentro del grupo que les corresponde y así poder brindarles un servicio de calidad, que les permita recibir una mejor atención. Ante dicha solicitud, el Ministerio recurrido les manifestó que ni este año, ni el próximo, van a abrir nuevos códigos ni recargos, lo cual impide a la institución hacer los cambios para brindar la atención requerida por los estudiantes.  Se declara CON lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.  CL

12874-11. CENTRO EDUCATIVO.  ALUMNOS  RECIBEN LECCIONES EN CONDICIONES INSALUBRES EN ESCUELA RURAL.     La recurrente manifiesta que visitó la Escuela Fósforo, en Upala y se encontró con  deficientes condiciones físico sanitarias en la Escuela y con la inercia de las autoridades competentes para resolver la situación. Señala que el 25% de presupuesto no se utiliza para material didáctico, y se les pide dinero a los menores debido al mal manejo del dinero. Afirma que las herramientas nuevas que dono Visión Mundial y la bomba de extracción de agua están en desuso. Sostiene que se le envió una nota al Ministerio de Salud para poner en conocimiento esta situación; sin embargo, se adujo que no podían cerrar la escuela.   Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Educación Pública y al Director de Infraestructura y Equipamiento Educativo del Ministerio de Educación Pública, que giren las instrucciones necesarias para que el plazo de cuatro meses, contados a partir de la notificación de la presente resolución, que tomen las medidas necesarias y giren las instrucciones que sean precisas a fin de que se realicen las mejoras sanitarias y de infraestructura que corresponda para garantizar el respeto del derecho a la salud y el derecho a gozar de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado de todos los que asisten a la Escuela El Fósforo, en Upala, particularmente para garantizar la solución al problema de los murciélagos en el cielorraso de las aulas. Asimismo, se ordena al Director del Área Rectora de Salud de Upala, ser vigilante de lo que suceda y darle seguimiento a la situación. CL
12939-11. CENTRO EDUCATIVO PRIVADO. NEGATIVA A RENOVAR MATRICULA A MENOR DE EDAD SIN RAZON ALGUNA.   Los recurrentes manifiestan, que se encuentran inconformes con la actuación del director del centro de estudios recurrido, toda vez que, refieren que con ocasión de un recurso de amparo que presentaron contra esa institución en el año 2010, recibieron una nota el 28 de julio de 2011, en la cual se les comunicaba que debían buscar otro colegio para su hija, pues, se había decidido no renovar el contrato de estudios para el 2012. Indican que pese a su deseo es que su hija concluya su educación en ese centro de estudios. Agregan que hasta presentaron un recurso el 1º de agosto pasado, a fin que se reconsiderara la decisión de no quererles entregar la boleta de matrícula, así como una explicación del por qué la decisión de rescindir el contrato. Pese a esto, el 5 de agosto se les dijo que en el presente caso, existía libertad de contratación.   Se declara con lugar el recurso. Se anula lo dispuesto en el oficio del Director General del Colegio Internacional SEK- Costa Rica de 28 de julio de 2011. Se restituye a la amparada en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL
12240-11 DOCENTE.  RETARDO EN NOMBRAR PROFESOR DE MATEMATICAS EN COLEGIO NOCTURNO IMPIDE PREPARACIÓN PARA BACHILLERATO.    La recurrente manifiesta que es estudiante del Colegio Nocturno Miguel Obregón y  desde inicios del segundo trimestre del presente curso lectivo 2011, los alumnos de quinto año no tienen profesor de matemáticas porque esta incapacitado, pese a que deben realizar los exámenes de bachillerato; que esa situación la afecta para las pruebas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, que, de manera inmediata, tome las medidas necesarias para que se nombre al profesor de matemáticas en el Colegio Nocturno Miguel Obregón que garantice la continuidad del proceso educativo de los estudiantes de ese centro educativo.  CL

12259-11.  EDUCACION ESPECIAL. FALTA DE DOCENTE PERJUDICA ENSEÑANZA DE MENORES DE EDAD ESPECIALES.    La recurrente manifiesta que el 28 de julio del año en curso, en su calidad de Maestra de Enseñanza Especial de la Escuela Josefina López Bonilla, fue informada por la Directora de ese centro educativo que, a partir de esa fecha, la funcionaria encargada de los niños de enseñanza especial que se atienden en esa institución, así como en las aulas de las maestras de audición y lenguaje, estimulación temprana y retraso mental, no estaría más en la institución. Dice que esta decisión trae como consecuencia la imposibilidad de poder dar un cuido y una atención como la requieren dichos estudiantes. Se declara con lugar el recurso únicamente por infracción del derecho a la igualdad y a la educación. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, y a la Directora de la Directora de la Escuela Josefina López Bonilla, disponer lo necesario para que las instancias competentes en la materia del Ministerio de Educación Pública realicen, de inmediato, una valoración del recurso humano que atiende a los estudiantes con capacidades especiales en la Escuela Josefina López Bonilla y si es suficiente para ese fin. El informe y las eventuales medidas correctivas deberán ser puestos en conocimiento de la Sala en los quince días siguientes a la notificación de esta sentencia. En lo demás, se declara sin lugar el amparo. CL

12356-11 CENTRO EDUCATIVO.  IMPIDEN A ESTUDIANTE INGRESO A COLEGIO POR USAR TENIS.   El recurrente manifiesta que, el amparado es estudiante del colegio recurrido. Indica que el 5 de agosto  del año en curso,  el guarda  de  la  institución recurrida  le  informó  al amparado   que  "no  podía  entrar porque andaba con  tenis". No  obstante  después  de  40 minutos,   se  les  permitió  el  ingreso  a  dicho  centro educativo.  Posteriormente, conversó con el Subdirector, a quien le indicó que era el  responsable legal  del amparado y quien le había dicho que asistiera a clases con tenis mientras arreglaban   sus  zapatos,  asimismo  le  mostró  el  cuaderno  de comunicaciones. Añadió que dicho servidor le informó que seguía las órdenes de la  directora, y que existía  una  circular  al respecto,   misma  que  no  le  mostró. En criterio de esta Sala Constitucional, el actuar de la autoridad recurrida no resulta arbitrario, tampoco es posible calificarlo como un trato cruel y degradante, pues, se impidió el ingreso del estudiante por incumplir la normativa aplicable, sin que hubiera brindado una justificación razonable que permitiera excusar la conducta. Como se puede apreciar, la decisión no se sustenta en consideraciones sobre la personalidad del amparado, o bien sobre su condición social, que puedan ser tenidas como discriminatorias. Todo lo anterior fue dispuesto, en el marco de la relación de sujeción especial que existe entre el menor y el centro educativo,  en aras de mantener la disciplina – parte integral de la formación educativa de todo individuo –. Bajo este orden de consideraciones, se descarta la lesión de derecho fundamental alguno. Se declara sin lugar el recurso. SL
DERECHO A LA INFORMACIÓN
12173-11 MUNICIPAL. NIEGAN INFORMACION SOBRE PROYECTO HABITACIONAL EN SANTA MARIA DE DOTA. El recurrente señala que preocupado por la situación legal y real del fraccionamiento donde vive, en relación con el abastecimiento deficiente de agua, de caminos casi intransitables y de la falta de infraestructura, ha solicitado a la corporación municipal recurrida información sobre un proyecto habitacional, a través del acceso al expediente y la certificación de copias de éste. Acusa que en una primera solicitud de información, se le respondió que existe confidencialidad y que la segunda gestión se encuentra pendiente de resolver. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde y al Ingeniero Municipal, ambos de la Municipalidad de Dota, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que dentro del plazo de QUINCE DÍAS, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se responda la gestión presentada por la recurrente el 5 de julio de 2011, y asimismo, se le otorgue la documentación que solicitara en su gestión del 21 de febrero de 2011. CL

12085-11. PETICION. CUANDO EL LUGAR PARA NOTIFICACIONES SE EXTRAE DEL DOCUMENTO, DEBE NOTIFICARSE AÚN CUANDO NO LO HAYA SEÑALADO EXPRESAMENTE. En el presente caso, los recurrentes, todos diputados, alegan que solicitaron a la Junta Directiva General del Banco recurrido, información sobre la industria turística, y a la fecha no han recibido respuesta, lo cual considera que se lesiona el derecho de petición y el acceso a las oficinas administrativas. En este caso, la Sala tiene por demostrado que la Junta Directiva del Banco Nacional brindó la respuesta a los amparados en forma conjunta, y la remitió a la Oficina de Correspondencia de la Asamblea Legislativa, para que les fuera entregada. Sin embargo, en relación con el lugar para oír notificaciones,  ciertamente, en la nota cuya falta de respuesta se acusa, no se señaló un lugar determinado o bien un medio para oír las notificaciones sobre el resultado de su gestión; no obstante, del propio membrete del documento en que consta la solicitud planteada, se extrae claramente el lugar donde pueden ser comunicados los petentes. Se declara con lugar el recurso por violación a los artículos 27 y 30 de la Constitución Política. Se ordena al Presidente de la Junta Directiva del Banco Nacional, que en forma inmediato a la comunicación de esta sentencia, notifique a los recurrentes la respuesta brindada a la gestión del 7 de junio de 2011. CL
11907-11.  NOTA OFICIAL. NO ES ADMISIBLE EL AMPARO ENTRE INSTITUCIONES. La recurrente presentó amparo por la omisión del Alcalde y del Encargado del Departamento de Proveeduría, ambos de la de la Municipalidad de Santa Cruz, en resolver la petición que presentara un Órgano Director del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo -dependencia a la cual representa-, por medio de oficios números OD-006-2011 y OD-011-2011 del 13 de junio y 1° de agosto de 2011, respectivamente, con la finalidad de que se les brindara información sobre una denuncia planteada contra un funcionario del Instituto aludido.   Esta Sala resolvió que, por tratarse de un hecho negativo que se atribuye a un órgano que afecta a otro órgano administrativo, no es admisible el amparo, razón por la cual deberán coordinar ellos mismos, por los medios a su alcance, la falta de respuesta de sus gestiones, pues resulta claro que el conflicto suscitado entre éstos debe resolverse en una sede distinta a la del amparo. Por otra parte, la Administración puede acusar al funcionario omiso de considerarlo necesario, pues en todo caso, la Sala no es una instancia más para procurar la obtención de prueba para un determinado procedimiento.  Se rechaza de plano el recurso.  RP
DERECHO A LA SALUD

12384-11 REGISTROS SANITARIOS.  REGISTRO DE MEDICAMENTOS SÓLO CON UNA DECLARACIÓN JURADA. El recurrente manifiesta que, la autoridad de salud recurrida debido a un retraso en los registros de los productos como medicamentos, alimentos, equipo médico, sustancias peligrosas y productos higiénicos y cosméticos, para lo cual existe normativa que establece los requisitos previos a la comercialización de los productos en el mercado nacional, tomó la decisión otorga los registros sanitarios con la mera presentación de una declaración jurada, sin la revisión previa de los requisitos, y en el caso de los medicamentos sin las evaluaciones técnicas, ni los análisis previos necesarios para asegurar a la población que éstos son seguros y eficaces tal como se estipula a nivel nacional e internacional. Señala que la salud es vulnerada, por cumplir metas para sacar adelante un trabajo ineficiente y negligente, ya que no solo es en el área de medicamentos, sino también en el área de alimentos.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, en cuanto se impugna el comunicado DAC-UPS-24-10 de 3 de agosto de 2010. Se anula parcialmente, el referido comunicado, únicamente, en lo referido a la inscripción de medicamentos, alimentos, cosméticos, productos naturales con cualidades médicas, Equipo y material biomédico, por lo que se mantiene válido en lo relativo a las renovaciones. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
11926-11.   EXTRANJERO. SOLICITA INTERVENCIÓN DE LA SALA CONSTITUCIONAL PARA RECIBIR TRATAMIENTO MEDICO. La recurrente manifiesta, que en marzo de este año ingreso al país en calidad de turista. Refiere que al sentir una molestia en el pecho, se realizó varios exámenes médicos en hospitales privados, ocasión en que se le detectó un tumor. Asegura que requiere tratamiento especializado, pero no cuenta con contenido económico para realizárselo, por lo que solicita que se esta Sala intervenga a efecto de que la autoridad recurrida le brinde el tratamiento que requiere.      Esta Sala resolvió,  que las condiciones para la atención médica están reguladas por la Caja Costarricense de Seguro Social, en la que se incluye la atención urgente que requiera una persona, eventualmente su tratamiento. Si la recurrente considera que cumple los requisitos para que se le brinde ese servicio, ello es un aspecto que es ajeno al ámbito de competencia de esta Sala, pues valorar su caso particular, y determinar si se apega a la normativa institucional, es un aspecto propio de alegarse ante la autoridad recurrida, a efecto de que se resuelva lo procedente. Por lo expuesto, el recurso es inadmisible y así se declara.    Se rechaza de plano el recurso.  RP

DERECHO DE PENSION
13164-11. SUSPENSION. CAUTERLARMENTE SE SUSPENDE EL PAGO DE LA PENSIÓN A TODOS LOS ADULTOS MAYORES DE 99 AÑOS EN ADELANTE. Considera la recurrente, Defensora de los Habitantes –quien actúa con base en el artículo 13 de la Ley de ésa institución–, que se viola el derecho a la pensión de los beneficiarios a quienes se aplicó una medida cautelar de suspensión del pago de esa prestación, por el hecho de tener más de noventa y nueve años de edad. Con base en lo expuesto en la sentencia, se indica que desde la perspectiva de la población afectada, la medida adoptada resulta violatoria de sus derechos fundamentales. El fin de la vigilancia de los recursos públicos es constitucionalmente relevante y la estrategia adoptada contribuyó a su conservación. No obstante, considera la Sala que no es constitucionalmente válido anteponer ese fin al pago de las pensiones, en la oportunidad a que tienen derecho sus beneficiarios, constituyendo una población que, por sus características, requiere, por el contrario, de una protección más acentuada del Estado. A juicio de este Tribunal, la gravedad de la afectación radica en que se trató de una decisión unilateral, intempestiva y sobre la totalidad de los ingresos que son la base para la satisfacción de las necesidades esenciales de estas personas. La estrategia escogida revirtió la lógica de protección especial ya indicada e hizo recaer sobre los adultos mayores beneficiarios y sus familiares la carga de demostrar que se conservaba el derecho a recibir la pensión. Es más bien al Estado al que, observado el debido proceso, corresponde demostrar que una pensión no debe seguirse pagando. Eventualmente podría adoptar una medida cautelar de retención de pago, pero solamente en el marco de un trámite ya iniciado y por resolución debidamente fundamentada. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Tesorero Nacional, disponer lo necesario para que se liberen de inmediato las pensiones que aún se encuentren retenidas de personas con más de noventa y nueve años y no volver a incurrir en actos similares a los que ocasionan la presente estimatoria. CL
12482-11. REQUISITOS. PENSIÓN POR INVALIDEZ. Consulta Judicial de Constitucionalidad referente al inciso b) del artículo 6 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Señalan que la norma consultada define que para efectos de obtener una pensión por invalidez, la persona asegurada que sea declarada inválida por la Comisión Calificadora, deberá haber cumplido un determinado número de cuotas y aportaciones temporalmente definidas de acuerdo a su edad, la fecha de la declaratoria de invalidez y los meses cotizados de manera consecutiva y previa a esa declaratoria, razón por la cual el Tribunal de Trabajo se cuestiona si la norma consultada podría ser lesiva de los principios constitucionales de seguridad social, tales como la solidaridad, universalidad, obligatoriedad, unidad e integridad, pues en determinados casos se exige a la persona declarada inválida, el cumplimiento de ciertas cuotas que solamente podría cubrir si permanece trabajando, pero al estar impedido para hacerlo, no puede trabajar ni cubrir las cuotas requeridas por el Reglamento. Agregan que la exigencia de una actualización en la cotización de los últimos meses previos a la declaratoria de invalidez, hace nugatorio el derecho a la cobertura de la seguridad social para el trabajador que pudo haber cotizado por muchos años, por lo que igualmente podría verse alguna contradicción con los principios de razonabilidad y proporcionalidad, al mismo tiempo que se podría crear una diferenciación odiosa entre las personas que trabajan y aportan al régimen de seguridad social, y quienes adquieren un estado incapacitante que les impide cotizar para actualizar sus aportes. Se evacua la presente consulta judicial de constitucionalidad, en el sentido de que el inciso b) del artículo 6 del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social, no es inconstitucional. Evacuada
DERECHO DE PROPIEDAD

12455-11. VIVIENDA. SE ORDENA A LAS AUTORIDADES INVOLUCRADAS RESOLVER EL PROBLEMA DE VIVIENDA DE LOS HABITANTES DEL ASENTAMIENTO “JUAN PABLO II” EN EL PLAZO DE UN AÑO. Los recurrentes estiman transgredido su derecho de propiedad, a contar con una vivienda adecuada y digna y de protección especial que se le  reconoce, constitucionalmente, a la familia pues, en su criterio, las autoridades públicas recurrentes han omitido cumplir lo dispuesto en las Leyes Nos. 7752 y 8680, respecto de la segregación y donación del inmueble en el que se ubica el asentamiento “Juan Pablo II” y la titulación de ese inmueble a favor de sus ocupantes. Se analiza el derecho a una vivienda adecuada y digna en el Derecho Internacional Público de los Derechos Humanos, la cláusula social del Estado de Derecho y Derecho a una vivienda adecuada y digna, como su desarrollo en la jurisprudencia constitucional (17237-05,  1441-92), la titulación de vivienda en precarios y zonas de desarrollo urbano no reconocidas y con base en lo desarrollado en la sentencia, se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la Ministra de Vivienda y Asentamientos Humanos, al Alcalde Municipal de Alajuelita y al Presidente Ejecutivo del INVU, adoptar y ejecutar todas las acciones y medidas pertinentes dentro de la esfera de sus competencias, para solucionar, definitivamente, en el plazo de un año, el problema de vivienda de los habitantes del asentamiento "Juan Pablo II". En lo demás, se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Castillo pone nota. CL Parcial
DERECHO DE TRABAJO
13052-11. DESPIDO. SE ALEGA DISCRIMINACIÓN RACIAL.  La recurrente manifiesta que ingresó a laborar para la institución recurrida en enero de 2010; no obstante, ha sido víctima de discriminación y han tratado de despedirla sin justa causa. Expresa que por el hecho de ser de tez negra, han tratado por todos los medios que su superior le sancione, han manipulado los controles de ingreso a la institución, de modo que se ha falseado la información y aparecen llegadas tardías de un minuto o menos. En el caso concreto consta que se decidió despedir a la recurrente dentro del período de prueba, fase en la que se puede despedir a un trabajador sin que se requiera fundamentar tal decisión. Por ello, el recurso es inadmisible y así se declara. Se rechaza por el fondo el recurso. Los Magistrados Calzada y Cruz salvan el voto por estimar improcedente el despido en período de prueba sin realizar previamente un debido proceso. El Magistrado Armijo salva su voto y dispone dar curso por la alegada discriminación. El Magistrado Rueda pone nota. RF

13090-11.  INFORMACION. NIEGAN INFORMACION SOBRE PAGO DE PRESTACIONES DE FUNCIONARIA. Alega el recurrente que solicitó a la Municipalidad de Carrillo solicitó copia de  los documentos  que respaldan dicho pago de los derechos laborales de una funcionaria; no obstante, a través del oficio de ese funcionario Nº DFA-MC-069-2011, se  le  negó  la  información solicitaba, argumentando   tener  que respetar  el  deber  de confidencialidad  y  el derecho   a  la intimidad   de  la funcionaria.  En este caso, estima este Tribunal Constitucional que las razones que indican los recurridos en su informe desde  ningún punto de  vista  son  admisibles.   En primer término, se trata de información que reviste un innegable    interés público, al estar involucrado el manejo y fiscalización de las finanzas públicas. Aunado a lo anterior,  tampoco, existe evidencia que lo pedido contenga datos que  puedan  considerarse como “sensibles” o confidenciales. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal y Director Financiero Administrativo de la Municipalidad de Carrillo, que de inmediato se le suministre al recurrente la información que solicitó. CL

13097-11. SANCION. SE IMPUGAN PROCEDIMIENTO Y SANCION CONTRA FUNCIONARIOS DEL INS POR PARTE DE LA CONTRALORÍA. Los recurrentes aseguraron que la Contraloría General de la República, inició en su contra un procedimiento disciplinario administrativo. Alegaron que en el acto inicial del mismo no existe una imputación de cargos. Adujeron que se lesionó su derecho a un debido proceso, pues, por el resultado del procedimiento, no se logró verificar la verdad real de los hechos. Calificaron la sanción impuesta como irrazonable y desproporcionada, dado que no se cometió falta alguna. Enfatizaron que se llevó a cabo una interpretación errónea del Reglamento de Negociación de Contratos de Reaseguros. Reclamaron que no se efectuó una investigación preliminar, en contravención a lo regulado por los artículos 3 y 4 del Reglamento de Procedimientos Administrativos de la Contraloría General de la República. Indicaron que el oficio No. AU-00491-2010 de 26 de abril de 2010, de la Auditoría Interna del Instituto Nacional de Seguros no fue incluido en el expediente administrativo, pese a que acreditaba su inocencia. Subrayaron que no se valoró prueba técnica que ofrecieron. En este caso, con base en lo expuesto en la sentencia, se descarta que los tutelados hubieran sido colocados en estado de indefensión y se aclara que no corresponde a este Tribunal determinar si la prueba ofrecida fue valorada correctamente o no, o bien, determinar si cierta normativa reglamentaria fue debidamente interpretada por la Administración.  Sobre la razonabilidad y proporcionalidad, se indica que el plazo de la sanción no resulta excesivo, si se toma en cuenta la gravedad de la falta y, los puestos que los tutelados ejercen en el Instituto Nacional de Seguros. Finalmente los amparados sostuvieron que la Gerencia de la División Jurídica de la Contraloría General de la República, no valoró correctamente prueba técnica ofrecida, lo cual, desde ningún punto de vista, resulta viable en la jurisdicción constitucional. Se declara sin lugar el recurso. SL
13126-11. SINDICATO. LIMITAN CORREOS ELECTRONICOS A SINDICATO DE LA COMPAÑÍA NACINAL DE FUERZA Y LUZ. En este caso que acusa que la Compañía Nacional de Fuerza y Luz, bloqueó internamente la dirección del Sindicato recurrente, como sanción por el mensaje electrónico que había sido enviado por esa agrupación el veintidós de mayo pasado. En criterio de este Tribunal, con independencia del contenido del mensaje por el que fue sancionado el Sindicato recurrente –extremo que no se discute en este proceso de amparo-, la medida impugnada constituye un impedimento serio en el desempeño de las funciones del sindicato, violentándose la libertad sindical. Se cita el voto 16871-08. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Gerente General y Director de Recursos Humanos, ambos de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz, que inmediatamente, reestablezcan la cuenta de correo electrónico del Sindicato de Ingenieros del ICE y afines (SIICE). CL
12936-11. PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO.  SE CUESTIONA NOMBRAMIENTO FUNCIONARIOS EN LA INSPECCIÓN JUDICIAL PARA REALIZAR PROCEDIMIENTOS ORALES.  En este caso, se cuestiona que el Tribunal de la Inspección Judicial está conociendo los casos oralmente, para ello, fueron nombrados por Corte Plena tres inspectores más, sin tomar en cuenta lo dispuesto en el artículo 186 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que señala que sólo son tres los Inspectores Generales y no seis como actualmente existen. A juicio del accionante esto violenta el principio del juez natural y el debido proceso, dado que la causa seguida en su contra, se encuentra siendo conocida por un Tribunal Ad- Hoc. Señala la Sala, que se encuentra plena e idóneamente demostrado que por acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial Nº 63-11 de 21 de julio de 2011, se creó una Sección en el Tribunal de la Inspección Judicial, con el propósito de implementar la oralidad y resolver la mayor cantidad de asuntos, reasignando tres plazas de Inspectores Auxiliares a Inspectores Generales, a partir del 16 de agosto de 2011 y hasta el último día laboral del presente año, cuya designación la haría ese mismo tribunal considerando la experiencia del personal profesional del despacho. Así las cosas, este Tribunal acredita que el procedimiento disciplinario seguido contra los amparados, actualmente, es conocido por la Sección creada por el Consejo Superior, de manera que no es un tribunal  especial como lo reprochan los recurrentes.   De otra parte, la discrepancia que se tenga respecto de la competencia otorgada a esa Sección o la validez de sus actuaciones, son extremos de legalidad ordinaria.  Finalmente, por la forma en que se resuelve, resulta innecesario entrar a conocer la solicitud de medida cautelar de los amparados. Se declara sin lugar el recurso. SL

12941-11. INCAPACIDAD. TRAMITES DEBEN EFECTUARSE RESPETANDO EL PRINCIPIO DE COORDINACIÓN ENTRE INSTITUCIONES. Alega el recurrente que fue incapacitado por el Servicio Médico del Segundo Circuito  Judicial  de  San  José e indica  que  el  26 de agosto siguiente, se presentó ante  el  EBAIS  de Palmares  de  Pérez  Zeledón,  con  la finalidad de realizar el proceso  de validación  y  registro  de  esa incapacidad.  Alega  que  la secretaria  de  dicho lugar  le indicó que no podía recibirle  el formulario,  con el argumento que el sistema de control no  permite el trámite de las incapacidades en un lugar distinto de aquel donde se encuentra adscrito el centro médico que emitió la incapacidad, por lo que tuvo que ir nuevamente a San José a validar la incapacidad. Lo anterior, a pesar de que de conformidad con el artículo 16 del Reglamento para el Otorgamiento de Incapacidades, dicha autoridad estaba obligada  a realizar  la gestión planteada. En este caso consta, que pese a que el centro hospitalario pudo recibir y remitir la constancia a esa Área de Salud para su diligencia, mediante los canales institucionales, fue al amparado, a quien se le cargó la obligación de trasladarse a San José a presentarla y de esa forma, corregir el desacierto en que incurrió el Servicio de Médico de Empresa del Segundo Circuito Judicial de San José al entregársela. Bajo esta inteligencia, estima la Sala que se produjo el agravio reclamado al quebrantarse el derecho fundamental al buen funcionamiento de los servicios públicos, siendo el principio de coordinación una herramienta para actuarlo. Se declara  con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Jefe del Departamento de Estadística y Director Médico del Hospital Dr. Fernando Escalante Pradilla, abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que sirvieron de fundamento a esta declaratoria. CL
12610-11. PERMISOS. PODER JUDICIAL LIMITA A FUNCIONARIO, TRABAJAR MEDIO TIEMPO EN DOCENCIA. Alega el recurrente que fue nombrado en propiedad un cuarto de tiempo en la Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica, por lo que debe asistir 3 horas a impartir sus lecciones, fuera de las horas hábiles del Poder Judicial. Señala que a partir de junio de este año se incremento su nombramiento en propiedad a un cuarto de tiempo adicional, para desarrollar actividades de revisión y aprobación de temas y proyectos de tesis de grado, por lo que para ello dedica 2 horas semanales fuera de las horas hábiles del Poder Judicial. No obstante lo anterior, el Consejo Superior del Poder Judicial dispuso que no tenía posibilidad de laborar medio tiempo como docente de la Universidad de Costa Rica, y en razón de ello debía renunciar en un plazo no mayor de 8 días al cuarto de tiempo adicional nombrado recientemente. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
 12457-11. SINDICATO. NIEGAN NEGOCIACION COLECTIVA A SINDICATO Y SE ORDENA AL MTSS VELAR Y CORREGIR LAS ACCIONES DE LA EMPRESA. Acusa el recurrente que consideran violados sus derechos y libertades sindicales por parte del Gerente de la Compañía recurrida, que es una empresa mercantil que goza de una concesión de carga y descarga en los muelles de Limón, ya que la misma, ha rechazado la concesión de ciertas facilidades que le han solicitado como sindicato; además consideran que se les niega el derecho a representar a sus afiliados ante la compañía y el Comité Permanente, el cual de forma continua y discriminatoria han propiciado una campaña de desafiliación por medio de boletines, de los miembros que pertenecen al sindicato SITRAMPRECORI. Indican que la Gerencia de la Compañía Anfo S.A. no ha querido reunirse con el sindicato para tratar asuntos de los trabajadores afiliados, indicándoles que todo lo referente a las relaciones obrero patronales, le corresponden al Comité Permanente de Trabajadores, que ostenta la titularidad bajo el principio de representación de los trabajadores de la empresa, y que su empresa está obligada a negociar colectivamente únicamente con este Comité y no con el sindicato. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara CON LUGAR el recurso. En consecuencia: A) Se anulan los oficios fechados 5 de mayo y 25 de julio de 2008 donde la empresa COMERCIALIZADORA ANFO SOCIEDAD ANÓNIMA niega el derecho de negociación colectiva al sindicato amparado. B) Se ordena al Gerente de COMERCIALIZADORA ANFO SOCIEDAD ANÓNIMA, que a futuro deberá abstenerse de incurrir en actos u omisiones que tienen a constreñir o limitar el libre ejercicio de los derechos colectivos del Sindicato SITRAMPRECORI en el seno de la empresa. C) Se ordena a la Ministra de Trabajo, tomar todas las acciones pertinentes a efectos de velar y hacer corregir las acciones de la empresa COMERCIALIZADORA ANFO SOCIEDAD ANÓNIMA, para que no desconozca el derecho de negociación colectiva del sindicato amparado, y todos los demás derechos que como sindicato le corresponden. CL
12478-11. CONVENCIÓN COLECTIVA. INSTITUTO TECNOLÓGICO DE COSTA RICA. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 53 y, 54 inciso b)  de la Segunda Convención  Colectiva de Trabajo del Instituto Tecnológico de Costa Rica del 26 de enero de 1995. La accionante estima que ambos artículos son contrarios a los artículos 11, 39 y 56 de la Constitución Política, así como a los artículos 11 y 214 de la Ley General de la Administración Pública; toda vez, que la norma discrimina a cierto tipo de trabajadores sin especificar cuáles son. Considera que el artículo 54 establece el despido en caso de situaciones conflictivas irreconciliables, pero sin definir cuáles son esas situaciones, por lo que su definición queda al arbitrio de la Administración.  Asimismo, reclama que las normas le otorgan a la Junta de Relaciones Laborales,  la posibilidad de decidir y calificar los casos de fuerza mayor y de despedir a algunos trabajadores, con lo cual se vulneran las garantías del debido proceso, pues a su juicio, para el despido de los trabajadores del ITCR deben aplicarse los procedimientos contenidos en la Ley General de la Administración Pública. En cuanto a la alegada violación al derecho de igualdad, la accionante no ofreció ningún elemento de juicio o parámetro, que demuestre que a una persona en igualdad de condiciones, se le está aplicando una medida jurídica diferente, tal como lo ha exigido esta Sala en los casos en los que se alega violación al principio de igualdad. Sobre la violación al debido proceso y el derecho al trabajo, se tiene claro que el régimen de empleo de los trabajadores del instituto es de naturaleza privada, por lo que se rige por el  Código de Trabajo y los reglamentos internos que emita el Organismo Director Superior. De esta forma, resulta claro que,  contrario a lo que afirma la accionante, para despedir  a un trabajador del Instituto Tecnológico de Costa Rica, el patrono no está obligado a instaurar un procedimiento en los términos contenidos en la Ley General de la Administración Pública, por lo que la no utilización de esos mecanismos, para proceder con el despido de un empleado del ITCR no resulta inconstitucional, ni violatorio del debido proceso. Asimismo, en la Convención Colectiva de Trabajo y otros reglamentos internos, se establecen garantías y procedimientos a favor de los empleados del ITCR, para que puedan ejercer su defensa. Finalmente, en cuanto a la violación al Principio de Legalidad, por cuanto establece el despido en caso de situaciones conflictivas irreconciliables, pero no define   cuáles son esas situaciones. Sobre este tema, esta Sala en reiteradas ocasiones ha considerado que el principio de tipicidad en materia disciplinaria, no se aplica de la misma forma que en el Derecho Penal, por cuanto las condiciones para ambos son diferentes, por lo que no resulta inconstitucional la utilización de normas abiertas para sancionar conductas en el régimen  disciplinario, siempre que estos conceptos permitan ser concretados. Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Calzada, Armijo y Jinesta salva el voto y rechazan de plano la Acción. El Magistrado Jinesta da razones separadas. RF
12198-11  CONDICIONES.  EXCESO DE RUIDO  POR EQUIPOS DE AIRE ACONDICIONADO EN ASAMBLEA LEGISLATIVA. La recurrente manifiesta, que labora para la institución recurrida en un lugar cercano al que se ubican equipos de aire acondicionado que generan una alta vibración y ruido que contamina todo el área interior y los lugares aledaños. Considera que la existencia de esos equipos vulnera su derecho a la salud y a gozar de un ambiente sano. En este caso, señala la Sala que no cabe la admisión del recurso, pues lo que se plantea es una queja por el nivel de ruido que emiten los equipos de aire acondicionado que se ubican en el lugar de trabajo de la recurrente; ello, es un asunto que, por su naturaleza, no puede ser revisado en esta vía, por no involucrar, al menos de manera directa, derecho fundamental alguno. Por lo anterior, deberá la accionante  plantear su inconformidad o reclamo ante las instancias administrativas que al efecto dispone la propia autoridad recurrida, instancias en las cuales podrá, en forma amplia, discutir el fondo del asunto y hacer valer sus pretensiones.   Se rechaza de plano el recurso.  La Magistrada Calzada salva el voto y ordena dar curso al amparo.  RP
12325-11. DESPIDO. DURANTE EL PERIODO DE PRUEBA EN EL PODER JUDICIAL.   La recurrente acusó que, el 15 de mayo de 2010, fue nombrada en propiedad como Perito Judicial 2B en la Sección de Toxicología del Organismo de Investigación Judicial, no obstante, el 15 de abril siguiente fue cesada del puesto, sin un procedimiento administrativo previo, ni pronunciamiento alguno acerca del pago de sus extremos laborales. En virtud de esto, estimó lesionados sus derechos fundamentales. Esta Sala resolvió que, al prescindirse de los servicios de la funcionaria, dichas autoridades se apegaron a lo establecido en el procedimiento interno que dispone el Estatuto de Servicio Judicial y, acordaron su destitución  antes de culminar su periodo de prueba. Además, según se desprende de la relación de hechos probados, le informaron de manera exhaustiva las razones por las cuales fue cesada – oficio No. 123-TOX-2011 de 15 de abril de 2011-. Esta Sala Constitucional considera que, al haberse determinado su inidoneidad para ocupar el puesto, antes de terminar dicho periodo -el 15 de mayo de 2011-, la autoridad recurrida se encontraba en plena libertad de cesarle en su nombramiento, sin que ello implicara violación alguna a sus derechos fundamentales. Este Tribunal tiene una sólida línea jurisprudencial en el sentido que, el cese de funciones durante el periodo de prueba no obliga a la Administración –en el presente caso, al Poder Judicial- a seguir un procedimiento previo a la destitución, en tanto, ésta cuenta con la posibilidad de valorar la permanencia de los servidores en un puesto, siempre y cuando fundamente de manera objetiva su decisión. Lo anterior, en virtud que, precisamente, la existencia del periodo de prueba encuentra su razón de ser en la necesidad de evaluar el desempeño de los funcionarios, su eficiencia para ocupar un cargo público, como una forma de garantizar el respeto al principio de idoneidad comprobada, consagrado por el numeral 192 de la Constitución Política  (entre otras, véase la sentencia No. 2011-6994 de las 14:46 hrs. de mayo de 2011). De otra parte, en lo referente al pago de sus extremos laborales, se tiene por probado que la solicitud de la servidora fue atendida por el Departamento de Gestión Humana del Organismo de Investigación Judicial y conocida por el Consejo Superior del Poder Judicial. Inclusive, lo resulto le fue comunicado el 20 de julio de este año a su correo electrónico, tres días antes de la interposición del presente proceso y mucho tiempo antes de notificado el auto inicial. Se declara sin lugar el recurso.  La Magistrada Calzada Miranda y el Magistrado Cruz Castro, salvan el voto, conforme lo indican en el último considerando de esta sentencia. SL
12056-11. ACOSO LABORAL.  SINDICALISTA ACOSADO POR JERARCAS INSTITUCIONALES. El recurrente manifiesta que labora en el Centro de Atención Integral de Clientes (CAIC) Regional Pacífico Central como Encargado de la Unidad de Informática y es además, representante sindical. Señala que está siendo acosado por sus jefes inmediatos, por lo que presentó una denuncia por acoso laboral, la cual derivó en un informe que recomendó el traslado del amparado o mantenerle ubicado en la Agencia Telefónica de Esparza. Señala que goza de un fuero sindical que anula cualquier acto que perjudique a un representante de los trabajadores y además, el artículo 40-11 del Estatuto de Personal de la institución establece que a los dirigentes sindicales no se les trasladará de sus puestos, ni se les cambiará el lugar de trabajo, ni sus funciones, lo que ha sido violentado en su caso. En este caso, señala la Sala que no le compete a esta Sala dilucidar problemas de acoso laboral, debido a que las actuaciones de hostigamiento, persecución y abuso de autoridad, requieren el desarrollo de un proceso plenario para demostrar todos sus extremos; al ser el amparo un proceso sumario, no cumple con las necesidades procesales de evacuación de pruebas abundantes o complicadas. Por dicha razón, se remite al recurrente  a la vía de legalidad respectiva donde podrá, en forma amplia, discutir el fondo del asunto y hacer valer sus pretensiones. Tampoco corresponde por la vía de amparo revisar si el acuerdo alcanzado en las negociaciones realizadas entre el amparado y sus jefes y otros personeros de la institución, relativas al cambio de funciones, viola el Estatuto de Personal de la Institución en materia de protección a los dirigentes sindicales, dicha situación, aparte de hacer necesaria la realización de probanzas complicadas del tipo que, no corresponde dilucidar en esta jurisdicción constitucional, tiene vías específicamente previstas en el ordenamiento jurídico para ser discutido. Finalmente, en cuanto a las gestiones que no le han sido contestadas, se le remite a la vía contenciosa. Se rechaza de plano el recurso. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto únicamente en relación con lo dispuesto en el artículo 41 constitucional. RP
11925-11. DISCRIMINACIÓN. RECHAZO DE SOLICITUD PARA LABORAR COMO OFICIAL DE POLICIA EN RAZÓN DE SU EDAD. El recurrente manifiesta, que participó en proceso de selección de personal del Ministerio recurrido para el puesto de policía de la Fuerza Pública. Aduce que realizó y aprobó todos los exámenes. Sin embargo, posteriormente le indicaron que debido a su edad -cuarenta años- no era elegible. Esta Sala resolvió que, determinar cuál es la edad máxima que debe tener una persona para poder ser oficial del Ministerio accionado es un criterio técnico no revisable en esta jurisdicción especializada. De esa forma, se tiene que dicha negativa no se trata de un acto discriminatorio en el sentido que lo prescribe el artículo 33 de la Constitución Política, -como pareciera entenderlo el recurrente-, sino del no cumplimiento de los requisitos para optar por el puesto que se pretende.  Se rechaza de plano el recurso. La Magistrada Calzada pone nota. RP
DERECHO PENAL
13260-11. CONCILIACION. EN MATERIA PENAL JUVENIL. Consulta Judicial referente al artículo 36 del Código Procesal Penal, que se aplica de forma supletoria en la Justicia Penal Juvenil. Aplicación de la conciliación en materia penal juvenil, cuando las partes (ofendido e imputado) sean menores de edad. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que es constitucionalmente válido el procedimiento de conciliación en la jurisdicción penal juvenil, cuando tanto el ofendido o víctima, como el imputado, son menores de edad. Se interpreta que la disposición del párrafo siete del artículo 36 del Código Procesal Penal, de no aprobar la conciliación en los delitos cometidos en perjuicio de las personas menores de edad, rige para los procesos penales en que los imputados son mayores de edad. Asimismo, serán aplicables a los procesos de la jurisdicción penal juvenil, las reglas de conciliación que establece el referido artículo 36, en cuanto sean compatibles con el orden jurídico especial, procesal y sustantivo, que rige a esa jurisdicción. Esta interpretación regirá hacia el futuro y solo afectará a las causas que se encuentren pendientes de resolución en la jurisdicción penal juvenil. Publíquese esta sentencia íntegramente en el Boletín Judicial y reséñesela en el diario oficial La Gaceta.-

13197-11. DEFENSA. LIMITAN A IMPUTADO COMUNICACIÓN CON DEFENSOR DE SU CONFIANZA. El recurrente alegó que el Juzgado Penal de San Ramón le impuso un defensor, para celebrar la audiencia de prórroga de la medida cautelar de prisión preventiva impuesta en su contra, toda vez que, según aseguró, había revocado la designación de su abogado particular. Señala la Sala que en este caso, no fue debidamente acreditado que, el tutelado hubiera revocado el nombramiento de su abogado defensor y se omitió realizar el cambio y consta también que al amparado, no se le impuso defensor. Se acusa también que no se le permitió al accionante comunicarse vía telefónica con su abogado y no se le permitió por razones de índole administrativo, las cuales no tienen la virtud de enervar la posibilidad de ejercer ese derecho. Así las cosas, esta Sala Constitucional debe intervenir, pero únicamente para efectos de la condenatoria al pago de los daños y perjuicios ocasionados, así como para que las autoridades del Organismo de Investigación Judicial, se abstengan de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron sustento a la presente estimatoria. Se declara parcialmente con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del tutelado. Se ordena al Jefe de la Delegación Regional de San Ramón del Organismo de Investigación Judicial, girar las directrices pertinentes para que sus subalternos se abstengan de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron mérito a la presente estimatoria. En lo demás se declara sin lugar el recurso.  CL Parcial
13255-11. PRISION PREVENTIVA. SE ACUSA QUE LAS PRUEBAS FUERON RECIBIDAS SIN PRESENCIA DE LAS PARTES.  Alegan los recurrentes que en causa seguida en su contra, se ordenó prisión preventiva. Añade que las instancias judiciales recurridas brindaron como única fundamentación para sostener la medida cautelar, la existencia de prueba suficiente,  para determinar la participación dolosa de los amparados en las actividades ilícitas, entre ellas los reconocimiento fotográficamente y el señalamiento del ofendidos como sus agresores. No obstante los elementos probatorios fueron realizados sin presencia de la defensa técnica, infringiendo el debido proceso y en tal sentido la prueba es ilegal. En este orden de ideas, aseguran que los amparados tienen derecho a controlar la legalidad del procedimiento probatorio, las pruebas no pueden ser evacuadas sin presencia de las partes, salvo que cuya práctica requiera condiciones especiales, pero de igual forma los resultados deben ser de conocimiento de todos los interesados a la mayor brevedad. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
13258-11. DEFENSA. ACUSA QUE SE ORDENÓ AL IMPUTADO NOMBRAR UN CODEFENSOR. Alega el recurrente que es el abogado defensor en dos los procesos penales seguidos en el Tribunal de Juicio de Osa, causas en las que hay señalamientos para debate establecidos para el mes de octubre. Asimismo, indica que el Tribunal de Juicio de Golfito, señaló para debate una de las causas en la que es defensor, por espacio de dos meses. Añade que el Tribunal de Osa, sin ninguna justificación le notifico a su defendido en las dos causas referidas, que debía nombrar un codefensor para poder llevara cabo las audiencias del mes de octubre. Considera el amparado, que lo actuado es abusivo y lesiona su derecho al trabajo, además del derecho de defensa de su representado, quien no esta dispuesto a incurrir en mas gastos. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
13083-11. MEDIDA CAUTELAR. SE IMPUGNA MEDIDA DE NO ACERCARSE A PROVINCIA. El recurrente considera vulnerada la libertad personal del amparado porque se le impuso una medida cautelar que le impide acercarse a Puntarenas y sus alrededores, sin especificación de cuáles son esos alrededores y, además, que le impide asistir al Hospital Monseñor Sanabria, donde recibe un tratamiento. En este caso, señala la Sala que no se desprende vulneración alguna de los derechos fundamentales del imputado, aquí amparado, a quien el Juzgado recurrido impuso medidas cautelares menos gravosas, en sustitución de la prisión preventiva originalmente decretada, entre ellas, la prohibición de ingresar a la provincia de Puntarenas. Las medidas cautelares encuentran fundamento en las circunstancias del proceso y no corresponde a esta Sala, sino al tribunal que las dispuso, aclarar al imputado la extensión de su prohibición de ingreso a Puntarenas, si fuere menester. SL
12840-11. DEFENSA TECNICA. INCONFORMIDAD POR DENEGATORIA DE DEFENSOR EN MATERIA DE FALTAS Y CONTRAVENCIONES.  El recurrente manifiesta que figura como imputado en una causa. Indica que en su declaración solicitó la presencia de un Defensor Público, pero dicha gestión le fue denegada. Alega que pese a que la reiteró por escrito ante el Juzgado recurrido, la misma no ha sido resuelta. Agrega que también planteó dicha solicitud ante la Defensa Pública de San José, pero no recibió respuesta alguna.      Esta Sala resolvió, que sobre lo alegado por el recurrente respecto de la designación de un defensor público que le brindara asistencia legal gratuita, por sentencia número 2006-008191 de las 11:48 horas del 8 de junio de 2006, resolvió lo siguiente:   "(...) la Sala no aprecia que en el caso concreto se haya producido lesión alguna a los derechos fundamentales del amparado, toda vez que figura como imputado en un proceso contravencional, en el cual puede prescindir de la defensa técnica, dada la sumariedad del trámite y la importancia menor de las faltas atribuidas en estos procesos. No obstante, la Sala considera necesario que el Consejo Superior del Poder Judicial emita las órdenes que estén dentro del marco de sus atribuciones y de sus competencias, a efecto de comunicar a todos los funcionarios judiciales que en un proceso contravencional, el imputado puede renunciar a la defensa técnica, en el entendido de que debe hacérsele la prevención de que puede abstenerse de declarar, y en el tanto cuente con defensor en la etapa de juicio oral. Asimismo, si el imputado es reincidente, si debe contar con defensor durante todo el proceso, toda vez que la Ley N° 8250 del 2 de mayo del 2002, establece pena de prisión si se trata de reincidencia, tal y como se explicó anteriormente. Con fundamento en los motivos ofrecidos anteriormente, y dado que no se tuvo por acreditada lesión alguna a los derechos fundamentales del amparado, lo procedente es ordenar la desestimación del recurso, como en efecto se dispone. (...)"   Al versar el alegato del recurrente en lo externado, y no existiendo razones para cambiar el criterio señalado, se declara sin lugar el recurso. Se declara sin lugar el recurso. SL
12970-11.  DEFENSA TECNICA.  DENEGATORIA DE  DEFENSOR PÚBLICO A DEUDOR ALIMENTARIA PROVOCA INDEFENSION Y DISCRIMINACIÓN.   El recurrente manifiesta, que por demanda de pensión alimentaria interpuesta en su contra, se presentó ante el Despacho Judicial recurrido, donde fue detenido ilegítimamente, y sin asistencia letrada, a pesar de que la solicitó, se llevó a cabo la audiencia. Manifiesta que al tutelado se le fijó la pensión alimentaria en la suma de 165.000 colones, la cual debía ser pagada por mes adelantado, suma que le es imposible pagar, y que -según indica- fue dispuesta sin valorar la situación  económica  del amparado, precisamente por la falta de defensa técnica. Alega que pese a haber presentado recurso de apelación en contra de dicha disposición, se ordenó  su  captura, sin existir saldo  alguno pendiente, por lo que fue detenido por un error del juzgado recurrido. Señala la Sala que  la detención del amparado no obedece a un error del Despacho Judicial recurrido, sino a la mora en que encontraba con respecto a un saldo del pago de la cuota alimentaria correspondiente al mes de setiembre, de ahí que ante su incumplimiento y en tutela de los derechos de los menores beneficiarios de la pensión alimentaria, se expidió el apremio corporal. Asimismo, se indica que conforme la jurisprudencia de este Tribunal, debe hacerse notar al amparado que la posibilidad de intervención de la Defensa Pública en materia de familia, más específicamente en asuntos de carácter alimentario, está limitada y restringida a la asistencia que pueda y deba prestarse a la parte actora de dichos procesos, mas no a la parte demandada, es decir, al eventual obligado alimentario. En este sentido, la ausencia de un defensor público que ejerciera su representación como demandado alimentario durante el acuerdo conciliatorio, carece del efecto de violentar sus derechos fundamentales, pues en momento alguno se le está negando el ejercicio de su derecho a la defensa, pues si no está de acuerdo en los términos convenidos o desea modificarlos, puede hacer uso de todas las herramientas que el principio del contradictorio pone a su disposición en este tipo de asuntos judiciales. De tal forma, esta definición dista de ser violatoria del derecho a la defensa, así como tampoco se vulnera el principio de igualdad, pues debe tomarse en cuenta la posición ventajosa que desde el punto de vista jurídico-material ostenta el presunto deudor alimentario sobre la parte que precisamente reclama sus alimentos, por lo que bajo ningún concepto existe a priori una relación de igualdad entre estos sujetos procesales.  Se declara SIN LUGAR el recurso. SL
12546-11. DEFENSA. DERECHO DEL IMPUGADO A REUNIRSE DE MANERA PRIVADA CON SU ABOGADO DEFENSOR. El recurrente, acude ante esta Jurisdicción Constitucional a favor de los derechos fundamentales del tutelado, por cuanto acusa que fue detenido por la Fuerza Publica luego de ser vapuleado y fue llevado, luego de tres horas, al hospital para recibir atención médica, de otra parte indica que no se le permitió reunirse con su representado para entrevistarse de forma privada, por lo que estima se han conculcado los derechos fundamentales del tutelado. Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso, en cuanto a la negativa del Ministerio de Seguridad Pública de permitirle al tutelado reunirse de manera privada con su abogado defensor durante su detención. En cuanto a los demás extremos, se declara sin lugar el recurso. CL
12574-11. DEFENSA. SEPARAN A DEFENSORA PARTICULAR. La recurrente reclama violación al derecho de defensa y libertad personal del tutelado, pues se le separó de su cargo como defensora particular de éste de forma arbitraria e injustificada. En este caso, señala la Sala que no ha existido violación alguna a los derechos fundamentales del tutelado. Lo anterior, porque en el informe rendido por el representante de la autoridad recurrida y la prueba aportada para la resolución del asunto, ha sido debidamente acreditado que, el Tribunal Penal de Desamparados ordenó separar a la recurrente del cargo de defensora particular del tutelado y se le solicitó a la Oficina de Defensores Públicos de esta Localidad nombrar a un profesional para que asuma la representación del imputado. Nótese que la autoridad recurrida señala que la citada profesional ha ocasionado que en prácticamente tres años ese Tribunal no hubiese logrado resolver en definitiva la situación jurídica de las dos personas acusadas, todo lo anterior con maniobras, como incapacidades médicas privadas, presentadas en un espacio temporal muy reducido antes de la celebración del debate, motivo suficiente para separarla del caso en la forma que se resolvió. Ahora bien, la legitimidad de lo resuelto no puede ser cuestionado en esta sede, pues el agravio apuntado no tiene relación con la libertad del tutelado –objeto del recurso de habeas corpus–. SL

12593-11. JUEZ. PARTICIPACIÓN DE LOS MISMOS JUECES DE CASACIÓN EN LA AUDIENCIA ORAL Y EN LA TOMA DE LA DECISIÓN DE FONDO. Reclama el recurrente violación del principio del juez natural e imparcial pues los Magistrados de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia que intervinieron en el dictado de una sentencia, también intervinieron resolviendo recurso de casación planteado en una causa primera anterior, relacionada directamente con la primera causa. En segundo término acusa que se excluyó a uno de los Magistrados, quien intervino  en la audiencia  oral y fue sustituido por otro,  siendo  el primero a quien  le  correspondía  por reglamento, redactar   el proyecto  del  fallo. En este caso, ha sido debidamente acreditado que los recursos de casación en que participaron los magistrados de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia  corresponden a dos causas distintas, que tienen en común entre ambas el mismo bien inmueble; aspectos que no son suficientes para determinar que se trata de un mismo asunto, como erróneamente afirma el recurrente, pues no hay identidad de hechos, que son distintos y acaecieron con un espacio de cinco años entre ambos.  Sobre la participación de los jueces de casación se cita la sentencia 6681-96 y consta que la sustitución del Magistrado se dio por motivos de salud y en todo caso, en la audiencia oral celebrada no se ampliaron los argumentos de casación ya interpuestos, ni se recibió prueba o aportó elemento nuevo, lo que lleva a descartar la violación al debido proceso o el principio de inmediación. SL
12510-11. TRADUCTOR. NOMBRAMIENTO DEBE SER PLANTEADO ANTE LAS AUTORIDADES PENALES. Alega el recurrente que fue detenido a su ingreso a Costa Rica por la frontera de Peñas Blancas, y desde ese momento ha participado en varias diligencias policiales y judiciales, aun cuando las autoridades tienen conocimiento de su nacionalidad estadounidense y de su poco manejo del idioma español, a la fecha no se le ha brindado un traductor que pueda explicarle los hechos por los cuales se le acusa y el proceso que se le está llevando realizando. En este caso, las autoridades recurridas  han sido contundentes al afirmar y ofrecer prueba de que el aquí recurrente no tiene problemas para entender y expresarse en español. De manera que siendo ese el reparo objeto del recurso, al alegar el recurrente que por el poco conocimiento del idioma, se le mantiene en indefensión, habiéndose descartado tal situación no solamente por la comunicación escuchada por las autoridades, sino además, porque tampoco la Defensa del recurrente solicitó ante estrados la necesidad de que se nombrara un interprete, lo cual confirma lo innecesario de un traductor, no tiene este Tribunal elementos de convicción que descarten lo informado. Lo anterior no obsta para que, si el imputado o su defensor insisten en que necesariamente se debe nombrar un traductor, por considerar que el afectado tiene problemas en comprender el idioma español, así lo planteen ante las autoridades penales, para que sean ella, conforme en derecho corresponde, las que resuelvan en definitiva, auxiliándose con las valoraciones o peritajes que estimen necesarios. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada Miranda salva el voto, conforme lo indica en el último considerando de esta sentencia. SL
12322-11  DETENCION.  FUE ABSUELTO DE CAUSA PENAL Y SE PUSO A LA ORDEN DE MIGRACION. El recurrente alegó que, pese a que el Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de San José lo absolvió en una causa penal que se siguió en su contra, aún lo mantiene en prisión.  En este caso consta que el Tribunal accionado aclaró y demostró, con la copia respectiva, que sí ordenó la libertad del amparado. Ahora bien, dado que el recurrente, de nacionalidad rumana, no acreditó condición migratoria legal en el país, quedó a las órdenes de la Dirección General de Migración y Extranjería. De su parte, el Director del Centro de Atención Institucional de San José confirmó que, en efecto, el mismo día que se dictó la sentencia absolutoria, el recurrente egresó del centro penal, a las órdenes de la Dirección General de Migración y Extranjería, que, como se acreditó, dictó en su contra detención administrativa por otras razones. El recurrente objeta que el Tribunal avisara a la Dirección General de Migración y Extranjería sobre su situación; sin embargo, a juicio de esta Sala, tal actuación no lesiona la libertad personal del recurrente, como no lo habría hecho ninguna otra instancia que lo denunciara. Se declara sin lugar el recurso.  SL
12363-11  PRISION PREVENTIVA.  PRORROGA SIN DAR AUDIENCIA A DEFENSOR DEL IMPUTADO.    La accionante acusa que por resolución del veintisiete de julio del dos mil once, se prorrogó la prisión preventiva de sus defendidos sin darle audiencia a la defensa. Alega que presentó recurso de apelación, y se le dio audiencia hasta el veintidós de agosto del dos mil once,  por lo que sus representados estarían veintidós días más privados de libertad en forma ilegítima.     Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de los, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de fundamento a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.   CL
12365-11 PRISION PREVENTIVA. FUNDAMENTO. ESTUVO REBELDE POR MÁS DE ONCE AÑOS.    La accionante presenta recurso de hábeas corpus contra el Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica. Acusa que el tutelado se encuentra privado ilegítimamente de su libertad. Considera que la prisión preventiva dictada carece de fundamentación pues no valoró la prueba existente. Esta Sala resolvió que, tiene por acreditado que la medida cautelar de prisión preventiva se encuentra debidamente motivada. . Por lo que descarta la lesión al debido proceso y a la libertad del acusado. Nótese que la prisión preventiva se encuentra motivada en la conducta desplegada por el tutelado, quién a pesar de tener pleno conocimiento de un proceso penal instaurado en su contra, se fue del país, lo que provoco la declaratoria de rebeldía - por obstaculización de la Administración de Justicia-. Se verifica que transcurrieron once años y cuatro días, para que el tutelado fuera capturado y así reestablecerse los procedimientos. Se declara sin lugar el recurso.   SL

11966-11. JUEZ. EL CUESTIONAMIENTO SOBRE LA PARTICIPACION DE UN MISMO JUEZ EN DIFERENTES INSTANCIAS, SE DEBE PLANTEAR EN LAS INSTANCIAS PENALES CORRESPONDIENTES. recurrente acusa que a pesar de que uno de los jueces que integró el Tribunal que lo condenó, participó en el primer debate de la causa, que fue anulado debido a que dos de los jueces del Tribunal debieron incapacitarse; a pesar de ello, éste juez dispuso no separarse del proceso penal, por lo que participó en el dictado de la sentencia emitida en su contra, por la que se condenó al tutelado, situación que a su parecer implica una violación al principio de juez imparcial. Sobre el tema se cita el voto 11858-11, en donde se señaló que estos alegatos no son susceptibles de valorar por medio del recurso de hábeas corpus sino por el contrario, son propios de plantear ante las instancias penales correspondientes, por medio de los remedios legales que la ley establece a fin que se resuelva lo que en derecho corresponda. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada y el Magistrado Jinesta ponen nota. Comuníquese. SL
11967-11. EXTRADICIÓN. CONTINÚA DETENIDO A PESAR DE HABER OBTENIDO ESTATUS DE REFUGIADO.  El  recurrente  manifiesta que es ciudadano mexicano  y  fue detenido  en Costa  Rica.  Señala que  se encuentra  en prisión preventiva   desde  el  21  de  enero  de  2010, a pesar de que el 02 de junio de este año le fue concedida la condición de refugiado y aún así, se mantiene detenido. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada Miranda y el Magistrado Jinesta Lobo salvan el voto y declaran con lugar el recurso. SL
12099-11. EJECUCIÓN CONDICIONAL. SE LE NIEGA POR ANTEDECENTE DE PENA SANCIONADO CON DIAS MULTA. El recurrente acusa su inconformidad con las autoridades penales recurridas, relacionada con que no se le haya otorgado el beneficio de la ejecución condicional  de la pena, el cual le fue denegado debido al antecedente delictivo sancionado con pena de días multa. Señala la Sala que el otorgar o no el beneficio de Ejecución Condicional es una facultad que tiene el juez al dictar sentencia, conforme a lo preceptuado en los artículo 59 y 60 del Código Penal, lo que hace innecesario entrar en mayores o accesorias valoraciones alegadas en el caso planteado. Además, se ha reiterado en la jurisprudencia constitucional, que no procede cuestionar en esta sede la validez o procedencia de la sentencia dictada en esa jurisdicción. Además, lo que reclama el gestionante no es un derecho constitucional, sino un beneficio que otorga la potestad jurisdiccional del Estado, en forma discrecional cuando las circunstancias del caso lo ameriten, tal y como lo señala la normativa de citada. Se cita el voto 9693-00 y se declara sin lugar el recurso. SL 

11955-11. DEFENSA TECNICA. INCONFORMIDAD POR ORDEN JUDICIAL DE LLEVAR DEFENSA DE IMPUTADO POR VIDEO CONFERENCIA.   El recurrente manifiesta, que en el despacho  recurrido tramita una causa penal contra el amparado del cual es defensor y, no puede asistir al debate por razones de distancia; no obstante le indicaron que asumiera la defensa por video conferencia. Alega  que de aceptar defender al amparado estando en el Tribunal  Penal  de  Santa  Cruz,  le  ocasionaría un grave estado de indefensión. En este caso, para la Sala ha quedado demostrado en autos, que el debate señalado para el pasado 26 de agosto no se realizó debido a la inasistencia del recurrente en su condición de defensor particular del amparado. Ello significa que no hizo uso del medio tecnológico que mediante resolución de las 9:48 hrs del 25 de agosto pasado le dio como opción el Tribunal de Juicio de Osa. Así, se considera que el presente asunto carece de interés actual, pues el recurrente no hizo uso de la alternativa que le dio el Tribunal recurrido y que objeta en esta sede. Se declara sin lugar el recurso.  SL

11958-11. DETENCIÓN. SE PROLONGA DETENCIÓN DEL AMPARADO POR FALTA DE COORDINACIÓN ENTRE DESPACHOS. El recurrente, defensor público, alegó que el Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Turrialba dictó prisión, por tres días, contra el tutelado, con base en una orden de captura por rebeldía, decretada por el Juzgado Penal. Adujó que la orden de captura solo imponía capturar al tutelado para actualizar su domicilio y dejarlo, de inmediato, en libertad. En este caso consta, que los oficiales de policía ejecutaron la orden el 27 de agosto de 2011 y, lo pusieron a la orden del Juez Contravencional, quién, por ser día inhábil, realizaba las funciones de Juez Penal. Según indicó la Jueza Penal, el Juez Contravencional debió simplemente actualizar el domicilio del tutelado y dejarlo en libertad. Sin embargo, el Juez Contravencional decidió dejarlo detenido hasta el lunes siguiente, cuando el Juzgado Penal retomó sus funciones. En este caso, es muy claro que se mantuvo al tutelado indebidamente detenido. La falta de coordinación entre distintos despachos no justifica, de ninguna manera, la privación ilegítima de libertad que resulta imputable al Estado. Frente al tutelado, lo cierto es que se le privó de libertad durante un plazo mayor al estrictamente necesario para cumplir con el objetivo por el que se dictó la captura. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del tutelado. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.  CL
DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS

12271-11 PERMISO. NO SE PERMITE A LOS EXTRANJEROS NO RESIDENTES, PERMISO DE PORTACION DE ARMAS.   El recurrente manifiesta que es residente  rentista desde hace más de 20  años  y  desde  hace  10  años  cuenta  con  permiso  de  portación  de  armas otorgado por  la Sección de Armas y Explosivos del Ministerio  recurrido.  Señala que en el mes de julio,  al solicitar  la renovación del permiso, le fue denegado, pues, según se le informó, la circular  número 0426-2010  DM, emitida  el 3 de febrero de 2010, se  ordenó  la denegatoria  de  la matrícula y permiso de portación de armas de fuego  a todo  extranjero con  estatus migratorio distinto  al  de  residente permanente  libre  condición.    Alega  que  dicho  acto  es discriminatorio  y lesivo a sus  derechos fundamentales.     Esta Sala resolvió que, lo alegado por el recurrente hace referencia a un conflicto de legalidad ordinaria ajeno a su ámbito de competencia, pues no le compete a este Tribunal determinar los requisitos y condiciones que deben cumplirse para otorgar o renovar un permiso de portación de armas, conforme a la debida interpretación y aplicación de la normativa aplicable. Se declara SIN LUGAR el recurso. SL
FAMILIA
12458-11. MENOR DE EDAD. SE ANULA SENTENCIA DE TRIBUNAL DE FAMILIA QUE OBLIGA QUE MENOR DE EDAD SEA ENTREGADA A SU PADRE EN ESTADOS UNIDOS. Alega la recurrente que el Juzgado de Niñez y Adolescencia del Primer Circuito Judicial de San José ordenó la restitución de su hija de tres años a Estados Unidos de Norteamérica, lugar que no conoce, por cuanto ha vivido toda su vida en Costa Rica. Manifiesta que ella no puede entrar a dicho país, debido a que esta amenazada de muerte por parte del padre de la menor tutelada, quien sufre adicción a las drogas, no cuenta con trabajo fijo, ni domicilio, y ha ejercido conductas violentas contra la integridad física de ambas. Afirma que ha solicitado la naturalización, por lo que solicita no ser obligadas a abandonar el territorio nacional, para evitar consecuencias de difícil o imposible reparación. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso. Se anulan las sentencias del Juzgado de Niñez y Adolescencia del Primer Circuito Judicial de San José número 163 de las 9:50 horas del 7 de mayo de 2010 y del Tribunal de Familia 1002-10 del 22 de julio de 2010. El Magistrado Armijo Sancho salva el voto y declara sin lugar el recurso. El Magistrado Castillo Víquez declara con lugar el recurso por otros motivos y, en consecuencia, ordena que no se ejecuten las sentencias judiciales hasta tanto se le permita a la madre viajar a ese país sin perjuicios para ella por los hechos que han motivado este hábeas corpus. Los Magistrados Cruz Castro y Salazar Cambronero ponen nota. Comuníquese. CL
12338-11  MEDIDA CAUTELAR.  TRASLADO DE MENORES A UN ALBERGUE SIN NOTIFICAR A MADRE BIOLOGICA. La recurrente manifiesta que, el 25 de mayo anterior  la trabajadora  social de la institución  recurrida realizó una visita sorpresa  y  cayó  en  el error   de que sus hijos deambulaban por  la calle durante noche y día, lo que no es cierto, ya que estaban  al  cuidado  de  su  hermana  y  su  madre.  Refiere que  en  esa  ocasión  la trabajadora  se llevó a sus  hijos a un albergue.  Considera  violentados  el debido  proceso  y  su derecho de defensa toda vez que ha estado sometida a una persecución por parte de la trabajadora  social del PANI. Señala  que  no  puede  visitar  a  sus  hijos  ni acercarse a ellos. Estima que le han quitado a sus  hijos de forma arbitraria  pues también  le  han  exigido  que entregue  a  su  hija menor,   de  ocho meses   de  edad. Indica que ni siquiera sabe   en qué albergue  están pues no  se  lo quieren decir algo al respecto. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Coordinador de la Oficina Local de Alajuela del Patronato Nacional de la Infancia, que de manera inmediata, lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para  que se notifique a la recurrente, la resolución de las 10:00 hrs. de 8 de junio de 2011. CL Parcial      

PRONTA RESOLUCION

12644-11. MORA JUDICIAL. SE ACUSA RETARDO EN RESOLUCION DE PROCESO SUCESORIO. (SALA CONSTITUCIONAL CAMBIA EL CRITERIO).  En este caso, la recurrente acusa retardo en la resolución de proceso sucesorio. Concretamente, se alega que, a la fecha de interpuesto este amparo, no se ha resuelto la solicitud planteada el 03 de agosto de 2010, a fin que se designe albacea provisional, gestión que fue reiterada el 30 de agosto de este año. Generalmente, estos casos eran admitidos y comprobado el retardo, se declaraban con lugar, dado a los despachos judiciales un plazo razonable para resolver. A partir de este caso, la Sala reconsidera la línea jurisprudencial, porque entre otras razones expuestas en la sentencia, en estos asuntos, los justiciables han empleado la práctica de plantear tantos recursos de amparo en un proceso jurisdiccional, como veces estimen que se ha infringido el derecho a una justicia pronta. Esto ha producido que en un solo proceso jurisdiccional se puedan presentar múltiples amparos contra la supuesta inercia jurisdiccional, de esta forma, el derecho a una justicia pronta o a un proceso sin dilaciones indebidas se ha fracturado, pudiendo ser invocado en cualquier estadio procesal, sin que haya concluido de manera definitiva mediante una resolución con autoridad de cosa juzgada vertida por la última instancia judicial en la materia respectiva.  Lo anterior ha transformado a la Sala Constitucional en una instancia más de los procesos de la jurisdicción ordinaria para gestionar el pronto despacho o resolución célere de los asuntos. Esta práctica ha sometido a la Sala Constitucional a un ingente circulante y a tener que valorar, cualquiera que sea la etapa procesal, si se ha producido o no un retardo injustificado en la administración de justicia. Como se indicó, por estas y otras razones expuestas a partir de esta sentencia, este Tribunal admitirá los procesos de amparo interpuestos por violación del numeral 41 de la Constitución Política u 8, párrafo 1°, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, única y exclusivamente, cuando el proceso jurisdiccional haya concluido por virtud de sentencia con autoridad de cosa juzgada emitida por la última instancia procedente. Esta regla podrá ser valorada, en cada caso concreto, de manera, que la Sala Constitucional podría conocer y resolver un amparo sobre esta materia, aunque el proceso no haya llegado al estado indicado, cuando estime que existe una infracción grosera que debe ser atendida, todo de plena conformidad con el supracitado artículo 7° de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Asimismo, se indica que en la mayoría de las legislaciones sectoriales de carácter procesal, actualmente, han incorporado mecanismos para acelerarlos, tales como el “pronto despacho”, particularmente, el Poder Judicial ha implementado mecanismos de queja de los justiciables ante la Inspección Judicial y la Contraloría de Servicios.  Ver en el mismo sentido la sentencia 12645-11. En razón de lo expuesto, declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada y el Magistrado Armijo salvan el voto y declaran con lugar el recurso. El Magistrado Castillo pone nota. SL (las dos sentencias citadas ya se encuentran disponibles en internet)
LIBERTAD DE PRENSA
12514-11. PUBLICACIÓN. CONTROL POR PARTE DE LA DIRECCIÓN DE CONTROL Y CALIFICACIÓN DE ESPECTÁCULOS PÚBLICOS. Alega el recurrente que la Dirección de Control y Calificación de Espectáculos Públicos, esta llamada a cumplir con la obligación de proteger a la sociedad, y particularmente a la familia y a la niñez costarricense. Sin embargo, ha permitido que algunos medios de comunicación publiquen fotos de escenas que lesionan el derecho constitucional de tener una vida sana y un ambiente saludable, como sucedió en el caso de un futbolista, cuando el Diario Extra, publico unas fotografías del fallecido, sin censura alguna. Agrega que en igual situación se presento con la publicación de unas fotos de un joven menor de edad asesinado en el Colegio Juan Pablo Salazar Calderon, las cuales son crudas e irrespetuosas de la dignidad humana. Por las razones expuestas, solicita a esta Sala que se declare con lugar el recurso, con las consecuencias de ley. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
LIBERTAD DE TRANSITO

12657-11. SANCIONES.  PÉRDIDA DE PUNTOS EN LA LICENCIA DE CONDUCIR. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 130 inciso d) y 80 párrafos 3) y 4) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y sus reformas. Señala el accionante que tiene más de treinta años de dedicarse al transporte de estudiantes y servicios especiales, manteniendo sus permisos al día. Refiere que el pasado cinco de mayo estaba realizando el servicio de transporte en la ruta de estudiantes de la Escuela y Colegio Los Angeles, sito en Sabana Norte, cuando fue sancionado por un inspector de tránsito debido a que uno de los menores de edad en ese momento viajaba sin el cinturón de seguridad. Afirma que se le aplicó la sanción prevista en el artículo 130 inciso d) en relación con los párrafos 3) y 4) del artículo 80 de la misma Ley. Señala que de la aplicación de estos numerales se obtiene que la sanción correspondiente sea la pérdida de los cincuenta puntos de la licencia de conducir, que constituya la totalidad de puntos y la consecuente suspensión de dicho documento por dos años. De confirmarse la sanción impuesta, se quedaría sin empleo pues no podría ejercer su oficio hasta dentro de dos años. Asimismo cuestiona el hecho de que sea el conductor del vehículo quien asuma la responsabilidad de actos u omisiones de terceras personas y se le imponga una sanción por ello. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anula el inciso a) del artículo 71 bis de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y sus reformas, únicamente en cuanto señala que se descontará la totalidad de los puntos al conductor por la comisión de la conducta prevista en el artículo 130 inciso d) de la misma Ley.   En lo demás, se declara sin lugar la acción. Los Magistrados Calzada, Jinesta y Castillo salvan el voto y declaran sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial y al Consejo de Seguridad Vial. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. CL Parcial

12460-11. APELACION. RECURSO ULTERIOR EN OTRA SEDE DIFERENTE AL MINISTERIO DE OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTES. Alega el recurrente que se le impuso una infracción de tránsito, que se vio en la necesidad de apelar. No obstante, su apelación fue rechazada por lo que ahora se encuentra en cobro una multa de doscientos nueve mil colones. Afirma que no existe recurso ulterior en otra sede que no sea el propio ministerio, lo cual considera lesivo de sus derechos constitucionales, especialmente el debido proceso legal. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
MINORIAS
12975-11.  RESERVA INDÍGENA. OMISION DE CONSULTA A PUEBLOS INDIGENAS POR UBICACIÓN DE PROYECTO HIDROELECTRICO. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 1, 4 y 8 del Decreto Ejecutivo número 34312-MP-MINAE del 6 de febrero del 2008. El accionante alega que el decreto impugnado viola el derecho a la propiedad privada, ya que las áreas dentro de las cuales se ejecutará  el proyecto, se ubican mayoritariamente en zonas declaradas de reserva indígena. Indica que de conformidad con el artículo 14 del Convenio 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales en países independientes, los pueblos indígenas, luego de que el gobierno cumple con su obligación de determinar y delimitar sus tierras, tienen total derecho a que se les garantice la protección efectiva de esas áreas, reconociéndoles y respetándoles su derecho de propiedad. Alega que sin observancia de sus derechos de propiedad, consagrados en el párrafo segundo del artículo 2 de la Ley Indígena, el decreto impugnado afecta aproximadamente setecientas hectáreas de su territorio, contraviniendo de esta forma, no solo lo dispuesto por el artículo 14 del Convenio No. 169, sino también el artículo 45 de la Constitución Política. Alegan que la actuación gubernamental obviando adrede recabar de previo su opinión, implica clara violación a sus derechos, pues ellos se conculcan al reducir su actividad a participar tardíamente en arreglos "post mortem" pues no permiten su participación, sino de manera limitada e impropia luego de tomada la decisión de ejecutar los actos iniciales del proyecto para seguidamente continuarlo sin valorar su opinión. Se declara sin lugar la acción respecto de los artículos 1 y 4 del Decreto Ejecutivo número 34312. Por mayoría, se interpreta conforme a la Constitución el numeral 8 del Decreto Ejecutivo número 34312, siempre y cuando la consulta establecida en el artículo 4 de ese Decreto se realice en el plazo improrrogable de 6 meses contado a partir de la notificación de este pronunciamiento. Los Magistrados Calzada, Jinesta y Cruz salvan el voto y declaran parcialmente con lugar la acción de inconstitucionalidad, únicamente, contra el artículo 8° del Decreto Ejecutivo No. 34312-MP-MINAE, en cuanto la delimitación del Proyecto Hidroeléctrico El Diquís comprende puntos de la Reserva Indígena de Térraba de Buenos Aires de Puntarenas y no le fue consultado a la comunidad indígena. El Magistrado Cruz pone nota.  SL

12798-11. PUENTE PEATONAL. INCUMPLIMIENTO DE LEY 7600 PARA EL USO DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD.     Manifiesta el recurrente que el cantón de la Unión de Cartago se encuentra separado por la Carretera Interamericana, por lo que para tener acceso a varios servicios y deportes deben utilizar un puente peatonal, el cual, no cuenta con los accesos establecidos por la Ley número 7600. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora Ejecutiva del Consejo de Seguridad Vial, que de manera inmediata tome las medidas urgentes, para que en el plazo de tres meses, se adopten las medidas que sean necesarias a fin de cumplir con lo estipulado en la Ley 7600 y proveer de acceso a las personas con discapacidad en el puente peatonal que comunica el sector norte de San Diego con el sector sur (frente a la Iglesia Católica) en el Cantón de la Unión de Cartago. El Magistrado Castillo Víquez redacta una nota. Notifíquese esta resolución a la accionada en forma personal.   CL

12802-11. PERSONA CON DISCAPACIDAD.  HOTEL PUNTA LEONA INCUMPLE LEY 7600. La recurrente reclama que el salón Columbus del Hotel y Club Punta Leona no cuenta con un baño acorde con las disposiciones de Ley No 7600, sin que las autoridades recurridas hayan remediado dicha situación, lo cual va en detrimento de sus derechos fundamentales.  Se declara CON LUGAR el recurso.  En consecuencia se ordena al Director del Área Rectora de Salud de Garabito de la Rectoría de Salud Pacífico Central del Ministerio de Salud, realizar las gestiones pertinentes para verificar el cumplimiento de lo ordenado en la orden sanitaria No. DC-G-179-2011 del 18 de agosto de dos mil once contra el Hotel y Club Punta Leona, en caso de no ser así tomar las acciones correspondientes. El Magistrado Castillo Víquez pone una nota. CL 

12948-11. MENOR CON DISCAPACIDAD. INCUMPLIMIENTO LEY 7600 POR MAL ESTADO DE CALLES Y ACERAS EN MORAVIA.  La recurrente acude en amparo de los derechos fundamentales de su hija, persona con discapacidad física. Indica que desde febrero anterior presentó ante las Municipalidades de Tibás y Moravia, una solicitud para que se cumplan las condiciones de accesibilidad para personas discapacitadas, conforme la Ley No. 7600 y su reglamentación, concretamente, que se construyan rampas y se obligue a propietarios de los fundos de esas jurisdicciones, a construir aceras para facilitar la movilización de las personas con discapacidad física. No obstante, a la fecha, no se ha resuelto la situación acusada. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Moravia, que adopte las medidas pertinentes para que en el plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente resolución, se garantice las condiciones de accesibilidad para las personas con discapacidad conforme las especificaciones contenidas en la Ley No. 7600 y su reglamento, lo que implica la construcción o reparación de rampas y el apercibimiento a los propietarios o poseedores de bienes inmuebles de esa jurisdicción que no hayan construido o adecuado las aceras frente a sus propiedades conforme la norma supra indicada, para que procedan a su modificación. Lo anterior, sin perjuicio que en caso de omisión del propietario o poseedor de cumplir las obligaciones señaladas, la Municipalidad de Moravia realice los trabajos y aplique las multas correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75 y 76 del Código Municipal. En cuanto a la Municipalidad de Tibás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
12230-11.  ADULTO MAYOR. MAL TRATO A PERSONAS MAYORES EN BUSES DE EMPRESA LUMACA S.A.  El recurrente, adulto mayor, considera que las actuaciones de los choferes de la empresa recurrida son violatorias de sus derechos fundamentales porque es objeto de discriminación al prohibírsele sentarse en el asiento delantero. Lo anterior, pese a que ya presentó la queja ante la empresa recurrida. Se declara con lugar el recurso y en consecuencia: 1) Se ordena al representante de la empresa Autotransportes Lumaca S.A., emitir de inmediato las órdenes correspondientes a efectos de que los choferes de la empresa que representa no vuelvan a incurrir en los actos u omisiones que dieron mérito para acoger este recurso, y disponer de inmediato una investigación a efectos de sancionar a los choferes responsables, bajo apercibimiento de cometer el delito sancionado en el artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. 2) Se ordena al Ministro de Obras Públicas y Transportes que adopte de inmediato las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para supervisar y fiscalizar que la empresa Autotransportes Lumaca S.A. no esté incurriendo en violaciones a la Ley del Adulto Mayor, en cuyo caso, deberá iniciarse el procedimiento administrativo correspondiente para disponer las sanciones correspondientes. Se ordena testimoniar piezas ante el Ministerio Público para que investigue el incumplimiento por parte de, representante de la empresa Autotransportes Lumaca S.A., al no haber rendido la contestación que se le solicitó en la resolución de las 14:31 horas del 28 de julio del 2011 dictada dentro de este recurso  (artículo 71 de la Ley de Jurisdicción Constitucional). CL
11916-11.  DISCRIMINACION. INCONFORMIDAD CON EL EMPLEO DE LA PALABRA “BASTARDO” EN LA CULTURA COSTARRICENSE. El recurrente manifiesta, que el término “bastardo” es discriminatorio, pues hace referencia, entre otros aspectos, a las personas nacidas de padres no consagrados en matrimonio. Indica el recurrente que se siente afectado en sus derechos constitucionales, pues la sociedad lo ha encuadrado en esa condición social. Solicita que se declare con lugar el presente recurso de amparo, y se elimine el citado término  de los libros de textos educativos, obras teatrales, novelas y medios de comunicación.    Esta Sala resolvió que, no le corresponde conocer sobre ese reclamo, por ser un asunto de legalidad ordinaria, vía en la cual corresponde analizar las razones históricas y culturales que permiten utilizar ese término y, por ello, podrá la parte recurrente acudir ante la vía de legalidad respectiva, a fin de plantear allí las gestiones que estime pertinentes para que se resuelva lo que en derecho corresponda.  Se rechaza de plano el recurso. La Magistrada Calzada Miranda pone nota.   RP
MUNICIPALIDAD
12986-11. PLAN REGULADOR. MUNICIPALIDAD DE GARABITO. El recurrente alega que el Concejo de Garabito no puede aprobar el Plan Regulador porque el Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones y el Instituto Geográfico Nacional no han cumplido con la presentación de Certificación de Áreas de Patrimonio Natural del Estado vigente. Alega que esta omisión implica que el Concejo no pueda aprobar el plan regulador costero, por ende no se pueden otorgar concesiones. Además, aduce que esta situación afecta gravemente el patrimonio natural, ya que al no poder aplicar el Plan Regulador, se ha impedido un desarrollo acorde con el ambiente. En este caso, se analiza el papel de las municipalidades en materia ambiental, los fines de los planes reguladores y, finalmente, se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro y Viceministro de Ambiente Energía y Telecomunicaciones, remitir a la Municipalidad de Garabito la Certificación de Áreas de Patrimonio Natural, en el improrrogable plazo de UN MES, contado a partir de la notificación de esta sentencia. CL
12761-11. PLAN REGULADOR. LIMITACIONES ARBITRARIAS A LA PROPIEDAD. El recurrente alega que la denegatoria de uso conforme que expidieron las autoridades recurridas para la ubicación de un proyecto residencial en su inmueble en San Rafael Arriba de Desamparados, por determinarse que de conformidad con el Mapa de Zonificación del Plan de Ordenamiento Territorial, su propiedad se ubica en Zona Recreativa Deportiva, constituye una limitación que trasciende los principios de proporcionalidad y razonabilidad. Señala la Sala que a este Tribunal, no le corresponde determinar si al inmueble del amparado debe permitírsele y ubicársele con otro uso y, por ende, el uso de suelo para ubicar allí un proyecto residencial constituye un uso conforme de acuerdo con el Plan Regulador vigente en la Municipalidad de Desamparados, debido a que este es un asunto propio del contralor de legalidad y no de esta jurisdicción especial que, como tal, debe ser planteado y resuelto en la vía de legalidad correspondiente (administrativa o jurisdiccional). Se declara SIN LUGAR el recurso. SL
12891-11. VIAS PÚBLICAS. FALTA DE ACERAS Y RAMPAS EN PASEO DE LOS TURISTAS DE PUNTARENAS.  El accionante alega incumplimiento de la Ley 7600 por la ausencia de aceras, rampas, caño y cordón de la soda El Crucero, doscientos metros al oeste, en Puntarenas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal del Cantón Central de Puntarenas, dar cumplimiento a las órdenes sanitarias 059-F-2011 y 060-F-2011. Se condena a la Municipalidad de Puntarenas al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.  CL
12886-11. VIAS PÚBLICAS. FALTA DE MANTENIMIENTO DE CAMINOS DEJAN INCOMUNICADA COMUNIDAD NUEVE MILLAS DE LIMON.  La recurrente manifiesta, que a finales del mes de mayo del  año en curso, presentaron ante la Municipalidad recurrida, solicitud de información respecto a la falta de mantenimiento de caminos públicos de interés social,  los cuales, al estar dañados dejan incomunicados a los vecinos de la comunidad, sin que hasta ahora hayan hecho nada al respecto. Se declara parcialmente con lugar el recurso contra la Municipalidad del Cantón Central de Limón. Se ordena al Alcalde Municipal del Cantón Central de Limón, que proceda a adoptar y ejecutar las medidas necesarias para realizar las obras de mantenimiento y reparación a los caminos que comunican a los vecinos de la comunidad Nueve Millas, Moín Limón, en el plazo de DIECIOCHO MESES a partir de la notificación de esta sentencia. En cuanto al Instituto Costarricense de Ferrocarriles y al Instituto Costarricense de Electricidad, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
12949-11. INUNDACIONES. SE ORDENA SOLUCIONAR PROBLEMA DE CANALIZACIÓN DE AGUAS PLUVIALES EN SAN NICOLAS DE CARTAGO.  El recurrente acusa que la Municipalidad de Cartago dictó una orden para demoler una construcción existente en una propiedad de la cual es poseedor, pese a que esa entidad se ha negado a recibir la documentación pertinente para obtener la licencia de construcción. Asimismo, reclama que en el sector donde vive, concretamente, en San Nicolás de Cartago, aproximadamente, doscientos metros al noreste del taller “3M”, se presentan problemas de inundación por la inadecuada canalización de las aguas pluviales en ese sector.  Se declara parcialmente con lugar el recurso por el problema de canalización de las aguas pluviales en el sector de San Nicolás de Cartago. En consecuencia, se les ordena al Alcalde de la Municipalidad de Cartago y al Director a.i. de Conservación Vial del Consejo Nacional de Vialidad, que coordinen e implementen las medidas correctivas que se encuentren dentro del ámbito de sus competencias para que se solucione el problema de canalización de aguas pluviales que se presenta en el sector de San Nicolás de Cartago, en la intersección de la rutas nacionales 218 y 219. Lo anterior, deberá ser cumplido dentro del plazo de un año contado a partir de la notificación de la sentencia de este proceso de amparo. En lo demás, se desestima el recurso planteado. CL Parcial
12464-11. PERMISOS.  CANCELACION ARBITRARIA DE PERMISOS A FOTOGRAFOS EN PLAZA DE LA CULTURA.   Los recurrentes manifiestan, que toman fotografías en la Plaza de la Cultura desde hace 20 años y, para esos efectos, hace aproximadamente un mes obtuvieron un permiso por escrito con tres meses de extensión. Sin embargo, el recurrido súbitamente anuló esas autorizaciones sin llevar a cabo un procedimiento previo, dejándoles así en total indefensión y afectándoles económicamente. Señala la Sala que los permisos en precario no otorgan derechos al administrado sobre la porción del bien demanial que ocupa, y tampoco declaran un derecho subjetivo o una situación jurídica consolidada, pues son simplemente una ocupación, de carácter temporal, de un espacio público, que bien puede dejarse sin efecto en el momento y la oportunidad que la Administración estime conveniente. Establecido lo anterior, el determinar si es procedente, de conformidad con criterios de legalidad, que el permiso de los accionantes sea renovado, es una labor propia de la vía común, administrativa o jurisdiccional. Por ello, deberán plantear su inconformidad o reclamo ante la autoridad recurrida o en la vía jurisdiccional competente, sedes en las cuales podrán, en forma amplia, discutir el fondo del asunto y hacer valer sus pretensiones. Se rechaza de plano el recurso.   RP
12233-11.   VIA PÚBLICA.   FALTA DE PUENTE PEATONAL PONE EN PELIGRO LA VIDA DE TRAUSENTES EN PEREZ ZELEDÓN.   El recurrente reclama que en la carretera Nº 2 Interamericana Sur –en particular en el sector de Barrio Los Pinos- ha insistido en la necesidad de la construcción de un puente peatonal o en la instalación de un semáforo. Sin embargo, indica que a la fecha no existen siquiera  proyectos para la construcción  de dichas obras  necesarias. Estima que  la omisión del Estado  de observar  lo dispuesto   en  el  artículo 50 de la Constitución Política, ha ocasionado que muchas personas han perdido sus vidas en ese lugar. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al Ministro y al Director General de Ingeniería de Tránsito, ambos del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, que de INMEDIATO adopten las medidas necesarias y que ejecuten las acciones pertinentes para cumplir con lo ordenado en el informe técnico GCSV-38-2011-3554 del 24 de agosto de dos mil once, el Sub Gerente a.i. de Conservación de Vías y Puentes, sea la instalación de un semáforo o la construcción de un puente peatonal en el Barrio Los Pinos en Pérez Zeledón. De lo cual deberá mantener informada a ésta Sala. CL Parcial

12261-11 VIA PÚBLICA.  RETARDO EN REPARAR Y CONSTRUIR LAS ACERAS EN CIUDAD QUESADA.   El recurrente manifiesta que desde el dieciséis de febrero de dos mil nueve la amparada puso en conocimiento de la Municipalidad de San Carlos que en el costado este de la Escuela Juan Bautista Solís, en Ciudad Quesada, había una propiedad de la sociedad denominada Súper Cadena del Norte SA, la cual tenía las aceras en pésimo estado y en algunas partes ni siquiera existía acera, todo ello en una extensión aproximada de setenta y cinco metros. Indica que desde la última notificación a la fecha, a pesar de las múltiples gestiones hechas ante el Alcalde Municipal, con el fin de que proceda a ejecutar la construcción de las aceras como corresponde, el mismo no ha realizado ninguna gestión en ese sentido.   Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de San Carlos, que adopte las medidas necesarias para que, en el plazo de tres meses contados a partir de la notificación de la presente resolución, se resuelva el problema de la acera peatonal en el costado este de la Escuela Juan Bautista Solís, en San Roque. CL
12282-11. DIQUES.  RETARDO EN REPARAR DIQUES DESTRUIDOS POR INUNDACIÓN.  El recurrente manifiesta que la ciudad de Turrialba es atravesada por el río Turrialba, debido a lo cual se ven permanentemente amenazados por su desbordamiento. Refiere que esa situación no se ha dado gracias a que se mantenían 2 muros o diques y que su cauce se conservaba dragado. Señala que en el año 2002 hubo una crecida del río que derribó el puente más largo e importante de la ciudad, "Puente Blanco", y provocó la destrucción de los diques que protegían la ciudad. Dice que por años la maquinaria del MOPT, Dirección de Obras Fluviales, dragaba el río y se amortiguó, con ello, el impacto de las crecidas, pero desde el año 2005 ninguna de las autoridades accionadas hacen nada y menos un plan para ejecutar obras que ya son impostergables para proteger el centro de la ciudad. Acusa inercia de parte de las autoridades recurridas para evitar el riesgo de desbordamiento e inundación en el centro de la ciudad de Turrialba, por cuanto no se han construido diques de contención en la forma que éste considera conveniente. Esta Sala resolvió que, de los informes rendidos por los funcionarios recurridos, y del análisis de la prueba que obra en autos, no se tiene por demostrado el riesgo, el daño ni la inercia acusados por el promovente y, por el contrario, sí se acredita la adecuada labor de las instituciones involucradas al dar respuesta a las gestiones planteadas por el recurrente y diligenciar, dentro del marco de sus competencias, las labores correspondientes tendentes a minimizar los futuros problemas de riesgos por deslizamiento en el Río Turrialba y reducir la vulnerabilidad social. Si el recurrente mantiene alguna inconformidad con lo dispuesto, puede acudir, si lo tiene a bien, a la vía jurisdiccional competente, por ser, la verificación del cumplimiento de parámetros técnicos, materia de legalidad ordinaria. Así las cosas, no se constata actuación u omisión alguna que amenace o violente los derechos fundamentales del recurrente.   Se declara sin lugar el recurso.  SL
12331-11 TORRE.  REVOCAN PERMISOS PARA LA INSTALACIÓN DE TORRES EN PALMARES, SIN DEBIDO PROCESO.   El recurrente manifiesta que las empresas  que  representa  se  dedican  a  la  instalación  de  torres  de telecomunicaciones. Refiere que mediante  resolución Nº 09-2011 de 25 de mayo de 2010, se otorgó el uso de suelo y el permiso de  construcción para una torre de telecomunicaciones a su representada. Señala  que  varios vecinos de Palmares, interpusieron recurso de revisión contra el otorgamiento de  esos permisos. Refiere  que  el  Alcalde  recurrido,  sin  garantizar el  derecho  de defensa y el debido proceso, canceló los permisos de construcción y uso de suelo otorgados a sus representadas. Aclara  que no hubo oportunidad para que ofrecieran prueba y que no  fue  sino  hasta  la  notificación  de  la  resolución  que  se  enteraron  del procedimiento.  Menciona que  el  2  de junio de 2011, recurrieron  la  resolución  en cuestión;  sin embargo,  a  la fecha no se ha resuelto el recurso. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución del Despacho del Alcalde Municipal de Palmares, Nº 09-2011 de las 8:00 hrs. de  25 de mayo de 2011, que acogió el recurso de revisión promovido por los vecinos y revocó en todos sus extremos los permisos de uso de suelo y construcción otorgados a las empresas amparadas. Se  restituye a las sociedades amparadas en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL

12336-11 CONTAMINACIÓN SONICA. CANCHA DE FUTBOL 5 FUNCIONA SIN PERMISO MUNICIPAL.  El recurrente manifiesta que reside en el barrio San Pablo de Ciudad Quesada, donde funciona desde hace algún tiempo una cancha de “fútbol 5” al aire libre, sin ninguna barrera material. Indica que, durante toda la noche, se produce ruido en exceso, que no permite dormir. Señala que a su juicio, la Municipalidad no debió conceder ningún permiso para su uso. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente contra la Municipalidad de San Carlos. En consecuencia, se le ordena al Alcalde de San Carlos, girar, de inmediato, todas las instrucciones necesarias, que estén dentro de su competencia, para impedir el funcionamiento sin permisos de la cancha de “futbol 5” en el barrio San Pablo de Ciudad Quesada. CL Parcial
12387-11  ZONA PROTEGIDA.  SE ACUSA QUE LA CONSTRUCCION EN CERROS DE ESCAZU DAÑAN EL AMBIENTE. El recurrente manifiesta, que el 2 de noviembre de 2009, la Municipalidad accionada permitió la construcción y urbanización en áreas de protegidas como la Zona Protectora Cerros de Escazú. Acusa que distintas personas jurídicas y físicas han presentado, ante la Administración Municipal, solicitudes de permisos de construcción y de visados de planos dentro de la Zona protectora, donde se pretende la aplicación de normativa que ha sido impugnada ante la Sala Constitucional por medio de una acción de inconstitucionalidad en el expediente número 09-9306-007-CO, la que fue presentada por el entonces Alcalde Municipal de Mora, contra el Reglamento de Zonificación del Plan Regulador del Cantón de Mora en el año 2009. Argumenta que estas actuaciones son lesivas al derecho fundamental al ambiente dado que no se toman en cuenta los daños al Área Silvestre Protegida y a las zonas de recarga que existen en la zona. Solicita la suspensión de los efectos de la viabilidad ambiental otorgada al proyecto de relleno sanitario Jateo y la suspensión de permisos o autorizaciones de cualquier tipo que atenten contra el ambiente. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Cruz Castro, Ulate Chacón y la Magistrada  Salazar Cambronero, salvan el voto y declaran con lugar el recurso. SL  
PRIVADOS DE LIBERTAD
13160-11. HACINAMIENTO. PABELLON C DEL CENTRO DE ATENCION INSTITUCIONAL DE SAN CARLOS. Los recurrentes indican que se encuentran recluidos en el Pabellón C del Centro de  Atención Institucional  La Marina de San Carlos, que originalmente era un taller industrial, pero que fue acondicionado para ser utilizado como dormitorio. Alegan que en dicho espacio físico se da un problema de sobrepoblación, por cuanto su capacidad máxima es para 72  privados  de  libertad y actualmente es ocupada por 84 personas. También acusan que el citado pabellón no cuenta con ventilación suficiente, el agua ingresa al lugar cuando llueve, no se cuenta  con  un  espacio  al  aire  libre  para  recibir  el  sol  o  realizar rutinas  de ejercicios, tampoco se cuenta con comedor o con una biblioteca adecuada, los  servicios sanitarios y las duchas son insuficientes, sólo se cuenta con 2 teléfonos  y, por falta de espacio, deben recibirse a los visitantes  dentro  del  módulo.  Finalmente, acusan que los privados de libertad se encuentran expuestos  a  diversos  contaminantes  y  fuentes  de enfermedades,  producidas  por  las  pésimas condiciones   en  que  se encuentran recluidos. Se declara parcialmente CON LUGAR el recurso, únicamente respecto al Centro de Atención Institucional de San Carlos, por la filtración de agua de lluvia en el Pabellón C. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional de San Carlos, que adopte las medidas correspondientes, dentro del ámbito de sus competencias, para que en el término improrrogable de un mes, contado a partir de la notificación de esta resolución, se corrija el mencionado problema de filtración de agua. CL Parcial
12803-11. UBICACIÓN. SE ORDENA SEPARAR PACIENTES CON PROBLEMAS MENTALES QUE NO TIENEN MEDIDAS DE SEGURIDAD Y PRISIÓN PREVENTIVA DE LOS QUE LAS TIENEN. El recurrente manifiesta que su hijo sufre de problemas mentales motivo por el que frecuentemente debe ser internado en el Hospital accionado. Refiere que esta Sala resolvió un recurso de amparo a favor de los padres de familia que tienen a sus hijos internados en ese hospital y obligó al Estado a construir un Hospital Psiquiátrico Penitenciario. Acusa que su hijo fue agredido por otro paciente con medidas cautelares judiciales y cuando consultó con el personal de enfermería de la institución, obtuvo como respuesta que no podían hacer nada al respecto. Solicita la intervención de esta Sala en virtud de que la integridad física de su hijo corre peligro.   Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Director General del Hospital Psiquiátrico, que mientras no entre en pleno funcionamiento el Centro de Atención para personas con Trastornos Mentales en Conflicto, debe proceder de forma INMEDIATA, a separar a los enfermos mentales que no se encuentran sometidos a medida preventiva o de seguridad alguna, respecto de los que sí lo están, así como, abstenerse de incurrir, nuevamente, en la conducta que sirvió de base para la presente estimatoria. De esta manera se les reitera la orden por medio de la cual se les indicó su deber de coordinar con el Ministerio de Gobernación, Policía y Seguridad Pública para asegurar la seguridad de los pacientes. CL

12316-11. HACINAMIENTO. SOBREPOBLACION EN AMBITO B DE LA REFORMA. El recurrente manifiesta que la sobrepoblación existente en el centro penal recurrido asciende a la suma de, aproximadamente, 100 a 110 personas, donde le mínimo que existe son 22 personas por habitación, para un promedio de 88 personas en cada módulo. Alega que lo anterior violenta los derechos de los privados de libertad a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, salud, trabajo, vida, educación, entre otros. Se declara parcialmente CON LUGAR el recurso, únicamente en cuanto al hacinamiento crítico. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma, que adopte, en el plaza de SIETE MESES, contado a partir de la notificación de esta resolución, las medidas pertinentes para eliminar el hacinamiento crítico en el Ámbito de Convivencia B de ese centro penal en el cual se encuentra ubicado el amparado. CL Parcial

SERVICIOS PUBLICOS
12848-11. AGUA POTABLE.  INCONFORMIDAD POR MAL SERVICIO DE AGUA EN COMUNIDAD DE SANTO DOMINGO DE HEREDIA.   Los recurrentes indican que son vecinos de Santo Domingo de Heredia, distrito San Vicente y  acusan que la Municipalidad accionada violenta su derecho de contar con un adecuado servicio de agua potable. Solicitan que se ordene a ese municipio que proceda a dotarles de forma permanente a cada una de sus viviendas, de la cantidad y presión mínima de agua potable que tiene como referencia el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, ente rector en la materia, a fin de que se les garantice un servicio estandarizado de agua potable, por la cual pagan a esa municipalidad. En este caso, la Sala no estima que los recurrentes lleven razón en sus alegatos, pues no se desprende de los autos que se hayan quebrantado los derechos fundamentales de los interesados ni de la comunidad de San Vicente, Heredia, toda vez que no existe conducta alguna dolosa o negligente efectuada por las autoridades recurridas que devengue en el incumplimiento de su obligación de brindar el servicio de agua potable. Asimismo, se les advierte a dichas autoridades que deberán tramitar, a la mayor brevedad posible, el Plan Maestro mencionado en el informe que se rindió para resolver el presente recurso, a efecto de solucionar el problema hídrico bajo estudio. En consecuencia, se declarar sin lugar sin lugar el recurso. SL

12909-11. AGUA POTABLE.  FALTA DEL SERVICIO DE AGUA EN EL PROYECTO HABITACIONAL LAS BRISAS CONOCIDA COMO LA POZA DEL ABUELO EN PASO CANOAS.   Los recurrentes manifiestan que el día 2 de junio de 2010 la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias y la Municipalidad de Corredores les entregaron una serie de viviendas en el Proyecto Las Brisas, conocido como la Poza de los Abuelos; sin embargo, dichos inmuebles no cuentan con agua potable. Aseguran que deben caminar 100 metros para llegar a la prevista dispuesta por el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. Se declara parcialmente con lugar el recurso respecto de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias y la Municipalidad de Corredores. Se ordena a la Alcaldesa de la Municipalidad de Corredores y a la Presidenta de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, que adopten las medidas necesarias dentro del ejercicio de sus competencias y coordinen con las instituciones pertinentes para que se resuelva el problema de abastecimiento de agua potable en las casas del proyecto habitacional las Brisas conocida como La Poza del Abuelo en Paso Canoas, en el término de TRES MESES contados a partir de la notificación de esta resolución. En lo demás, se declara sin lugar el recurso.  CL Parcial

12648-11. AGUA. SE ACUSA FALTA DE AGUA POTABLE EN COMUNIDAD INDIGENA. El recurrente reclama violación del derecho a la salud y a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado por la inercia de la autoridad recurrida que no atiende el problema de falta de agua potable que aqueja a   la comunidad de Boca Coen de Tayni, que se ubica en el territorio indígena Tayni del Valle   de  la Estrella. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Subgerente General del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, girar de inmediato las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para que: a) se ejecuten, en el plazo máximo  de tres meses a partir de la comunicación de esta sentencia, las acciones pertinentes a fin de garantizar la existencia de una fuente pública de agua potable de fácil acceso en beneficio de los vecinos de la comunidad de Boca Coen de Tayni, ubicada en el territorio indígena Tayni del Valle   de  la Estrella y b) Se proceda en forma inmediata a gestionar lo pertinente para que en el menor plazo posible, se valoren distintas opciones que garanticen las condiciones de cantidad, continuidad, y calidad del agua potable  en la comunidad de Boca Coen de Tayni, ubicada en el territorio indígena Tayni del Valle   de  la Estrella. CL
12505-11. JUNTA DIRECTIVA. LIMITACIONES A EMPLEADOS DEL ICE PARA SER MIEMBRO DEL CONSEJO DE LA SUTEL. Acción de inconstitucionalidad contra artículo 64 de la Ley 7593. Reclaman los accionantes que la aplicación del artículo 64 inciso c) de la Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos (ARESEP) -norma que establece un régimen de incompatibilidades para el cargo de miembro del Consejo de la SUTEL- a los gerentes, personeros o empleados que al momento de su entrada en vigencia laboraban para el ICE y sus empresas, es inconstitucional por constituir una aplicación retroactiva de la norma, contraria al artículo 34 de la Constitución Política, y un trato discriminatorio en perjuicio de esos funcionarios, que viola en artículo 33 constitucional. Señala la Sala que es claro que en su argumento, los accionantes equiparan las meras expectativas con los derechos adquiridos, la cual no es tutelada  a nivel constitucional. Asimismo, se considera que la normativa cuestionada –y su aplicación- se ajusta a los parámetros de razonabilidad y proporcionalidad desarrollados por este Tribunal Constitucional, motivo por el cual no resulta contraria al Derecho de la Constitución. Finalmente, en cuanto al principio de igualdad, señala que no existe discriminación, que de ser así, la discriminación sería, más bien, en perjuicio de los trabajadores de las otras empresas fiscalizadas por SUTEL frente a una condición privilegiada en que estarían los trabajadores del ICE y sus empresas, a quienes por el sólo hecho de haber trabajado en esas instituciones con anterioridad a la reforma que aquí se cuestiona al artículo 64 de la Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, no se les aplicaría el régimen de incompatibilidades.  Por lo demás, es claro que la norma en cuestión establece un régimen de incompatibilidad general para todas las entidades que deban ser fiscalizadas por la SUTEL, no sólo para el ICE y sus empresas.  Se rechaza por el fondo la acción. RF
12104-11.   TARIFAS. COMITES DE REGULACION Y SUPERINTENDENCIAS DE ENERGIA, AGUA Y TRANSPORTE. Acción de inconstitucionalidad contra los acuerdos de Junta Directiva de la ARESEP 003-15-2010 de la sesión 015-2010 del 15 de abril de 2010, publicado en el Diario Oficial La Gaceta No. 84 del 3 de mayor de 2010; 010-020-2010 de la sesión 020-2010 del 20 de julio de 2010, publicado en el Diario Oficial La Gaceta No. 151 del 5 de agosto de 2010; 002-039-2010 de la sesión extraordinaria 039-2010 del 4 de octubre de 2010, publicado en el Diario Oficial La Gaceta No. 203 del 20 de octubre de 2010; artículo 3 de la sesión 021-2011 del 30 de marzo de 2011 y los artículos 33, 34 1.D), 1 E), 1 F), 1 H), 1 N), 2 D); artículo 35, 36, 1 F), 1 G), 1 H), 1 J), 1 O), 2 D); artículo 37, 38, 1 C), 1 E), 1 F), 1 G), 1 H), 1 L), 1 M) 1.N), 1.O), 1.U), 2 D) del Reglamento Interno de Organización y Funciones de la ARESEP y sus Órganos Desconcentrados y Acuerdos Conexos. Solicitan los accionantes que se declare la inconstitucionalidad de los acuerdos de Junta Directiva de la ARESEP antes referidos y los artículos citados del Reglamento Interno de Organización y Funciones de la ARESEP y sus Órganos Desconcentrados y Acuerdos Conexos, en tanto consideran que resulta inconstitucional crear un Comité de Regulación, al cual le han ido prorrogando su vigencia, para fijar o cambiar tarifas, así como para sancionar eventualmente a quien las infrinja, lo cual estiman son potestades de imperio reguladas solo por ley, no vía reglamento. Con base en las consideraciones contenidas en la sentencia se rechaza por el fondo la acción.  Por sentencia 12517-11, esta sentencia fue anulada y se ordena dar curso a la acción. 
SUJETO DE DERECHO PRIVADO
13094-11. PETICION. BANCO PRIVADO NO ENTREGA ESTADOS DE CUENTA. El recurrente alega falta de respuesta de la gestión que presentó ante el Banco BAC San José S.A., el 6 de diciembre del 2010 y que reiteró el primero de julio pasado, solicitando copias de los depósitos de sus cuentas, las cuales requiere para defenderse, pues la Administración Tributaria le está cobrando una diferencia en el impuesto de la renta del periodo 2008. Con base en lo analizado en la sentencia, la Sala considera que tiene asidero el reclamo que plantea el accionante, pues además, como se indicó en la sentencia No. 2008-012042, en casos como el presente, se abusa de la situación de poder al no facilitarse la información a la que la persona usuaria tiene derecho a acceder, pues se trata de movimientos de las cuentas a su nombre. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Apoderado Especial Judicial del Banco BAC San José Sociedad Anónima, que le proporcione al recurrente las copias de los depósitos de las dos cuentas corrientes que se registran a su nombre, conforme lo solicitó el 7 de diciembre del 2010 y que reiteró el primero de julio del 2011, si otra causa no lo impidiere, dentro del plazo de tres días, contado a partir de la notificación de esta resolución. CL  

12237-11 DERECHO DE EXCLUSIÓN. NIEGAN A EX -EMPLEADO EL INGRESO AL NEGOCIO COMERCIAL.   El recurrente manifiesta que trabajó  en  la  cadena  de Supermercados Productos  Masivos   del  Istmo Sociedad   Anónima,  del  ocho  de marzo de dos  mil diez  al dieciocho de febrero de dos  mil  once.  Explica que no le pagaban  lo  que  le  correspondía,  por  lo  cual  interpuso  una  demanda  ante  la jurisdicción ordinaria.  Alega  que  por  dicha  situación  no  le permiten comprar   en dicho  lugar,  lo  cual considera  violatorio  de  sus derechos  fundamentales.  Esta Sala resolvió que, sobre el alcance del derecho que ostenta todo propietario particular para permitir (e impedir) el ingreso a su propiedad, cuando la misma se encuentra destinada al uso por parte del público, se pronunció en sentencia número 3299-97, de las once horas cuarenta y cinco minutos del trece de junio de mil novecientos noventa y siete  (DERECHO DE EXCLUSIÓN).  En el presente asunto, no logra desacreditar la recurrente lo que dice la empresa recurrida en el informe rendido a la Sala, según la cual no es cierto que se impida a la amparada el ingreso al establecimiento comercial a comprar los productos que ahí se venden, lo que lleva a descartar la violación acusada, lo que en efecto se dispone. Se declara sin lugar el recurso. SL
















